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“Una década antes, Chile no había sido más que un sombrío regimiento militar. 
La transición, lenta, tortuosa, vacilante, tocaba su fin. No todos lo comprendían 
en ese momento, pero el país se preparaba entonces para el desenfreno, para el 
desparpajo de sus clases dominantes, para el triunfo del capital sin culpas, del 
dinero, del arribismo, de una ostentación nunca antes vista, de los nuevos ricos 
riquísimos, de las élites y sus ghettos en suburbios, colegios y universidades 
precordilleranas. De un nuevo idioma, de un nuevo orden más desigual, más 
injusto, más fragmentado, pero más fastuoso, más internacional, más moderno, 
de una avanzada plutocrática ya irrefrenable”. 


RICARDO WURGAFT, 


NOVELISTA. 


“El foco general puesto en estas dos elites, política y económica, está dejando 
fuera al resto y tienen prácticamente secuestrada la discusión: hemos instalado 


sus temas como los únicos relevantes, rezagando a la ciencia, el arte y la cultura, 
la espiritualidad y la naturaleza”. 


ELISA IBÁÑEZ, 


DISEÑADORA. 


“Una de las misiones principales de la elite es perpetuarse. Por eso sus hijos 
estudian Derecho e Ingeniería Comercial. Parte de esa idea es crear un país 
dentro de otro país, aislarse y tener sistemas políticos, económicos y 
educacionales totalmente separados del resto”. 


GUILLERMO CALDERÓN, 


DRAMATURGO. 


Prólogo 


Una persona es su memoria, el registro de su experiencia. La construcción de 
una personalidad tiene que ver con el camino, los obstáculos, las enfermedades, 
los sueños y fracturas que ha debido enfrentar a lo largo de su vida. Las 
decisiones que toma y las rutas que evita están en directa relación con ello. La 
experiencia es una forma de manual de instrucciones escrito en prueba y error a 
medida que se avanza hacia la madurez. Sin esa memoria la persona está 
perdida; no sabrá quién es, quiénes fueron sus amigos y quiénes sus adversarios, 
cuáles son los accidentes que debe evitar, los obstáculos y errores que no debe 
repetir. Incluso cuando surgen conflictos y enfermedades del alma, la memoria y 
la experiencia son fundamentales para el terapeuta: “Cuéntame sobre tu infancia, 
la relación con tus padres. ¿Qué te ocurrió en la adolescencia? ¿Cómo llegaste a 
ser quien eres?”, son los preámbulos habituales e imprescindibles de cualquier 
terapia. 


La historia es la memoria de un país. Si el cuerpo social desconoce los caminos 
que ha recorrido como comunidad avanzará como un ciego amnésico, 
golpeándose una y otra vez con los muros y tropezando con las mismas rocas. 
“Cuéntame sobre tu infancia, la relación con tus padres. ¿Qué te ocurrió en la 
adolescencia? ¿Cómo llegaste a ser quien eres?”. Por esto, es fundamental 
generar vías de comunicación para divulgar esa memoria, escondida en legajos y 
párrafos técnicos inaccesibles, para que se vuelva criterio y guía para la 
comprensión de los fenómenos y la toma de decisiones, y para situar al 
ciudadano como sujeto histórico consciente y activo. La democratización de 
nuestra historia, mediada por divulgadores, es una necesidad imprescindible. 
Solo eso puede explicar la explosión de interés que se ha producido en los 
últimos años al respecto; simplemente una fuerza que se mueve en la dirección 
de una enorme necesidad que permanecía escondida y no satisfecha. 


Renato Garin reconoce esta necesidad urgente y explora en un lenguaje accesible 
y didáctico, cercano pero urgente, uno de los aspectos clave de nuestra corta 


historia como país: el particular rol de las elites en la conformación de nuestra 
sociedad, la manera en que opera e influye abiertamente desde el mismo 
nacimiento de la república y hasta nuestros días. No como una forma de la 
conspiración, sino como un sistema endémico anclado en un sustrato cultural 
insistente tan propio como el paisaje de nuestra geografía. 


Es cierto que, como dice el autor, las elites y su dominio paraestatal se han 
vuelto hoy un tema mundial, pero quizá la diferencia del caso chileno esté en su 
constante histórica. En nuestro país nunca han dejado de operar de esta manera. 
No estamos cayendo en una dinámica nueva, sino constantemente regresando, 
casi como por fuerza de gravedad, a un particular estado de las cosas. El peso de 
la noche, frase acuñada por Diego Portales, es una gran imagen que sugiere 
fuerzas superiores aplastando formas del movimiento en alguna dirección 
diferente al orden deseable. En Chile, tempranamente decapitaron el proceso de 
búsqueda de nuevos sistemas de organización social, utilizando la fuerza para 
regresarnos a una especie de orden natural de las cosas. En 1829, a solo diez 
años de lograda la independencia, se usó esa violencia para reinstalar la forma 
colonial de hacer las cosas y cada cierto tiempo ese peso de la noche ha 
consistido en lo mismo: esta fuerza que impulsa hacia abajo, hacia el pasado, 
hacia el orden colonial vigilado como estado histórico deseable. La fronda como 
la resistencia natural de las elites a cambios que podrían mermar su poder de 
influencia, disfrazando ese temor de patriotismo, de corrección, instalando y 
defendiendo la idea de que ese orden colonial es el único capaz de asegurar 
estabilidad y prosperidad al país, considerando la violencia, los Hawker Hunters, 
la desigualdad y sus terribles consecuencias sociales como un costo más que 
aceptable. 


“El país somos nosotros, los dueños del capital y del suelo; lo demás es masa 
influenciable y vendible; ella no pesa ni como opinión ni como prestigio” . Lo 
dijo con todas sus letras, a fines del siglo XIX, Eduardo Matte Pérez, bisabuelo 
de Eliodoro Matte Larraín, una de las fortunas más grandes de Chile al día de 
hoy, a su vez tío de Bernardo Larraín Matte, protagonista del caso Hidroaysén. 
Ejemplos de la endogamia de un modelo de poder que considera a nuestro país 
como un asset personal del que pueden disponer a voluntad influyendo y 
operando por sobre el Estado, los Gobiernos y las instituciones, desdeñando la 


democracia y el bien común de los habitantes del país. 


¿Por qué es importante el libro que tiene en sus manos? Porque ayuda a 
visibilizar esta constante histórica; contribuye a entender pasajes de la vida de 
nuestro país, que parecen aislados, como partes de dinámicas permanentes. Pero 
lo más importante es que permite entender cuestiones actuales, haciendo carne 
una de las funciones más relevantes de la historia: la interpretación del pasado 
para iluminar los fenómenos de hoy. Comprender el pasado, nuestra memoria, lo 
que nos ocurrió, permite descifrar el presente y tomar decisiones correctas, 
entender que las cosas que ocurrieron volverán a ocurrir. Porque tener conciencia 
de estos procesos permite tomar una posición política frente a ellos, primer paso 
imprescindible para soñar al menos con los cambios necesarios, sacar al país de 
su hipnótico loop histórico y quizá rescatar a nuestro Sísifo de una buena vez de 
su rutina de doscientos años. 


JORGE BARADIT 


Introducción: 


Soltar la teta 


“Chile no va a cambiar hasta que las elites no suelten la teta”!, 


Felipe Lamarca, empresario. 


La crítica a las elites es uno de los tópicos más repetidos en la prensa y en las 
librerías. Este fenómeno sobrepasa los límites geográficos y se alza como una 
realidad global. Las elites son apuntadas, señaladas, enjuiciadas. En Chile, este 
juicio viene acompañado de un proceso social profundo y denso, que hace 
visible una ruptura simbólica entre la elite y el resto del país. 


La fronda y el modelo 


La frase del empresario Felipe Lamarca que sirve para iniciar este libro es útil 
por dos sentidos. En primer lugar, Lamarca tiene una trayectoria personal ligada 
a la elite empresarial; es uno de los gerentes más destacados de esta época. 
Lamarca dirigió las empresas Copec con gran éxito, ganándose su reputación en 
el mundo de los negocios. Durante la segunda parte de los noventa, cumplió dos 
mandatos consecutivos como presidente de la Sofofa, una de las máximas 
entidades empresariales del país. Es decir, Lamarca habla desde el seno de la 
elite económica y su voz no podría ser tachada de populista o vociferante. 


En segundo lugar, su frase permite entender rápidamente la tesis central de este 
libro. Cuando Lamarca habla de las elites y de la teta, está haciendo una 
metáfora que es sumamente útil: ¿cuál es la teta que tienen capturada las elites? 
Mi interpretación es que esa teta son las instituciones públicas y que un grupo 
dentro de la elite ha capturado esas instituciones a su favor. En un sentido lato, la 
institucionalidad es ocupada por un pequeño grupo social que coloca a las 
instituciones como protectoras de sus propios privilegios. Así, estos grupos se 
vuelven intocables para la justicia, inalcanzables para los ciudadanos, 
incuestionables para los periodistas. La fronda no es un grupo de personas 
específico, sino una forma mediante la cual las elites se relacionan con las 
instituciones. Dicho de otra manera, la fronda no es un club selecto de 
individuos, sino una particular manera de entender las instituciones. 


La crítica de las elites es el gran tópico intelectual desde finales de la década 
pasada. En un proceso enmarcado por los cuarenta años del golpe de Estado y la 
elección presidencial, el asunto ha tocado todas las aristas de la vida institucional 
del país. Fue Alberto Mayol, en su ensayo El derrumbe del modelo, el primero 
en sugerir que las consecuencias de los movimientos sociales de 2011 eran 
estructurales, esto es, superaban con creces la agenda educacional?. 


Surgieron, entonces, los críticos de la tesis y del aparente “milenarismo” de 
Mayol, quien parecía vaticinar el fin de los tiempos para el organigrama del 
poder transicional. Eugenio Guzmán y Marcel Oppliger respondieron con su 
libro El malestar de Chile; a la predicción de Mayol que auguraba un 
resquebrajamiento estructural del modelo chileno, contestaron con la tesis 
contraria. Según los autores, Chile estaría viviendo niveles inéditos de 
prosperidad que se basan en la solidez institucional que combina crecimiento 
económico con políticas sociales focalizadas. En esa línea, los acontecimientos 
de 2011 en nada cuestionarían la base del modelo chileno y sostener lo contrario 
es, según Guzmán y Oppliger, una tesis “políticamente interesada”, Del otro 
lado, Mayol percibe “un regreso de la historia” a través de los movimientos 
sociales, portadores de la bandera contra el lucro y el abuso. Si pudiéramos hacer 
una repetición en cámara lenta, veríamos a las movilizaciones de 2011 como el 
prefacio de toda reflexión política posterior. Estos dos libros son solo el 
comienzo de una larga lista de publicaciones en la que destaca también el 


economista Andrés Solimano con su trabajo Capitalismo a la chilena. Allí, el 
economista del MIT argumenta que la supuesta prosperidad de la que gozaría 
Chile descansa en evidencia controversial. Por un lado, observa, el país muestra 
un crecimiento económico inédito y, por otro, una concentración del poder 
también inédita que sostiene una estrategia de desarrollo cuestionable. De su 
diagnóstico, Solimano concluye que Chile experimenta un capitalismo centrado 
en lo que llama “la prosperidad de las elites” y el malestar de todo el resto*. 


Estos tres títulos nos permiten observar las concepciones en disputa tras el 
concepto “modelo chileno”. Por un lado, Solimano y Mayol entienden que es un 
ruido que describe una crisis, lo que hace necesaria una reforma estructural que 
interprete las demandas sociales. Al diagnóstico de Mayol Solimano agregaría 
que existe una ceguera en las elites, que impide comprender la crisis. Del otro 
lado, Guzmán y Oppliger argumentan que el modelo vive su esplendor y que una 
reforma estructural no sería sino poner en riesgo todo lo que Chile ha 
conseguido en las últimas décadas. 


Si escuchamos las voces de los dirigentes políticos y, además, leemos los textos 
que elaboran tesis complejas sobre el país, podemos concluir que Chile vive una 
paradoja. El modelo chileno vive su esplendor, tal como lo diagnostican Guzmán 
y Oppliger, y, a la vez, está en medio de una crisis estructural sin precedentes, 
como afirman Mayol y Solimano. ¿Cómo pueden ser compatibles crisis y 
esplendor? 


Robert Michels, un influyente sociólogo alemán de comienzos del siglo XX, 
pensó una teoría que es útil recordar. En el libro Los partidos políticos, Michels 
formuló la “ley de hierro de la oligarquía”, con la que afirmaba que tanto en 
contextos autocráticos como democráticos siempre el poder real lo tendrá una 
minoría. Según Michels es una ley de hierro el hecho de que toda organización 
se vuelva oligárquica. Así ocurre, según el autor, un proceso de decantación 
dentro de las organizaciones y países, cuyo destino inevitable sería la 
concentración del poder en pocas manos. Según Michels, los líderes políticos 
emergen por la voluntad de la masa y se dicen revolucionarios respecto del 


orden, sin embargo, pronto se emancipan de la voluntad popular y se vuelven 
conservadores y custodios del orden*. 


La ley de hierro, según Michels, se basa en tres procesos que corren en paralelo. 
En primer lugar, cuanto más grandes se hacen las organizaciones, más 

se especializan, debiendo tomar decisiones cada vez más complejas y de una 
forma más rápida. Así, aquellos individuos que manejan el código institucional 
se van volviendo imprescindibles, formando la elite dentro de esa organización. 
Este proceso se reproduce a escala institucional, cubriendo todo el organigrama 
público y privado. En paralelo, en un segundo plano, se desarrolla una dicotomía 
institucional entre eficiencia y democracia, de tal forma que la eficiencia se 
vincula con el liderazgo fuerte, que, paulatinamente, va restando democracia 
interna a las instituciones y los países. En un tercer plano, según Michels, 
aparece la sicología de masas, que comienza a desear y añorar un liderazgo 
fuerte, y aparece el culto a la personalidad. Así, la masa se transforma en un 
cuerpo de electores de líderes o “caudillos”, que representan el deseo 
antioligárquico. 


En este libro, quiero explorar en los límites de la teoría de Michels. Al tomar el 
título del libro de Edwards, lo que intento hacer es posicionar a la elite actual, de 
comienzos del siglo XXI, en una referencia analógica a aquella de comienzos del 
XX, descrita en La fronda aristocrática, de 1928. Según mi interpretación, el 
modelo económico y la elite se encuentran enlazados, formando un solo campo 
simbólico que se manifiesta en las instituciones. 


En la primera parte, me refiero a los orígenes conceptuales del ruido “fronda”, 
viniendo desde la Francia del siglo XVII hasta nuestros días. Allí será 
especialmente útil revisar la influencia de Oswald Spengler sobre Edwards. 
Enseguida, intento mostrar a esta nueva fronda, esta nueva elite que ha copado lo 
público y lo privado. Esta primera parte concluye esbozando algunas ideas 
respecto a la manera en que los presidentes han sido erguidos como símbolos de 
la época. La Constitución Política del año 1980, reformada en 2005, contiene 
algunas de las claves que permiten comprender de qué forma la elite se 


encuentra enlazada con el sistema político. 


En la segunda parte, este libro explora la idea del “secuestro”, una metáfora para 
referir cómo un grupo dentro de la elite ha “capturado” las instituciones. En este 
capítulo, es central la analogía de la “mordaza”, es decir, el modo en que la 
prensa y los periodistas fueron controlados durante los noventa y los 2000. La 
segunda década del siglo XXI, sin embargo, traería consigo la democratización 
de los medios de comunicación y la aparición de investigaciones que 
erosionaron el poder simbólico de la fronda. 


La tercera parte es un intento descriptivo del país de la fronda, es decir, el Chile 
de esta época. La desigualdad, la segregación, el estrés y la falta de erótica son 
algunas de las claves que permiten entender críticamente el sentimiento de 
malestar que ha despertado. Nuevas formas de entender el estatus, el trabajo y el 
placer son manifestaciones de la manera en que ha desaparecido “el otro” en 
nuestra vida institucional y cotidiana. El “otro” aparece como un vacío del país 
de la fronda. Los avances de Chile en esta época han sido sustanciales, y no es 
tarea de este texto defenderlos ni atacarlos. El intento de este libro es posicionar 
la pregunta sobre el rol de las elites en la crisis política y social que ha 
atravesado el país. Con esa idea cierra el epílogo. 


Yo, fronda 


Una de las primeras respuestas que despierta un libro como este es la crítica ad 
hominem hacia su autor. Cuando se critica a la elite, suele responderse 
inmediatamente: “¿Y no es acaso de la elite usted? ¿No es acaso fronda usted 
mismo que hace esta crítica?”. Es menester reconocer, entonces, para ahorrar 
tiempo y energías, la propia raíz frondista del autor. La familia Garin tiene dos 
destacados nombres, ligados al balmacedismo, que pueden considerarse como 
parte de aquella fronda del siglo XIX. 


El primero fue Abdón Garin Dolarea. Nacido en Copiapó en 1834, su madre lo 
envía a estudiar a Santiago tempranamente, donde destaca por sus habilidades 
intelectuales. Sus estudios los complementa luego en Londres, Inglaterra. En su 
regreso a Chile, en 1858, se asocia con los hermanos Gallo y fundan el Club 
Constituyente. Este grupo financia el llamado Batallón de Africanos, que 
sostuvo la campaña de la Revolución Constituyente de Pedro León Gallo, en 
1859. El ejército de los Gallo avanzó desde Copiapó hacia Santiago contra el 
Gobierno de Manuel Montt y obtuvo la victoria en la batalla de la quebrada de 
Los Loros, contra las tropas de la milicia regular. Los constituyentes fueron 
derrotados más adelante, en la batalla de Cerro Grande, entre La Serena y 
Coquimbo. Vencido, Garin Dolarea se dedicó a las actividades mineras, donde 
amasó una considerable fortuna. A comienzos de la década de 1870, es 
nombrado intendente de Atacama, puesto desde el cual pasa a la Cámara de 
Diputados, siendo elegido representante por Copiapó y Caldera en 1876. En 
1886, luego de dejar la Cámara, fue nombrado gobernador de Chañaral, y en 
1891 Balmaceda lo nombra gobernador de Limache. Acompañó al presidente 
durante el curso de la revolución. Después de la derrota en la guerra civil, 
enfermó gravemente, muriendo en 1893. 


Hasta la actualidad, un sector de Copiapó recibe el nombre de Garin, donde 
destaca la quebrada Garin, supuestamente en honor a Abdón Garin Dolarea. Sin 
embargo, dicha zona recibe el nombre de Garin desde el siglo XVII, en virtud 
del fundador de San Francisco de la Selva, el teniente Alonso Garin y Díaz de 
Sandoval. Este teniente era el noveno hijo de Jacinto Garín de Azpeitía y Garay, 
que aparece en el libro de Julio Retamal Favereau Familias fundadoras de Chile 
1656-1700. Todo el clan Garin llegado a Santiago, y luego avecindado en 
Copiapó, deriva de una misma familia vasca. En lengua euskera, el apellido 
significa “del trigo”. Otro Garin relevante durante el siglo XIX fue José Manuel 
Garin Williams, hijo de José Garin Argandoña y Emilia Williams Rebolledo. 
José Manuel Garin era sobrino del almirante Juan Williams Rebolledo, héroe de 
la Guerra del Pacífico. 


Garin Williams es reconocido por su labor como urbanizador de la Quinta 


Normal, en las décadas finales del siglo XIX. Fue dueño de grandes extensiones 
de tierra que, años más tarde, donó al Estado. En su honor se levantó la Plaza 
Garin, ubicada en la comuna de Quinta Normal. Al igual que su tío, fue un férreo 
defensor de Balmaceda y participó de diversos intentos por revivir el 
“balmacedismo” en clubes de Santiago. Parte de la descendencia de Garin 
Williams tuvo luego una conocida librería, la Librería Garin, ubicada en el 
centro de Santiago, en una de las esquinas de la Plaza de Armas. Más tarde, ese 
lugar sería ocupado por la Librería Manantial. De este modo, me resultaría 
imposible desconocer mi propia genética, aunque considere que no hay tacha 
posible en este caso. La influencia de esta familia no tiene punto de comparación 
con la de otros clanes y estirpes que han vinculado el devenir de sus familias al 
de toda la república. 


Nota del autor 


La parte sustancial de este ensayo ya ha sido publicada como columnas de 
opinión en diversos medios nacionales, como el diario digital El Mostrador. 
Curiosamente, La fronda aristocrática de Alberto Edwards también se compone 
de columnas publicadas, aquellas, en El Mercurio. Este ensayo es el resultado de 
muchos microensayos, que he buscado tejer de la manera más didáctica posible. 
Han sido escritos al calor de los hechos políticos y sociales ocurridos entre 2011 
y 2017. 


Agradezco sinceramente a quienes han participado de la conversación intelectual 
que germinó en este ensayo. Durante este proceso he participado de medios de 
comunicación como Radio La Clave, Radio Bio-Bio y Radio Sonar, a quienes 
agradezco. También a Editorial Catalonia, que decidió publicar este texto, el 
segundo libro que publicamos juntos luego del éxito de El lobby feroz. 


Dedico este ensayo a las mujeres de Chile, especialmente a las mujeres de la 
elite. Considero que en ellas está la clave del futuro. 


Primera parte: 


El concepto de fronda 


“Los individuos influyentes tienen siempre dificultad en digerir doctrinas que 
establecen un poder capaz de poner coto a sus caprichos”. 


Thomas Hobbes, Leviatán. 


El libro La fronda aristocrática, de Alberto Edwards, es uno de los textos más 
influyentes de la historia de Chile. Sus alcances exceden con creces los límites 
de la academia, aproximándose a públicos más masivos que otros ensayos 
influyentes de nuestra historia. Solamente puede compararse su influencia con el 
texto del profesor Mario Góngora Ensayo histórico sobre la noción de Estado en 
Chile. El libro de Edwards, sin embargo, sobrepasa los paradigmas 
historiográficos y se vincula con tradiciones sociológicas, de ahí su mérito y su 
penetración en el imaginario nacional*. 


La fronda es un ruido que resuena en el vocabulario de varias generaciones, 
aunque se desconoce el detalle sobre su origen conceptual. 


Origen conceptual 


En estricto rigor, quien acuñó el concepto “fronda” fue Oswald Spengler en su 


famosa obra La decadencia de Occidente”. Decir que Spengler es el autor del 
concepto no es enteramente ajustado, más bien corresponde a una analogía. 
Spengler trae el ruido “fronda” desde la historia de Francia, específicamente 
desde el siglo XVII, donde se producen una serie de levantamientos contra el 
reinado de Ana de Austria. El clímax del conflicto se vivió durante la minoría de 
edad de Luis XIV, heredero del trono. Esos levantamientos, promovidos desde 
las elites, constituyeron una época de enorme tensión social. Fueron cinco años 
de intrigas, guerras y querellas entre la monarquía y la nobleza?, La fronde 
francesa conoció dos etapas: la fronda del Parlamento y la fronda de los nobles, 
cada cual caracterizada por grupos particulares dentro de la elite parisina y las 
provincias. 


La fronde es un concepto que emana de una experiencia histórica determinada en 
un lugar determinado: París de mediados del siglo XVII. Su raíz lingüística 
refiere a un instrumento utilizado durante los levantamientos, denominado 
“fronde”, que en español equivale a una especie de resortera; también podría 
equivaler a una tirachinas, una boleadora o una simple honda. Este instrumento y 
su uso en las calles durante los levantamientos termina por dar nombre a toda 
una época. Es la “época” de la “fronda”, una época donde un grupo de la elite se 
vio cuestionado por el “pueblo”, que salió a las calles a lanzar objetos con 
hondas hacia las ventanas de los nobles y los parlamentarios. 


A partir de ahí, el concepto va sirviendo para una serie de analogías. La primera 
analogía es obra de Spengler, la segunda analogía es la de Edwards y la tercera 
analogía es la que da el título a este libro. Cuando Spengler toma el ruido 
“fronda”, no lo hace para referirse a la historia de Francia, ni tampoco pretende 
articular una revisión historiográfica del siglo XVII. Al revés, su interés es 
pensar una historia de su propio tiempo, una historia de su tiempo presente. 
Desde ese punto de vista, el concepto de fronda le sirve para realizar una 
analogía histórica desde la cual pensar su propio tiempo. Según la tesis de 
Spengler, desarrollada fundamentalmente en La decadencia de Occidente, el 
mundo occidental se encontraba en una crisis terminal. Las décadas de Spengler, 
aquellas del comienzo del siglo XX, vieron el auge de la cultura de la belle 
époque y también la fractura definitiva del espejo de virtud de las elites. La 
Primera Guerra Mundial fue la prueba definitiva acerca del fin de ese espejo”. 


Spengler entiende “la fronda” como una resistencia, una reacción, tanto a la 
racionalización del Estado como a la vigencia del derecho moderno. Si el siglo 
XIX había inspirado el parto de los códigos civiles, de las constituciones, de la 
institucionalización del Estado, también había despertado una reacción entre las 
“clases primordiales” que Spengler identifica en la nobleza, el sacerdocio y las 
capas sociales que resultaban antes privilegiadas. Así lo relata Spengler: 


Cuanto más se aproxima un Estado a su forma pura, cuanto más absoluto se 
hace, cuanto más se desentiende de cualquier otro ideal formal, tanto más peso 
adquiere el concepto de nación frente al de clase; y llega el momento en que la 
nación es gobernada como tal nación, y las clases no representan sino diferencias 
sociales. Contra esta evolución, que es una de las necesidades de la cultura, 
sublévanse una vez más las anteriores fuerzas, nobleza y sacerdocio. Para estas 
está en juego todo: el heroísmo, la santidad, el viejo derecho, la jerarquía, la 
sangre, etcétera. (...) esta lucha de las clases primordiales contra el poder del 
Estado toma en Occidente la forma de “la fronda”?, 


En este párrafo, se puede ver que Spengler piensa que los Estados nacionales se 
desarrollaron en pos de la construcción institucional de la nación, sin otro ideal 
formal, es decir, sin atender ya a los criterios previos de las sociedades 
estamentales. Según Spengler, mientras más avanza este criterio de 
racionalización de las instituciones, mientras más avanza la lógica del Estado 
moderno, también se despierta una reacción en aquellos que eran privilegiados 
bajo las formas previas. Para esos grupos sociales, todo es puesto en juego: el 
heroísmo, la santidad, el viejo derecho, la jerarquía y la sangre. Así, Spengler 
pone en juego el concepto “fronda” como una manera en la cual determinados 
grupos sociales reaccionan contra la racionalización de las instituciones y, por 
ende, el cuestionamiento de sus privilegios. 


Spengler razona, así, por analogía; es decir, tomando el concepto francés para 
aplicarlo a una lógica historiográfica, la cual le sirve para referirse a una 
tendencia de los Estados nacionales. La publicación de La decadencia de 


Occidente en la Alemania de Weimar, en 1918, constituyó un hito intelectual de 
gran calado, siendo una obra traducida a múltiples idiomas. El análisis crítico del 
desenvolvimiento institucional de Alemania, así como de las naciones europeas 
en general, tocó diversos puntos neurálgicos de la época. 


La influencia intelectual de Spengler irradió desde Europa al resto del mundo, 
formando una verdadera corriente denominada “decadentismo”1!, En su propia 
biografía, la tesis expuesta en La decadencia de Occidente quedaría bajo 
sospecha intelectual, puesto que Spengler fue un activo simpatizante de Hitler y 
el proyecto nacionalsocialista. Desde un punto de vista institucional, sus críticas 
a la república de Weimar podrían sintetizarse en su crítica al Congreso. Allí, 
Spengler observa la decadencia de las clases dirigentes y la obsolescencia de 
algunos mecanismos parlamentarios; por ejemplo, la ausencia de un mecanismo 
de “clausura” o “cierre” del debate en sala, cuestión que alargaba los procesos 
legislativos hasta el infinito. Este ejemplo, que parece un tecnicismo leguleyo, 
permite entender en profundidad el sentimiento que gobierna la obra de 
Spengler. La decadencia de la república de Weimar era, en buena medida, 
producto de la crisis del Congreso. Y la crisis del Congreso era consecuencia, a 
su vez, de determinados mecanismos que hacían del proceso legislativo una 
cáscara sin contenido real. Esa es la tesis que parece prefigurar el colapso 
institucional alemán. 


En la tradición chilena, el concepto “fronda aristocrática” proviene del 
historiador conservador Alberto Edwards y de su famoso libro La fronda 
aristocrática, publicado en 1928. Se trata de un volumen que recopila una serie 
de columnas escritas por Edwards en El Mercurio entre 1920 y 1927, momento 
de profunda efervescencia política en la población y de crisis de sentido en las 
elites. Según Edwards, Chile se enfrentaba a la corrupción de su clase dirigente, 
el desenfreno de una casta dominante que contaba con un sistema de privilegios 
y prebendas, la mayoría de estos provistos y custodiados por el Estado. La 
solución que proponía Edwards era el regreso al espíritu portaliano, el 
autoritarismo necesario para aplacar a la fronda. El general Ibáñez, primero — 
con Edwards de ministro de Educación—, y Alessandri, después, encarnaron ese 
espíritu antioligárquico que les permitió irrumpir como caudillos. 


De esa época heredamos la Constitución de 1925, la “Constitución de 
Alessandri”. Allí está su figura, a la entrada del Palacio de La Moneda, evidente 
testimonio de la ascendencia del personaje sobre el inconsciente colectivo de las 
elites. La fronda fue el enemigo discursivo de Alessandri Palma, Ibáñez, los 
radicales y la DC. La reforma agraria y las orgánicas marxistas así lo muestran. 


La dictadura también tuvo algo de ese tinte antioligárquico, aplastando a la vieja 
elite terrateniente y levantando, contra ella, a una nueva capa de gerentes y 
académicos que la reemplazó simbólica y políticamente. “Los nuevos ricos” — 
concepto generado desde la sociología chilensis— fueron copando los espacios 
antes vedados para una casta pequeña y celosa guardiana de sus privilegios. 
Treinta años bastaron para consolidarla y expandir sus símbolos. Un reemplazo 
cultural e institucional que da cuenta, también, del cambio que ha vivido el 
país??, 


Al igual que Spengler, Edwards critica duramente al Congreso y al sistema 
parlamentario. Este es uno de los puntos centrales del pensamiento detrás del 
“decadentismo”: el rechazo al Parlamento y sus procedimientos legislativos. Al 
igual que Spengler, Edwards señala los debates eternos, las rotativas 
ministeriales y los vericuetos normativos del Congreso como síntomas 
ineguívocos de la decadencia. 


En este ensayo, sin embargo, no se abraza ninguna tesis decadentista; por el 
contrario, se pretende una descripción institucional del asunto. Al revés de 
Edwards y de Spengler, en este ensayo se centra la cuestión en el 
presidencialismo, pues es este el dogma que domina a la “nueva” fronda. Este 
ensayo se titula La fronda para acceder a una cadena de analogías que emanan 
del siglo XVII francés, pasan por Spengler en Alemania y luego por Edwards en 
el Chile de los años veinte. Según la tesis que motiva este libro, la fronda 
corresponde a una relación entre la elite y las instituciones. Dicho de otra 
manera, es una manera en la cual los grupos privilegiados resisten el cambio de 
época. Esta resistencia opera como un coto vedado democrático, donde esos 


grupos privilegiados ejercen su influencia. Al intentarse el cambio institucional 
que reforme esas prácticas elitarias, el grupo privilegiado resiste y se parapeta 
dentro de las instituciones. En este sentido, las instituciones son capturadas o 
secuestradas por los grupos privilegiados, que subvierten la lógica institucional. 
Así, las instituciones son convertidas en instrumentos de defensa de los 
privilegios. 


De esta forma, este ensayo toma el ruido fronda y ofrece una cadena de 
analogías para, eventualmente, dotar al concepto de una densidad mayor. La 
fronda es, según la tesis de este texto, una manera en la cual grupos dentro de las 
elites capturan las instituciones. En Chile pareciera ser ese el escenario donde 
ocurre la vida social y política durante el inicio del siglo XXI. 


Un libro “populista” 


En este contexto, ha surgido un intenso debate sobre el rol de las elites en la 
transición. Se han levantado tesis radicales, llegándose incluso a sostener la 
“muerte” y la consecuente “autopsia” de las elites chilenas. Esa es la visión de 
Alberto Mayol, un destacado ensayista de esta época, que describe con tono 
forense la decadencia de las elites chilenas. La metáfora de Mayol se sostiene 
sobre una “biología” de las elites, que —según el autor— nacen, se desarrollan y 
mueren al igual que los seres vivos. Según Mayol, estaríamos ante la muerte de 
las elites de la transición, consumidas en su propia gangrena de corrupción y 
clientela. Así describe el momento de crisis: 


La crisis de una elite se manifiesta siempre en malestar social con los 
dominantes. Adquiere la forma del juicio moral al poderoso. O más 
específicamente, de un juicio público al poderoso. Pero ese juicio, de forma 
radical, se fundamenta siempre en una sensación cotidiana, en la emoción de un 
orden injusto que otorga tantas esperanzas como frustraciones. El final del 
camino de un orden es la crisis de su elite. Son los ciudadanos acorralados los 


que dejan de pactar en las pequeñas cosas, los que dejan de aceptar la mentira 
proveniente del poder e incluso dejan de aceptar sus verdades. Los pueblos 
sienten la crisis de una elite como propia”. 


Tal como Mayol, otros autores y columnistas han apuntado de forma permanente 
a esta situación de crisis de las elites. Del otro lado, han surgido voces que 
señalan a esas voces críticas como “populistas”. En esa vereda encontramos, por 
ejemplo, al influyente columnista Héctor Soto, quien apunta hacia las voces 
populistas: 


Las que antes constituyeron desventajas muy serias para gobernar —venir de 
afuera, carecer de experiencia, no ser parte de ninguna trenza— de un momento 
a otro pasaron a convertirse en grandes activos. La política moderna ya no está 
para mandarines, esos sofisticados burócratas del Celeste Imperio que se movían 
con tanta destreza como elegancia en las aguas del protocolo, la corte y el poder. 
Ya no. Si alguien ahora quiere calificar, más le vale abjurar de las tradiciones 
políticas y tener preparado un discurso contra las elites, porque más temprano 
que tarde lo va a necesitar!!, 


Según Soto, la época obliga a los líderes a tomar un discurso en contra de las 
elites y allí estaría el germen del populismo. La brecha entre las elites y la 
ciudadanía, la distancia social entre un grupo y otro, sería el marco general 
donde la nueva sociedad se desenvuelve. Las elites, a un lado de la trinchera, se 
ven expuestas a la crítica de quienes se ubican del otro lado, el lado del 
“pueblo”. Sin embargo, esta es solo la versión nacional de un fenómeno que se 
expande en el mundo. Según Soto, en el Chile de la segunda década del siglo 
XXI está “la mesa puesta” para el populismo: 


Enorme desconfianza en las instituciones. Ostensible desprestigio de los partidos 
políticos. Bajos niveles de participación ciudadana en las instituciones. Amplios 
sectores de la población que no se sienten interpretados por las instancias de 
decisión de la democracia representativa. Una clase política en caída libre en 


términos de convocatoria y credibilidad. Creciente brecha entre las elites, que 
amplios sectores consideran que están capturadas y corruptas, y el pueblo, que 
supuestamente es puro, inocente y explotado por aquellas. Todo esto configura 
un escenario delicado. En Chile, la mesa pareciera estar puesta para que el 
populismo se dé un banquete y, por lo visto, si el fenómeno todavía no se ha 
desplegado más de lo que ya lo ha hecho, es solo por efecto de dos 
circunstancias. La primera es porque la crisis económica ha sido esta vez menos 
violenta que otras veces: menos violenta que el 2008 y mucho menos de lo que 
fueron los años 82-84, bajo Pinochet, cuando la crisis de la deuda nos pilló con 
tipo de cambio fijo. La segunda es que hasta aquí, al menos, aún no aparece un 
líder populista con el carisma suficiente para instar a los ciudadanos a barrer con 
el sistema político y para erigirse —como lo hizo Chávez, como lo hicieron los 
K— en caudillo providencial y gran conductor”. 


En Europa, un concepto se ha expandido por el continente. Se habla de la casta 
para referirse a un grupo político-empresarial que se habría apropiado de las 
instituciones. Este concepto emana de Italia y luego se vuelve popular en España 
durante la última década. La casta es un libro escrito por los periodistas italianos 
Gian Antonio Stella y Sergio Rizzo**. En ese texto, los autores describen la 
manera en la cual un grupo de dirigentes políticos y empresarios italianos 
lograron sortear la acción de la justicia en casos de corrupción. Según la tesis, 
que demuestran con gran rigor, la sociedad italiana era víctima de un secuestro 
institucional, donde un diminuto clan dominaba la escena. Ese clan se erguía por 
encima de las divisiones políticas, más allá de la ley y de los límites éticos. En 
ese contexto, el primer ministro, Silvio Berlusconi, aparece como el símbolo de 
una era marcada por la decadencia de las elites. El ruido “casta” se expandió por 
Europa conforme el libro de Stella y Rizzo se volvió un superventas. 


En España, el término casta fue usado por los dirigentes de Podemos como una 
de sus herramientas lingüísticas favoritas. En uno de los libros fundamentales 
para entender el proceso español, el dirigente Iñigo Errejón escribió —junto a la 
ensayista Chantal Mouffe— el libro Construir pueblo)”. En el siguiente 
párrafo puede resumirse la tesis de Errejón: 


Sea cual sea el desenlace inmediato y el gobierno que se constituya, parece 
difícil negar que España se encuentra inmersa en un proceso de cambio político 
provocado por una situación de crisis de régimen en la que se agolparon la crisis 
de legitimidad de las élites y los partidos tradicionales, la crisis económica y 
social sobrevenida por las políticas de ajuste y el desgaste institucional y la 
oligarquización de nuestro sistema político. Esas condiciones facilitaron con el 
15M una “situación populista” en España, de dicotomización simbólica entre el 
conjunto institucional y las élites y una multiplicidad de sectores y grupos con 
poco más en común que sus demandas frustradas y la desconfianza hacia los que 
mandan. El movimiento de los indignados sirvió para expresar y enmarcar los 
dolores, producir esa brecha y sacudir el “país oficial” mostrando la potencia del 
“país real”18, 


Errejón llama “momento populista” a un escenario de quiebre en las elites y la 
ciudadanía, entre el país oficial y el país real. Ese momento, si seguimos el hilo 
de Errejón, se ha configurado en varios países del orbe, con similares 
condiciones y disímiles consecuencias. En España, el momento populista dio 
origen a un nuevo escenario electoral, donde el bipartidismo da pie a cuatro 
fuerzas y el régimen de la transición entra, al parecer, en etapa terminal. 


Las semejanzas del caso español con el chileno son variadas. Ambos regímenes 
emanan de una dictadura de derechas, Franco y Pinochet, con la salvedad de que 
el proyecto franquista no fue tan decididamente neoliberal como el pinochetista. 
Ambos países tuvieron procesos de transición pactada, donde el arco político se 
dividió en una centroizquierda y una centroderecha que, con el pasar de los años, 
se volvieron cada vez más similares. Así, ambas culturas, la española y la 
chilena, recibieron el cambio de época en un contexto de transición política, 
tratando de alejarse de la sombra dictatorial. En paralelo, Chile y España parecen 
haber entrado en un momento populista signado por el mismo eje: la crítica a las 
elites. 


En ese sentido, este texto es un libro “populista” que escarba en el espíritu de la 
época e intentar describir el país real versus el país oficial. La contracara de las 


instituciones, el lado B de nuestra vida social, la pesada herencia histórica que 
nos correspondió enfrentar. Ese el contexto en el cual opera este texto. 


Mayordomos de la revolución 


En el plano político y empresarial, la nueva fronda chilena es hija de la 
revolución neoliberal. Para ellos la política y los negocios son lo mismo: formas 
de articular el poder que no conocen de fronteras públicas o privadas. No es de 
extrañarse que reaccionen como una manada de fieras melancólicas, cargando 
caras largas y discursos pesimistas. Se lo han repartido todo, desde industrias 
pesqueras hasta la última notaría pública en algún pueblo que no figura en los 
mapas. Mandan a sus hijos a los colegios más exclusivos; no para asegurarles 
educación, sino para asegurarles capital social, verdadero espíritu santo del 
modelo. 


Una de las constantes de este período han sido las prácticas “binominales”, es 
decir, usos institucionales que dividen las instituciones según un registro 
binominal. Así ha ocurrido en un gran número de instituciones públicas, no solo 
aquellas que dependen de las elecciones democráticas. Instituciones públicas tan 
disímiles como el Banco Central, el Tribunal Constitucional o Televisión 
Nacional de Chile, todas ellas han dependido de una cultura binominal que raya 
en el absurdo. Si se observa la composición de cada una de estas instituciones, 
durante estos largos treinta años desde el plebiscito de 1988 se ha cultivado una 
cultura binominal asfixiante. Este “cuoteo binominal” es una práctica propia de 
la época que demuestra la concepción que tiene la elite acerca de las 
instituciones públicas. Este “cuoteo” sobrepasa las instituciones públicas y 
alcanza también a las empresas estratégicas y directorios del mundo privado. La 
cultura binominal provocó un cuoteo a todo nivel. 


Son una fronda, una casta de privilegiados para quienes la transición no fue otra 
cosa que un juego de poder. Elites empresariales, mezcladas con las elites 


políticas, sazonadas con grupos tecnocráticos, santificados por grupos de curas, 
rabinos, monjes, profesores de Harvard, brujos y adivinos de toda índole. En 
treinta años se consolidaron, compartieron en cócteles y seminarios, 
compusieron sus porcentajes y sus cuotas, negociaron sus cupos y consiguieron 
“las lucas”. Todo esto en nombre del progreso y del bien de la patria, llevando 
siempre en alto la bandera que tocara, repitiendo el eslogan en latín ideado para 
la ocasión. Ahora, como reyes desnudos, sus artimañas y componendas están 
visibles, todos se ríen y se ofuscan ante tamaña impudicia. Ellos, entre 
avergonzados y cínicos, oscilan entre decir que son casos puntuales hasta 
sostener que todos lo hacían, vieja manera de pendular entre la histeria y el 
conformismo. 


Hoy, largas décadas después y habiendo vivido Chile un siglo de fiebres y 
torturas, podemos encontrar ciertas similitudes entre la fronda de Edwards y 
nuestra fronda del siglo XXI. Allí están los privilegios, los usos, las costumbres, 
las expectativas comunes de una casta que ha gobernado los destinos del país. 
Una forma de concebir el poder, una trenza histórica entre las elites políticas y 
empresariales, hoy incrédulas ante el ocaso de sus ídolos. 


Eugenio Tironi, inspirado en la serie de televisión británica Downton Abbey, 
ofreció una metáfora que penetró rápidamente en las reuniones de pauta. “La 
subversión de los mayordomos”, dijo en un matinal radial*”. La idea explicaría a 
Hugo Bravo y compañía, los detonantes del Pentagate, una de las principales 
aristas de la trama entre dinero y política. Como símbolo de la tribu subordinada 
a los grupos económicos compuesta por operadores, intermediarios, operarios, 
maquinistas, telefonistas, agentes, corredores de bolsa, todos funcionales a 
lógicas empresariales atávicas. Son las cañerías, las tuberías, los ductos, túneles, 
puentes y rutas comunes de un segundo piso que está por sobre ellos, 
administrado a su vez por los jefes, eso que en los diarios ahora se llama “la 
elite”. La retórica culinaria se apoderó del lenguaje: Tironi habla de 
mayordomos, Andrés Zaldívar hablaba de “la cocina” de las leyes, y en la 
televisión hacen furor los reality shows sobre cocineros gourmet. 


El diagnóstico de Tironi, con todo, pasa por alto algunas sutilezas que es 
importante colocar en la mesa. Es interesante notar que el Pentagate ha originado 
una serie de reflexiones públicas sobre la relación entre el dinero y la política, 
entendido esto como la relación entre el financiamiento electoral y el desempeño 
de las autoridades elegidas democráticamente. En esta tensión conceptual, sin 
embargo, se extraña una dimensión ausente en el debate: el poder, entendido 
como lo entendía Max Weber, esto es, la probabilidad de imponer la propia 
voluntad, dentro de una relación social, aun contra toda resistencia y cualquiera 
que sea el fundamento de esa probabilidad. La tensión entre dinero y política 
evidencia que el dinero es una vía para imponer la propia voluntad, incluso en la 
esfera de la política. El dinero es una forma de ejercer poder en la política, ese es 
el asunto que aparece en el fondo del debate. Esta relación, buena o mala, está 
institucionalizada y responde a cánones legales. Su extensión, sin embargo, no se 
limita al financiamiento y gasto electoral, leyes 19.884 y 19.885; también 
encuentra ramificaciones en la bullente industria de los think tanks, las oficinas 
de comunicación estratégica, la puerta giratoria entre lo público y lo privado e 
instituciones afines que no se encuentran del todo reguladas en la legislación 
chilena. Aflora una lógica referente a la confusión entre los bienes públicos y los 
bienes privados. El neoliberalismo chileno parece haber generado una zona gris, 
dotada de prácticas y sujetos, que articulan el ejercicio del poder en varios 
niveles, más allá de la dicotomía Estado/mercado. 


La lógica subyacente al lobby, la puerta giratoria y el financiamiento de 
campañas se corporeiza en determinados sujetos. Bien pueden ser llamados 
“mayordomos”, pero la categoría queda grande para Bravo y compañía. Ellos 
son, a lo más, los moto-boys, repartidores, mensajeros que hacen el delivery. Los 
mayordomos, en cambio, conocen el restorán por dentro, saben del paladar de 
los clientes frecuentes, ubican a los food critics y, lo más importante, entran y 
Salen de la cocina a su gusto. Tironi confunde a los mayordomos con los moto- 
boys; olvida que el concepto “mayordomo” proviene del latín maior domus, el 
más importante servidor de la casa. Y no cualquier casa, sino los palacios de los 
carolingios, donde los mayordomos de palacio fueron lentamente convirtiéndose 
en primer ministro y el poder detrás del trono. No hay Carlo Magno ni Sacro 
Imperio Romano Germánico sin los mayordomos de palacio. Hugo Bravo y 
compañía estaban muy lejos de eso. 


Los verdaderos mayordomos de la revolución neoliberal chilena saben mucho de 
revoluciones. Algunos pregonaron la revolución de las flores a la chilena, 
incluso encontraron gusto a poco la revolución con gusto a empanada y vino 
tinto. Más tarde se renovaron y abrazaron la revolución neoliberal; hoy son los 
mayordomos que articulan esa zona gris entre lo público y lo privado, ese 
espacio de relación subjetiva que solamente algunos dominan. Por eso, los 
buenos mayordomos de la revolución neoliberal entienden la crisis del restorán 
de la transición. Por un lado, conocen el gusto del público, tienen sus encuestas, 
sus análisis sociológicos, su conocimiento acumulado. Por otro, tienen libre 
acceso a la cocina, donde conversan con los encargados recién electos, aunque 
también hablan directamente con los cocineros y les aprueban los platos. Si la 
cosa anda mal, los mayordomos también ofrecen el servicio de gestión de crisis, 
para manejar la imagen del restorán y no permitir que se dañe la credibilidad y 
todo lo que se ha construido en más de dos décadas. 


José Antonio de Irisarri fue un guatemalteco llegado a Chile dos años antes de 
que se iniciara la revolución independentista. Su influencia intelectual y política 
fue decisiva en momentos en que el nacionalismo desbocado no conocía de 
moderación ni de reflexión. Del guatemalteco sabemos poco, aunque existe un 
trabajo que analiza cartas que bien podrían leerse en la prensa de nuestros días. 
En una de esas misivas, José Antonio de Irisarri escribe a Camilo Henríquez, 
otro ilustre, al cual el siglo XIX llamaría simplemente “Camilo”. Una frase 
destaca como una daga corta y certera que ilumina al lector. El guatemalteco le 
pregunta a su amigo Henríquez: “¿No es un dolor, querido Cayo, que estemos en 
Chile tratando de hacer una República y que no sepamos por dónde hemos de 
empezar?”?, 


La elite negligente 


Ante el aluvión de críticas contra “la elite”, el historiador Alfredo Jocelyn-Holt 
salió a parar la fiesta de los columnistas que bailaban al ritmo de la 
“obcecación”2, El historiador sostiene que el concepto es equívoco y 
deliberadamente ambiguo, usado desde una posición cínica que esconde el 


propio origen. Encuentra ejemplos en curas, dirigentes de diversas tendencias, 
incluso en ministros de Estado. Todos recurrirían, según Jocelyn-Holt, a la 
misma trampa retórica, motivada ya sea para complacer a la galería, ya sea para 
descargar “la bronca” y el resentimiento. El truco haría ver a la elite como una 
“clase delincuente”, confundiendo responsabilidades individuales de índole 
penal con responsabilidades colectivas de índole social. Al argumento hay que 
concederle que la elite no es el “cuiquerío”. Los rostros de vida social en los 
diarios santiaguinos tampoco son la elite. Si hubiera que definirla, habría que 
decir que la elite es el conjunto de sujetos que dirige los destinos del país. 
Aunque, más que sujetos, es una subjetividad, una cierta forma de ejercer el 
poder. Los vehículos para acceder a ella son diversos, desde heredar fortunas y 
crear fortunas hasta manejar extensas bibliografías o ser un reconocido artista. 
La expresión “clase dirigente” suele usarse en sinonimia, intentando mostrar que 
la elite tiene un marcado vínculo con la gestión pública. La experiencia histórica 
que se devela detrás de la relación dinero-política demuestra que la elite ha 
entendido que para ganar poder hay que mezclar sistemáticamente las esferas. 
Durante la transición, la frontera entre lo público y lo privado ha sido 


cuidadosamente dibujada, de tal forma que la confusión de intereses no parezca 
descabellada. 


En este sentido, no estamos ante una elite “delincuente”, sino “negligente”. No 
hay conducta tipificada en el Código Penal que sirva para explicar el cuadro, no 
hay teoría de la pena que sea útil para comprender la escena. La elite chilena — 
sus empresarios, sus políticos, sus intelectuales— es responsable de negligencia 
en el sentido en que esta se entiende desde el derecho romano. La negligencia es 
la falta de cuidado o el descuido en el cálculo previsible de las consecuencias de 
los propios actos. La negligencia acarrea daños para el propio sujeto y también 
para terceros. La elite chilena lo mezcló todo, hizo una gran cazuela de intereses 
públicos y privados. Hoy, estos vínculos están desnudos, a la luz de la crisis 
institucional que atravesamos. El asambleísmo es criticado cuando se trata de 
estudiantes, pobladores y ciudadanos, pero es aplaudido cuando se trata de la 
Enade, Icare y similares. Los dirigentes empresariales invierten mucho tiempo 
en generar visiones comunes, una identidad que permita hacer frente a los 
políticos de turno. 


Una fronda presidencialista 


La fronda que describen Edwards y Spengler hablaba, fundamentalmente, desde 
el Parlamento. Sin embargo, pese a que pareciera que el “frondismo” es “anti” 
presidencialista, la fronda chilena actual es furibunda defensora del régimen 
presidencialista y de sus símbolos. El presidencialismo está en el centro de 
nuestras prácticas institucionales formales y también de la cultura popular. Del 
mismo modo, es la institución presidencial la que hace carne la crisis de todo el 
sistema institucional. 


El presidencialismo chileno es uno de nuestros mitos más duros de roer. Aparece 
tanto en textos de izquierda como en libros de derecha??. De ellos brota la gran 
fábula historiográfica que se repite en los colegios y en base a la cual se educa a 
los escolares. Esa fábula reza que el progreso económico, el orden, el Estado de 
derecho y la buena política van de la mano de un presidencialismo fuerte, 
encarnado por un hombre (o mujer) que haga visible la autoridad y el poder. Que 
sea como un padre o una madre “para todos los chilenos”. El modelo opuesto — 
esto es, un gobierno emanado del Parlamento— solamente conduce al caos y el 
desmadre de los representantes. Así se nos ha enseñado. Lo repiten los manuales 
de historia de Frías Valenzuela y los textos escolares. 


En la izquierda, el mismo mito se repite con otras tonalidades. Aníbal Pinto 
Santa Cruz lo abraza en su célebre Chile, un caso de desarrollo frustrado. Ese 
texto, uno de los clásicos de la izquierda chilena, sostiene que la única vía que el 
país conoce hacia el progreso es la de una autoridad fuerte centrada en una sola 
persona. Pinto sostiene que el “período parlamentario”, como se conoce el 
régimen político imperante entre finales del siglo XIX y comienzos del XX, fue 
un verdadero desastre. Se habrían malgastado los excedentes del salitre, se 
habría caído en una suerte de anarquía, una sensación de desgobierno que hizo 
imposible el progreso; con prácticas políticas que evidenciaban una crisis 
constante, con una clase dirigente cínica e hipócrita que prefería gastar en París 
antes que producir en Chile. 


Si bien se vivía una crisis de legitimidad, el sistema político del parlamentarismo 
habría sido sordo a ello. “Es la paz veneciana”, diría Edwards en La fronda 
aristocrática, uno de los libros de cabecera del conservadurismo chileno, el texto 
que mejor sintetiza los mitos que nutren nuestra civilidad desde sus 

raíces. Existe historiografía que lo enfrenta, que pretende establecer que el 
parlamentarismo chileno de comienzos de siglo no tiene los vicios estructurales 
que el presidencialismo historiográfico le imputa. Son pocos autores los que 
desafían la fábula presidencialista. A este respecto, el más citado en las 
academias es Julio Heise, quien sostiene que el parlamentarismo chileno fue una 
suerte de “escuela cívica” del pueblo chileno”. La educación de una nueva elite 
dirigente que reemplazó al autoritarismo constitucional-militar que marcó el 
inicio de la república. La clave está en las reformas constitucionales que se 
realizaron a la carta de 1833. Son ellas las que transforman al “presidencialismo 
portaliano”, ese modelo institucional de los gobiernos de Prieto, Bulnes y Montt. 
El final del siglo XIX chileno daría pie a prácticas parlamentarias que fueron 
equilibrando el poder, hasta que el Congreso tomó la hegemonía institucional. 


Los presidencialistas replican que la supuesta escuela cívica no fue sino el 
prolegómeno a la crisis política del 25, una suerte de largo parto de una nueva 
Constitución. El suicidio de Balmaceda y las diversas crisis locales y regionales 
fueron el síntoma de una falla tectónica subterránea que colapsa al finalizar el 
gobierno de Alessandri Palma. La nueva Constitución salida de esa crisis da 
marcha atrás a las reformas decimonónicas y vuelve a abrazar el 
presidencialismo. Se le imputa la crisis al parlamentarismo y a la crisis moral de 
la elite. Paralelamente, se escriben los libros que se lo recordarían a las 
generaciones futuras. De ahí que La fronda aristocrática esté fechada en 1928, 
mismo momento en que el general Ibáñez se tomaba el poder, reclamaba para sí 
la autoridad presidencial y nombraba de ministro al mismo Alberto Edwards, 
autor del libro en cuestión. Es decir: desde este punto de vista podría ver una 
tesis política generada como historiografía para hacerse del Poder Ejecutivo. 
Todo este “movimiento” en torno a Ibáñez ocurre luego de la renuncia del 
presidente Arturo Alessandri. Ibáñez fue uno de los símbolos de esa etapa de 
“vacío”, pues ocupó el puesto clave de ministro de Guerra en los gobiernos de 
transición. Durante el breve gobierno de Emiliano Figueroa, que fue elegido en 
1925 tras la renuncia de Alessandri, Ibáñez se transformó en el genuino factor de 


poder, tras las sombras de la institucionalidad. En 1927, Figueroa renunció e 
Ibáñez arrasó en las elecciones, presentándose como candidato único. Obtuvo 
más del 98% de los votos, la cifra más alta de la historia de Chile. En su contra 
se levantaron candidaturas no oficiales, como la del diputado conservador Rafael 
Luis Gumucio y la del dirigente sindical Elías Lafertte. 


Desde ahí, el mito presidencialista irradió con el regreso de Alessandri, quien le 
ganó la batalla al “Caballo” y logró copar el sitial preferencial en el imaginario 
colectivo. El “León” fue ese líder fuerte que satisfacía el inconsciente de la elite 
y, a la vez, parecía convocar a las masas. Su estela se proyecta en la Constitución 
de 1925, que lleva su sello indeleble. Del mismo modo, su égida se proyecta 
luego en los gobiernos radicales, que desembocaron en el regreso de Ibáñez, en 
la elección presidencial de 1952. El 4 de septiembre de ese año se enfrentaron, 
contra Ibáñez, el radical Pedro Enrique Alfonso, el exministro Arturo Matte y el 
senador Salvador Allende. 


Por la derecha, el mito presidencialista se afirmaría en las academias clericales 
entre los herederos de Edwards. El vínculo cruza hasta Jaime Eyzaguirre, otro 
clásico de la historia conservadora, al movimiento Fiducia, a Osvaldo Lira, todos 
ellos claves en la formación de un joven jurista en los años sesenta: Jaime 
Guzmán Errázuriz. Por la izquierda, el mito de los presidentes todopoderosos se 
asentaría con fuerza en los partidos que terminaron empujando del carro para el 
triunfo de Allende. La misma obsesión por el liderazgo que ya se había visto en 
las huestes DC al ungir a Frei Montalva y la misma obsesión que encarmnara, 
posteriormente, la dictadura. En ella la fijación se remontaría, era que no, hasta 
el mito de Portales y al supuesto liderazgo revolucionario de Bernardo 
O”Higgins. Todo ello apoyado —¿cuándo no?— por una nueva generación de 
historiadores que volverían a repetir los mantras ya conocidos. Así, una lectura 
de la historia chilena de los últimos dos siglos coloca el centro de la atención en 
el liderazgo centrípeto de los presidentes y dictadores de turno. Esto tiene una 
línea larga, desde Diego Barros Arana, Francisco Antonio Encina y Jaime 
Eyzaguirre hasta Gonzalo Vial Correa y otros destacados autores 
contemporáneos que ocupan los estantes de la historiografía nacional. 


Otros investigadores tan disímiles como Alfredo Jocelyn-Holt o Tomás Moulian 
coinciden en que es plausible pensar la crisis política de 1973 como una crisis 
del presidencialismo estipulado en la Constitución de 1925. El primero plasma 
esta tesis en El Chile perplejo y el segundo en Chile actual: anatomía de un mito. 
Dos libros claves escritos en los noventa, momento en que se discutían las 
reformas constitucionales a la carta del ochenta. Tanto Jocelyn-Holt como 
Moulian observan que en septiembre de 1973 lo que naufraga no es solamente 
un proyecto socialista, sino también y fundamentalmente un modelo de 
gobierno?*, Si hemos de compartir la tesis antes expuesta —y hay razones para 
hacerlo—, no puede resultar sino paradójico que la solución de la dictadura a esa 
crisis fuera la misma que imaginaron Edwards y Alessandri en su momento, la 
misma que el coro conservador hacía repetir a sus alumnos: ¡Más 
presidencialismo! 


Durante el siglo XXI, tres personajes han encarnado, cada cual con sus 
circunstancias, esta fibra presidencialista: Ricardo Lagos, Sebastián Piñera y 
Michelle Bachelet. 


Lagos en 2005 


En 2005, junto con firmar la Constitución de Pinochet, Ricardo Lagos solicitó 
remozar los entornos de La Moneda y mandó mantener allí una vistosa estatua: 
Alessandri Palma. Ocurre que el mito de Alessandri, como ha analizado 
extensamente Felipe Portales en Los mitos de la democracia chilena Il, es el hilo 
conductor de toda la institucionalidad del siglo XX”, Todos los presidentes han 
sido, en el fondo, devotos continuadores del mito alessandrista, de presidentes 
fuertes y enormes, con facultades sobresalientes respecto de otras naciones. 


El triunfo de Ricardo Lagos, en el verano del año 2000, vaticinaba la entrada a 
una etapa postransición, una suerte de síntesis histórica que prometía superar los 
clivajes del pasado. Lagos era el segundo socialista en llegar a La Moneda; 


además, terminó por encarnar, para la elite, el viejo mito del presidente fuerte y 
republicano, que sabe hablar golpeado cuando es necesario. Ese mismo “hombre 
de carácter” es capaz también de convocar a los “grandes acuerdos”, 


En ese clima, recordemos, se negociaron las reformas a la Constitución Política 
que borraron del texto los llamados “enclaves autoritarios”. Estos enclaves eran 
instituciones que permitían la representación de las fuerzas armadas en la 
contingencia política. Por ejemplo, existían los senadores “designados”, cupos 
en la Cámara Alta otorgados no por elección popular, sino por designación 
directa. Así, por ejemplo, Augusto Pinochet llegó a ser senador. Otro de los 
enclaves autoritarios era el poder de las fuerzas armadas en el Cosena, una 
institución de gran gravitación durante la transición. Esta institución controlaba, 
en la práctica, los llamados “estados de excepción”. Este rol de las fuerzas 
armadas se ve reflejado en que la Constitución, hasta 2005, los consideraba 
“garantes de la institucionalidad”. 


El libro de Claudio Fuentes El pacto hace referencia, desde el título, a la 
condición subjetiva que habitaba en la elite durante el proceso de reforma. De 
ahí que Fuentes se ocupe de narrar, en una suerte de contracrónica, la trastienda 
de cómo se negoció la Constitución, quiénes la negociaron y bajo qué principios 
actuaron. 


El Gobierno de Lagos venía saliendo de una crisis política acaecida como 
consecuencia de sucesivos escándalos de corrupción cuyo punto más álgido fue 
el caso MOP-Gate. La salida institucional fue pactada entre el ministro del 
Interior, José Miguel Insulza, y el presidente del principal partido de oposición, 
Pablo Longueira Montes. Ese entendimiento desembocó en una reforma al 
Estado y sirvió de prólogo al asunto mayor, aquel que Fuentes estudia a 
cabalidad: las reformas constitucionales. Así, en octubre de 2004 se comenzó a 
fraguar lo que el autor denomina como “el acuerdo más trascendente desde el 
retorno a la democracia en Chile”. 


Un Lagos debilitado en lo político, aunque canonizado por el poder empresarial, 
generó un escenario propicio para reformar la Constitución. En esa instancia, la 
elite política convino remover los enclaves autoritarios y, con ello, darle nuevos 
visos de legitimidad a la Constitución de 1980. El libro de Claudio Fuentes 
explica la cuestión en una doble dimensión. Por un lado, muestra que, 
conceptualmente, operó el principio de representación y una estrategia global de 
gradualismo. Por otro lado, explica en formato de crónica las controversias 
suscitadas a propósito de los resquemores que buena parte de la derecha tenía y 
del maximalismo incubado en los sectores “autoflagelantes” de la Concertación. 


El libro de Fuentes permite perfilar en sentido histórico lo mismo que otros 
intelectuales observaron en los noventa: una transición inacabada, insípida, con 
más gusto a empate que a verdadera reforma democrática. Para la Concertación, 
la Constitución de 1980 había sido un tema complejo desde comienzos de la 
transición. Este tópico está en el seno mismo de la campaña del NO, porque 
participar en el plebiscito de 1988 era legitimar tácitamente el texto 
constitucional. Años más tarde, Patricio Aylwin dijo que la Constitución había 
que aceptarla “como un hecho”. Veinte años después, la idea de una nueva 
Constitución estaba en el programa de gobierno de la candidatura de Eduardo 
Frei en 2009. 


En estricto rigor, el texto de 1980 ha sido objeto de ochenta y cinco 
modificaciones, agrupadas en nueve procesos de reforma. El primero ocurrió en 
1989, cuando el régimen saliente negoció con la oposición un paquete de 
reformas constitucionales que menguaron el carácter autoritario de los artículos 
originales. El antiguo artículo octavo, que prohibía la participación política de 
partidos de inspiración marxista, fue derogado en conjunto con otras 
disposiciones que reflejaban el carácter autoritario del texto emanado de la 
Comisión Ortúzar. Las demás reformas fueron avanzando en la senda de 
democratizar la carta fundamental, pero contaron siempre con el férreo 
escepticismo de la UDI y sectores de RN que, majaderamente, calificaron el 
asunto como una cuestión alejada de las prioridades de la gente. 


El rol de la UDI en la negociación relatada en El pacto no puede ser pasado por 
alto. Es algo más que un partido político velando por sus intereses. Si se 
comparan cada una de las cartas fundamentales y los sistemas de partidos que 
engendraron, salta a la vista que ninguna otra organización —en solitario— tuvo 
tantos escaños, tanto poder simbólico y tantas oficinas burocráticas como han 
tenido los gremialistas en esta época. Son más decisivos que la DC o los 
radicales bajo la Constitución de 1925, pese a que estos últimos gobernaron tres 
veces seguidas. Mucho más que los antiguos partidos Conservador y Liberal, 
eternamente empatados en los salones parlamentaristas. Incluso más poderosos 
que los pelucones civiles, siempre subordinados a los caudillos militares. Así las 
cosas: ¿dónde radica este poder de la UDI? 


La UDI es una de las orgánicas políticas más poderosas que ha visto Chile en su 
historia. La Constitución de 1980 y el sistema binominal así lo permitieron; de 
ahí que sean tan celosos guardianes del texto. Ese peso simbólico ya era nítido 
en 2004: así lo deja ver el libro de Fuentes. La política de los consensos, fundada 
por Allamand y compañía, ahora les pertenecía a Longueira y sus boys. Cuando 
la Concertación quiso pactar la transición, llamó a la sede de Antonio Varas. 
Cuando Insulza buscó un interlocutor, tuvo que dirigirse a calle Suecia. Mal que 
mal, fueron quince años que no pasaron en vano. Los noventa consagraron una 
primera transición dirigida desde el puente RN-DC, con todas las implicancias 
centrípetas que eso tiene. Los 2000, en cambio, están marcados por el nexo PS- 
UDI, saltándose el centro y consolidando un diálogo en clave “técnica” entre los 
centros de estudios. De ahí el rol de Libertad y Desarrollo, principal agente 
intelectual del proyecto conservador. 


En 2004, la UDI razonó tácticamente, constató su peso electoral, observó el 
éxito de su relato “popular” y aquilató la atomización de RN. Y concluyó lo 
evidente. La UDI apoyó nuevas reformas a la Constitución de 1980 para borrar 
los “enclaves autoritarios”, pero, a cambio de eso, se constituyó ella misma 
como el enclave autoritario. El pacto es un libro sólido que permite observar en 
perspectiva el tira y afloja que ocurrió en el seno de la elite política en 2004. Es 
una investigación de altísimo nivel académico tanto por su manejo de datos 
como por la seriedad de las tesis propuestas. Claudio Fuentes ha desarrollado 
una línea de trabajo sobre la transición que debe ser revisada a la luz de los 


debates de los años noventa que, lentamente, fueron durmiéndose en la opinión 
pública. El mismo autor publicó antes un libro titulado La transición de los 
militares (2006), en que relata la microfísica de los procesos vividos al interior 
de las fuerzas armadas”. En ese mismo espíritu, El pacto narra la trastienda del 
acuerdo constitucional de 2004 en adelante, que refleja el ethos de la elite y la 
creciente incidencia de los cuadros “técnicos” en los debates. Detrás de este 
proceso, se erige la enorme y contradictoria figura del presidente Ricardo Lagos. 


Es en la persona de Lagos, este presidente debilitado por las circunstancias, 
aunque promovido por la elite empresarial, donde se hallan los nudos gordianos 
del proceso chileno durante el inicio del siglo XXI. En Lagos, la elite proyecta 
su sueño de una clase política ilustrada, con carácter, masculina y masculinizada. 
En este mito, juega un rol central la idea del “acuerdo”. Es el presidente-líder, el 
visionario, que es capaz de llamar a los grupos a dejar a un lado sus divisiones. 
El presidente-líder los llamaba a todos a un “nuevo” acuerdo. Esa es la narrativa 
“presidencial” bajo la cual fue reformada la Constitución en 2005. 


Piñera en 2011 


En medio de las protestas estudiantiles más relevantes de la década se publicó 
uno de los libros más influyentes del año 2011: ¿Por qué no me quieren?, del 
sociólogo Eugenio Tironi. Con mayor perspectiva, se vuelve imprescindible 
mirar con detención la tesis de Tironi en este volumen?*, Se trata de un texto 
escrito en cuatro días, según confesión del autor. Y se nota. Es una mezcla de 
columnas, antes publicadas en El Mercurio, con algunos análisis —todavía 
crudos— sobre el movimiento estudiantil. En su mejor lectura posible, debe ser 
visto como un colofón a Radiografía de una derrota, el libro que pretendía 
explicar la derrota de Frei en la segunda vuelta presidencial ocurrida en enero de 
20102, 


¿Por qué no me quieren? pretende elaborar una tesis sociológica sobre “el 


Chile actual” a partir de las implicancias políticas del triunfo de Sebastián 
Piñera en la segunda vuelta de 2010. De ahí que Tironi dedique casi tres cuartos 
del texto a divagar sobre la personalidad del presidente Piñera y la manera en 
que esta se plasma en su gobierno. Dicho en breve: según Tironi, Piñera sería 
“un ganador compulsivo con ribetes patológicos”, cuestión que explicaría su 
actuar errático. Este diagnóstico viene a complementarse con el libro Piñera: 
historia de un ascenso, publicado por Loreto Daza y Bernardita del Solar a 
principios de 20113, Allí se pone el acento en el carácter competitivo y audaz 
del sujeto. Esto le permitió, según las periodistas, ser hiperexitoso en el mundo 
de los negocios y puede ser una de las razones por las cuales ganó la elección; 
sin embargo, esta característica le impide gobernar. Es decir, las mismas 
características que lo hacen un buen candidato lo hacen un presidente débil. 
Esa es una de las tesis que se pueden extraer de la lectura de los libros 
mencionados. 


En el presidente Piñera habría una “compulsión por destacar” que explicaría, 
según Tironi, la inclinación del sujeto por incurrir en “gestos excesivos, 
explotados hasta el paroxismo de la significación”. Estos producen una lógica de 
“banalización” de la figura institucional del presidente. Esta “banalización” 
condiciona a los oyentes, que rechazan de plano cualquier mensaje. La 
banalización de la institución sería producto de episodios concretos que debilitan 
el mensaje no por su contenido, sino por la ausencia del mismo. Episodios que 
mezclan, por un lado, chascarros fruto del apuro y, por otro, un incontrolable 
deseo por ser el centro de atención. 


El académico Cristóbal Bellolio lo resumía del siguiente modo: “Piñera es el 
eterno cumpleañero”*!, Pase lo que pase, el abrazo, la torta, los regalos y las 
fotos se los tiene que llevar él. Es decir, no hay construcción teórica posible en 
torno a un Ejecutivo conducido —única y exclusivamente— por las estrategias 
personales de su cabeza visible. Todavía más, estas estrategias se subordinan al 
pulso de las encuestas, que, a su vez, ratifican o desmienten las estrategias 
personales del mismo sujeto. El resultado: en cada anuncio o conflicto, lo que 
está en juego es —única y exclusivamente— la popularidad del presidente. Hay 
quienes dicen que fue el primer Gobierno de derecha en cincuenta años. Otros 
dicen que fue el quinto Gobierno de la Concertación. Tironi afirma que es el 


“Gobierno de Piñera”, y nada más que eso. Por ende, quien quiera entender lo 
que es Piñera debe dejar de lado todos los manuales. A este verdadero “cuadro 
clínico”, Tironi agrega que Piñera estaría atrapado conceptualmente: los chilenos 
no soportarían un Ejecutivo marcado por la retórica capitalista. Se podrá decir 
que ella no es privativa de la derecha, toda vez que la Concertación también la 
tenía. Tironi corrige: 


Los de la Concertación hacían, quizás, lo mismo que el Gobierno actual; pero lo 
hacían no porque les naciera de ellos mismos, porque estuviera en su ADN, sino 
porque estaban obligados por las circunstancias; la globalización, las herencias 
de la dictadura, el bloqueo de la derecha, la recuperación de la democracia, y así 
por delante??. 


[...] Ahí estuvo el secreto de la Concertación. Estaba en sus ojos. Era su 
identificación, su ethos compartido, sus vasos comunicantes, incluso de tipo 
familiar y social, con el anticapitalismo. Esto, curiosamente, le permitía ser dura 
en términos conceptuales y de políticas públicas y, al mismo tiempo, mantener 
prendida una pequeña luz de esperanza en el anticapitalista que todo chileno 
lleva adentro, que lo conducía a quedarse rumiando su desencanto, en vez de 
salir a la calle a protestar, como lo hace ahora?3, 


La tesis de Tironi es que la Concertación logró mantener el statu quo porque la 
ciudadanía percibía en ellos un ethos crítico del sistema. Plausible, sí, pero 
profundamente cínico. Una lectura profunda de ¿Por qué no me quieren? revela 
ese cinismo propio de la transición. Un cinismo que complementa el ya exhibido 
en Radiografía de una derrota, en el cual se prefiere mostrar a la campaña de Frei 
como “un producto malo” y no a la Concertación como una coalición consumida 
por sus propias contradicciones. 


En el 2011, en medio de las manifestaciones estudiantiles que transformaron el 
mapa político, Piñera pareció parapetado en La Moneda. Su figura, proyectada 
en el tiempo, representa el éxito de la elite empresarial, el triunfo de la eficiencia 


económica y el pragmatismo. Piñera, así, traía al mito presidencialista un nuevo 
elemento: el éxito económico personal. Sin duda, el presidente más rico que ha 
tenido la República. Más allá de eso, su figura representa en la elite el triunfo de 
una tribu nacida en la segunda mitad del siglo XX; una avanzada plutocrática 
cuyos valores centrales son la eficiencia, el éxito y la audacia. Contra esos 
valores, era relativamente esperable que se levantara un movimiento que 
impugnara a Piñera. Eso ocurrió el 2011 con los estudiantes, que encarnaron el 
rechazo a Piñera y a sus valores. 


Bachelet en 2013 


Pocos libros permiten entender la figura de Michelle Bachelet como lo hace 
Neoliberalismo con rostro humano, del abogado Fernando Atria34. Este es un 
libro ineludible, pues es ágil por su método. Aquí aparece claramente la 
formación en filosofía analítica del autor, en tanto despliega una metodología de 
análisis que encuentra objeto en el lenguaje político y, más específicamente, en 
el lenguaje institucional plasmado en leyes y proyectos de ley. Para Atria el 
juicio sobre la obra de la Concertación debe centrarse en la evidencia jurídico- 
institucional de la causa: las leyes aprobadas y discutidas durante veintitrés años, 
1990 a 2013. En ese ejercicio se vuelven iluminadores los criterios que el autor 
va construyendo para dar respuestas a las preguntas que abre el texto. 


Aquí aparece el segundo mérito central de este libro: es agudo en su crítica. 
Atria entiende, como pocos, el punto neurálgico del neoliberalismo chileno. El 
libro describe con exactitud el mecanismo argumentativo en que descansan las 
instituciones que nos gobiernan. Ese mecanismo es la reproducción del 
privilegio como criterio forjador de políticas públicas, lo que se evidencia en el 
sistema educacional, las leyes laborales, el sistema de salud y, en general, toda la 
herencia de la dictadura de Pinochet. En esa base, Atria se pregunta si acaso la 
Concertación adoptó el neoliberalismo o lo combatió, es decir, si acaso la 
Concertación buscó crear instituciones que reprodujeran el privilegio o 
instituciones que impugnaran el privilegio. 


El tercer mérito central de este libro: ofrece una tensión inédita dentro de la 
misma Concertación. La dualidad “flagelantes versus complacientes” es 
superada por Atria en tanto permite observar otra lógica: el neoliberalismo 
descarnado y otro corregido, “con rostro humano”. La tensión que Atria 
identifica, entonces, es entre amigos y enemigos, entre los partidarios del 
neoliberalismo pinochetista y sus opositores. De ahí que la Democracia Cristiana 
y el Partido Socialista compartan, según el libro, una confluencia de tradiciones 
que desemboca en la Concertación. El libro funciona, entonces, como el prólogo 
de un programa político que involucre a ambas tradiciones y que combata al 
neoliberalismo reproductor de privilegios que tiene como aliado, según Atria, al 
conservadurismo católico. El cristianismo díscolo de la DC chilena, 
intrínsecamente izquierdista según el autor, la emparienta con la tradición 
socialista del PS. Estos primos tienen un mismo “enemigo” y, por ende, una 
amistad latente. 


Ese es el itinerario del libro, proporcionar las bases intelectuales para una lectura 
en clave presente-futuro de la izquierda chilena en el contexto de la elección 
presidencial de 2013, donde resultó elegida Michelle Bachelet. Las tres 
herramientas antes descritas son los códigos para comprenderlo a cabalidad: 
método, crítica y tensión. Esta tríada desemboca en tres tesis que guían no solo 
este libro, sino todo el programa atriano: rescate de la idea del socialismo como 
horizonte político, desactivación de la Constitución de 1980 y la elaboración de 
una “teología política” que vuelva a colocar la emancipación como objetivo final 
de las instituciones justas. 


Tres tesis que remiten a trabajos anteriores del autor. En efecto, Atria ya disparó 
contra el sistema educacional en dos textos: Mercado y ciudadanía en la 
educación y La mala educación, donde combate el principio neoliberal de 
reproducción del privilegio e intenta perfilar un sistema distinto. Su crítica a la 
Constitución de 1980 tiene un largo hilo que hay que rastrear desde sus papers 
académicos hasta el libro La Constitución tramposa, donde plantea una 
estrategia constituyente”, La tercera tesis, la de la teología política, es el gran 
telón de fondo de toda la obra de Atria, pues implica un rescate de la 


“escatología” como la gran idea política. La escatología es la promesa de un 
mundo por venir, un mundo que no es “este” mundo sino otro, uno “nuevo”. En 
el último capítulo de Neoliberalismo con rostro humano, que ocupa la mitad del 
volumen, Atria elabora esta idea aplicando la teología política al socialismo 
como tradición intelectual. Allí, el autor observa que el socialismo es una 
escatología política cuyo “desenvolvimiento histórico” no ha estado a la altura 
de su concepto y propone su rescate en el contexto chileno. 


Según Atria, el cristianismo de la DC y el socialismo son tradiciones 
íntimamente ligadas, en tanto hablan de un mundo por venir, es decir, son 
doctrinas escatológicas que se conciben como un presente-futuro. Ambas 
tradiciones, como narrativas, se deben enfrentar al neoliberalismo, que, según 
Atria, no es una escatología, sino todo lo contrario: la negación del mundo por 
venir y la afirmación de los poderes de este mundo. En esta idea, Atria propone 
un clivaje político entre socialcristianos y socialistas versus neoliberales y 
católicos conservadores. Ese clivaje sería, según el autor, lo que está detrás de la 
distinción “derecha versus Concertación”, la dicotomía propia del régimen de la 
transición. En otros términos: los que creen en el mundo por venir y los que no. 


Una vez descrito en su generalidad, algunas observaciones críticas parecen ser 
necesarias al programa atriano. 


Primera observación crítica: es interesante que Atria hable en un código 
escatológico, pues esa nomenclatura había estado del todo ausente durante los 
veinte años de la transición. Las referencias escatológicas de los años sesenta 
son ineludibles, pues la Democracia Cristiana y el Partido Socialista fueron 
fuerzas esencialmente escatológicas, que llegaron al poder ofreciendo un mundo 
nuevo de la mano de una revolución en libertad, con empanadas, hostias y vino 
tinto. Ambas promesas de un mundo por venir eran mediadas por un hombre, un 
mesías elegido por el pueblo para guiarlo en su camino: Frei Montalva primero y 
Allende después. Sin embargo, Atria niega que el proyecto neoliberal de 
Pinochet sea una escatología. La primera observación es que el proyecto 
neoliberal tiene todas las características de la escatología de la izquierda de los 


sesenta, pero amputada de su retórica; parafraseando el libro de Joaquín Lavín, 
es una escatología “silenciosa”. Cuarenta años después de la instalación de la 
nueva religión neoliberal, esta parece ajada y no está a la altura de su propia 
promesa escatológica. Hoy, entre tanto crédito y copago, ya sin pan ni cielo, el 
paraíso neoliberal se hizo peste de segregación y privilegio. La utopía neoliberal 
del país desarrollado e insertado en el mundo se cumplió en la forma de una 
distopía: el país más segregado del mundo. Chile se ha pasado de escatología en 
escatología, de revolución en revolución, y lo que Atria propone es otra 
escatología. 


Segunda observación: es necesario ampliar el objeto de estudio. Atria analiza 
proyectos y leyes aprobadas, sin embargo, no parece suficientemente amplio su 
criterio. Es interesante pensar si acaso el modelo analítico puede aplicarse a la 
Ley 20.000 de Drogas, a las leyes de medios, al financiamiento de la política o al 
proyecto de ley sobre lobby. Todas estas cuestiones se han discutido y legislado 
durante los veinte años de la Concertación y exhiben un profundo 
neoconservadurismo en la manera de entender las libertades públicas y las 
instituciones democráticas. Si Atria quiere evaluar la obra del bloque debería 
mirar con mayor amplitud los debates sobre temas que se alejan de las causas 
tradicionales de la izquierda. En esos asuntos la Concertación se derechizó 
irreflexivamente hasta el punto de no distinguirse en absoluto. Por ejemplo: 
todavía no sabemos quién financió las campañas electorales de la Concertación 
durante los veinte años y no lo sabemos hoy siquiera. Esta facticidad en la que 
operó el bloque es difícil de comprender con las categorías atrianas, lo que 
obliga o bien a obviarlas o bien a pulir los conceptos. De ese análisis brotarían 
ciertas características olvidadas de la Concertación: fue policial, prohibicionista, 
fáctica, censuradora, fóbica y conservadora. Y no es tan claro que en esas 
materias se les pueda imputar la culpa a los quórums calificados ni al sistema 
binominal. 


Tercera observación: es imprescindible observar que el privilegio no es el único 
mecanismo propio del modelo neoliberal chileno. El estatus debe ser entendido 
como la otra cara de lo que Atria denomina “la angustia del privilegiado” (La 
mala educación), es decir, la posición de aquellos sujetos que son beneficiados 
por este sistema injusto y su modo de comprender su propio privilegio. Es 


interesante notar que el mecanismo de la angustia del privilegiado es teológico, 
en cuanto la angustia es la base de toda religión. La religión, desde tiempos 
remotos, es el remedio de la angustia, pero para operar necesita la angustia del 
sujeto. Visto así, la construcción de una religión de privilegiados-angustiados es 
parte fundamental del programa atriano. 


Es útil pensar que la angustia del privilegiado tiene una contracara en la ansiedad 
por el estatus que ese privilegio otorga. Alain de Botton, un ensayista Suizo, 
sostiene que esta ansiedad por el estatus es una de las claves de las sociedades 
modernas, especialmente en aquellas más segregadas. Si estiramos su tesis y 
observamos que Chile es el país más segregado del mundo, podemos pensar que 
la ansiedad por el estatus está bastante expandida en nuestra cultura. La ansiedad 
por el estatus, según De Botton, 


nos lleva a pensar que corremos el peligro de no responder a los ideales de éxito 
establecidos por nuestra sociedad y que quizá por ellos nos veamos despojados 
de dignidad y de respeto; una inquietud que nos dice que ocupamos un escalón 
demasiado modesto o que estamos a punto de caer en uno inferior?”. 


Esta descripción parece el certero diagnóstico de lo que ocurre hoy en Chile, 
pues el modelo neoliberal generó una sociedad tan segregada que los individuos 
de cada segmento son siempre presa de no querer descender al segmento 
inmediatamente inferior y, en la medida de lo posible, tratar de ascender al 
siguiente. La inquietud y el cuestionamiento por el lugar que ocupamos es 
constante. Por ejemplo: todos los padres de Chile que mandan a sus hijos a un 
colegio con copago de veinte mil pesos quisieran mandarlos a un colegio con 
copago de treinta mil, pero son capaces de endeudarse para no bajar a un liceo 
con número. Esto no solo por la mala o buena educación que reciban, sino por 
los compañeros que el niño tendrá en cada establecimiento y la red de contactos 
a la que podrá acceder. El estatus, entonces, comprendido como la imagen que 
nos hacemos del lugar que ocupamos en la sociedad ultrasegregada que vivimos, 
gobierna todas las relaciones. Esto afecta a todos por igual, pero particularmente 
a las elites, aquellas que habitan los lugares más exclusivos del sistema 


institucional: los mejores colegios, las mejores clínicas, los mejores trabajos. Su 
ansiedad es voraz; quieren siempre más y más privilegio, más y más estatus, 
salones VIP de la política y los negocios, estudios jurídicos globalizados, 
universidades precordilleranas con vistas panorámicas de la ciudad, y así por 
delante. “Las elites no quieren soltar la teta”, decía un empresario hace unos 
años. La teta que las elites no quieren soltar es el privilegio; la leche de la teta es 
el estatus. El vicio de las elites es no querer soltar la teta, es la ansiedad por el 
estatus. 


Cuarta observación a Atria: el neoliberalismo chileno es una religión del 
privilegio y el estatus. En la administración de esa religión están las elites y el 
Estado como gestores del “desarrollo”, ese mundo por venir al cual entraremos 
cuando pasemos cierto número en el PIB. Esta religión cuenta con sacerdotes: 
algunos son fieles defensores del dogma, otros son más díscolos, pero profesan 
la misma fe. Los centros neurálgicos del culto al privilegio y el estatus son los 
colegios particulares pagados, pero no “todos” los colegios particulares pagados. 
El centro neurálgico del culto al privilegio y el estatus, en Chile, son un puñado 
de colegios repartidos en el barrio alto donde los hijos de la elite política, 
económica, social y académica conservan y reproducen el privilegio. Los 
beneficiados por la sociedad ultrasegregada que vivimos se educan todos juntos, 
cuestión que convenientemente se ha obviado en el debate educacional de los 
últimos tres años, pese a que en ninguna parte del mundo ocurre algo similar. 


Quinta observación: los colegios de la súper-elite son una muestra clara del 
modelo que vivimos, pues operan como grandes piscinas de contactos y capital 
social en las que nadan los niños, pero, ojo, también sus padres. Si nos sacamos 
los anteojos para ver de lejos y nos colocamos los anteojos para ver de cerca 
observaremos que en la meca del privilegio y el estatus está la misma 
Concertación, compartiendo reuniones de padres y apoderados con la elite de la 
derecha en iguales proporciones. 


La contradicción para la Concertación, entonces, es brutal. Si busca crear un 
programa político de largo plazo, una “narrativa” según los términos de Atria, 


entonces debe cuestionarse ciertamente su propio rol sociológico en la 
mantención de los privilegios. Pareciera que la Concertación y la izquierda 
chilena en general ha desarrollado una suerte de adicción al privilegio y una 
ansiedad por el estatus que, en la otra cara de la moneda, engendra angustia por 
el privilegio y nihilismo institucional. Por ende, si el programa atriano tiene 
pretensiones de operatividad política debe hacerse cargo de la “sociología del 
estatus” que este modelo ha creado, sintomatología que presenta claramente la 
Concertación en tanto clase burocrática y administradora de un credo alternativo. 
Atria debería estar en condiciones de observar este rasgo de la Concertación para 
poder enjuiciar su obra y los caramelos que recibió de parte del sistema. La 
pureza de los conceptos difícilmente podría ilustrar esta arista. 


Ocurre que, tal como los socialismos reales del siglo XX, la Concertación generó 
su propia casta de administradores del poder que buscaron siempre mimetizarse 
con los símbolos de la elite que decían combatir o “impugnar”. Aquí aparece 
entonces la gran contradicción, la enorme tensión de la izquierda chilena: 
denuestan el privilegio en el concepto, pero lo aman en la práctica. Es la 
conducta de un adicto. Para llevar a cabo el programa atriano, la Concertación 
debería superar esa adicción y, en tanto elite, renunciar a sus privilegios, 
partiendo por cuestionar seriamente los colegios privados del barrio alto donde 
asisten ellos y sus hijos. Este acto de renuncia parece ser lo que la elite completa 
debe plantearse, antes que seguir alimentando la segregación y la violencia 
simbólica. Es la misma canción que se escucha en Chile desde mediados de 
siglo, la canción por una clase dirigente menos banal y ostentosa, la canción por 
un país menos segregado y más revuelto, desde el liceo hasta la fila del médico, 
la canción que Violeta Parra y Los Prisioneros cantaban. 


Sexta observación: sobre el final del libro, en el apartado de “Notas”, Atria hace 
una afirmación muy interesante que no debe ser pasada por alto. Antes de 
enunciarla recordemos lo que dijimos sobre el mecanismo del mesías y la 
escatología política. La DC tuvo su mesías en Frei, la UP en Allende, la 
dictadura en Pinochet. Antes, hace un siglo casi, el mecanismo hizo carne en un 
hombre que se volvió un hito de nuestra historia: Arturo Alessandri Palma. Lo 
más notable de Alessandri es que su liderazgo mesiánico tuvo como producto 
más simbólico una nueva Constitución, la de 1925. 


Leamos ahora la afirmación que hace Atria sobre Michelle Bachelet, casi al final 
del libro, en una inocente “nota”: 


Uno de los aspectos más inquietantes de la popularidad de la expresidenta 
Bachelet es precisamente su dimensión inmediata. Ella en buena parte se explica 
porque Bachelet es capaz de “conectar” inmediatamente con “la gente”. Esta 
conexión se funda no en que Bachelet tenga una visión política que resulta 
atractiva para el ciudadano (lo que no implica ni afirmar ni negar que la tenga), 
sino simplemente en el hecho de ser ella como es (por eso su tan discutido 
silencio durante 2012 le resultó tan útil en términos de encuestas). Publicistas y 
expertos en comunicación estratégica han escrito páginas y páginas de columnas 
de opinión explicando lo novedoso del “fenómeno Bachelet”, el hecho de que 
ella representa una “nueva” manera de entender la relación entre el “político” y 
el ciudadano. Pero no hay nada nuevo en esto; de hecho, es la forma más antigua 
de liderazgo político (puramente “carismático”). Es una forma de liderazgo que 
no descansa ni en razones ni en la deliberación política, sino solo en la capacidad 
del líder para identificarse inmediatamente con los sentimientos del individuo. 
Desde luego, el modo en que Bachelet ha administrado la posición en la que su 
carisma la deja ha neutralizado el riesgo que la identificación inmediata encierra, 
pero eso no debe llevarnos a ignorar el peligro de esa forma de liderazgo?8, 


Este párrafo es un reconocimiento explícito del autor a un problema central de su 
programa. Tal como no hay evangelio sin mesías, no hay programa escatológico 
sin liderazgo carismático. Los ejemplos de los presidentes que vimos antes no 
son sino la continuación histórica de este mecanismo que está presente en Chile 
desde el nacimiento de la República. La combinación entre proyecto 
escatológico y líder carismático, entonces, aparece como un signo que atraviesa 
al neoliberalismo, al socialismo y al socialcristianismo. Los conceptos de Atria 
producen una tríada: Concertación, Bachelet y un programa político; Iglesia, 
mesías y un mundo por venir. La tesis de Atria, luego, puede abreviarse a: la 
Concertación debe ofrecer una parusía —una segunda venida— más allá del 
neoliberalismo, una nueva escatología. Todo esto, en 2013, encabezado por 
Bachelet. 


Según el párrafo transcrito, Atria se da cuenta del riesgo de esto, aunque cree 
que todo se juega en la manera en que Bachelet “administra la posición en la que 
su Carisma la deja”. Pero hay razones para creer que quien queda en la posición 
del liderazgo carismático es menos libre de lo que Atria cree y no tiene espacio 
para decidir cómo “administrar” su rol. Este parece prefijado en los conceptos 
mismos del programa político escatológico y su destino es siempre trágico en 
nuestra historia, ya sea con Alessandri, Frei, Allende o Pinochet. El destino del 
“elegido” es siempre trágico, pues emana de la posición que tiene el hijo de Dios 
en la teología cristiana: es crucificado. La observación a Atria, entonces, es que, 
quizás, quiéralo o no, sépalo o no, está construyendo un evangelio, un programa 
político para reproducir el mecanismo escatológico-mesiánico y, mientras lo 
hace, ya está presagiando la tormenta, adivinando el destino. 


Si esto es cierto, entonces, en el pensamiento de Atria respecto de Bachelet 
solamente se confirma la necesidad de un mesías que cruce el puente entre un 
orden y otro, atravesando el abismo siempre latente entre este mundo y el que 
viene. Si somos agudos, veremos que ningún personaje de la historia política 
chilena se parece tanto al “León” como Bachelet. Quizás la doctora sea la 
elegida del presente-futuro para ocupar el lugar frente a la estatua de Alessandri, 
en las afueras del palacio de gobierno de esta república. Ese simbolismo, 
entonces, pareciera llevarnos siempre de vuelta hacia el líder carismático. Así, el 
libro de Atria deja una intuición ambivalente de si acaso no estaremos 
condenados a repetir mecanismos que parecen emancipatorios, pero veinte años 
después se revelan perversos. Es que, a ratos, pareciera que Chile está 
predestinado, desde el concepto, a transitar de naufragio en naufragio, de mesías 
en mesías, de evangelio en evangelio, de fronda en fronda. 


Fraude y trampa 


La Constitución Política de 1980 ha sido la gran protagonista de esta época. Una 
campaña que llamó a marcar el voto, continuas editoriales y cartas a los medios 


sobre la iniciativa, la defensa cerrada que hace la derecha del texto, la crítica 
constante de los opositores, las demandas del movimiento social: todo parece 
reconducir siempre al asunto constitucional. Así, también, la literatura que se ha 
publicado en los últimos años tiene a la Constitución en el centro del escenario y 
los abundantes columnistas también dedican su prosa al tópico en cuestión. 


A este respecto, dos libros han llamado la atención por tocar aristas poco 
exploradas del problema constitucional chileno. El primero, publicado por 
Claudio Fuentes, lleva por título El fraude y detalla con precisión las gestiones 
de la dictadura para llevar a cabo un proceso fraudulento y presentarlo como 
plebiscito constitucional, en septiembre de 19803°. El segundo libro, publicado 
por Fernando Atria, se denomina La Constitución tramposa y se ocupa de 
argumentar cómo y por qué el articulado actual impide una reforma seria y 
definitiva al texto constitucional*. Ambos libros permiten una lectura aguda del 
problema, pero también dejan líneas argumentativas abiertas que es importante 
recorrer para observar la profundidad del asunto. 


En el libro de Fuentes se observa una prosa que combina el periodismo de 
investigación con la crónica, ambos géneros útiles para realizar la tarea que el 
autor considera primordial, esto es, mostrar la ilegitimidad de origen del 
plebiscito constitucional de 1980. Hasta aquí nadie había escrito al respecto y la 
información disponible se resumía a unas pocas páginas repartidas en varios 
volúmenes donde apenas se entregaban líneas gruesas sobre el proceso. En 
ciento veinte páginas, el autor deja sobre la mesa evidencia clara y contundente 
de la conducta tiránica del régimen de Pinochet, que controló cada aspecto del 
plebiscito de 1980 a su favor. Todos los datos, discursos, testimonios y 
documentos que Fuentes recupera llevan hacia esa conclusión. El proceso por el 
cual se aprobó la Constitución de 1980 fue una puesta en escena bajo la cual 
solamente había violencia. 


Sin embargo, pese a la notable precisión de Fuentes, el libro no termina por 
entregar una visión conceptual para entender qué ocurrió en 1980. Al comienzo 
del texto, el autor utiliza la palabra “farsa” para referirse al proceso y cita un 


eslogan de la oposición: “No queremos una farsa”. En el resto del volumen, 
Fuentes utiliza la palabra “fraude”, la cual intercala indistintamente con “farsa” a 
lo largo del libro. Es menester decir que farsa y fraude son conceptos distintos y 
no denotan lo mismo. Una farsa es un tipo de obra de teatro burlesque, aunque 
farsa también es utilizado para significar la maquinación de un engaño. El 
término “fraude” alude a un tipo particular de engaño, aquel que se realiza para 
eludir obligaciones legales o para usurpar derechos de otros. En este sentido, la 
farsa es la puesta en escena para realizar un fraude. El régimen de Pinochet 
montó una farsa, esto es, una votación fraudulenta, para llevar a cabo un fraude, 
esto es, usurpar el poder constituyente. 


El concepto correcto para explicar el fenómeno ha sido acuñado por un agudo 
pensador francés, Jean Baudrillard. Con la palabra “simulacro”, el autor busca 
atrapar el creciente fenómeno de la puesta en escena, de la imitación de la 
realidad, que penetra en las sociedades contemporáneas como el único canon de 
verdad. Según Baudrillard, desde hace un par de décadas hemos entrado en la 
sociedad del simulacro, donde domina una apariencia de verdad que esconde su 
propia naturaleza, es decir, que es solamente una apariencia. Baudrillard toma 
una frase griega para sostener que “el simulacro no es el que oculta la verdad, 
sino que es la verdad la que oculta que no hay verdad”*!, El simulacro es 
verdadero, pero tras él no hay nada. Eso ocurrió en septiembre de 1980 en Chile: 
un simulacro. 


Esto nos lleva al libro de Atria. Desde el título de su libro, el autor sostiene que 
la Constitución tiene trampas. Los quórums supramayoritarios, el rol del 
Tribunal Constitucional y el otrora sistema binominal hacen que la cancha sea 
tramposa. La metáfora no es casual y Atria la toma del propio Jaime Guzmán y 
un artículo donde el jurista gremialista sostiene que la Constitución debe estar 
redactada de tal forma que impida que el proyecto de la dictadura sea reformado. 
No es claro, sin embargo, qué quiere decir exactamente la metáfora de Guzmán 
que Atria acepta sin cuestionarla en profundidad. Bien puede ser tramposa la 
metáfora misma, pues su sentido último no es claro. Guzmán habla de que “de 
hecho” las posibilidades estén limitadas a un marco dado, pero no es claro a qué 
se refiere con “la cancha”. ¿Es el texto de la Constitución? ¿O es el texto solo 
parte de la cancha? El texto de la Constitución no es toda la cancha, es parte de 


la cancha y, probablemente, su lugar fundamental. Es algo así como los 
casilleros centrales del tablero de ajedrez, donde el juego se traba y se resuelve a 
favor de uno o de otro. Sin embargo, en torno al texto habitan las prácticas, las 
expectativas y el clima de fronda que signa la época. Veamos a continuación un 
ejemplo sobre cómo la elite política subvierte la lógica de las instituciones. El 
texto de la Constitución es solo un elemento que considerar ante un entendido 
tácito que gobierna la época: el principio de unanimidad. 


La parábola de los dos tercios 


Debemos destacar que una de las características centrales del proceso 
constituyente chileno ocurrido durante esta década es que existe un profundo 
debate respecto a los quórums constitucionales. Durante el denominado “proceso 
constituyente”, ideado por el segundo Gobierno de Bachelet, parece haberse 
instalado un consenso tácito respecto al quórum necesario para redactar un 
nuevo capítulo de la Constitución vigente. Hay quienes creen que es obvio que 
se requieren dos tercios del Parlamento, aunque esto es profundamente 
controvertible. Ocurre que otra de las características del proceso constituyente 
chileno es que el debate público sobre la nueva Constitución está regido por 
metáforas, analogías, comparaciones y figuras literarias que no siempre 
esclarecen el panorama. Se habla de casas compartidas, pisos comunes, rayado 
de canchas, saltos al vacío, atajos, gomas de borrar, hojas en blanco, fumadores 
de opio, entre otras. Estas comparaciones no siempre aclaran y a veces oscurecen 
el debate de fondo. 


La presidenta Bachelet, luego de un largo período de reflexión, comunicó al país 
que el procedimiento a seguir se iniciaría con una fase de educación cívica, que 
desembocaría en “diálogos ciudadanos”, que llevarían luego a la redacción de un 
documento que informará el posterior debate parlamentario. En lo estrictamente 
institucional y legal, la presidenta anunció el envío de un proyecto de reforma 
constitucional a fin de redactar un nuevo capítulo de la Constitución. En este 
nuevo capítulo XVI sería donde se regularía un mecanismo de reemplazo de este 
texto constitucional por otro. La nueva Constitución podrá ser redactada por una 


Comisión Bicameral, una Comisión Constituyente formada por parlamentarios y 
ciudadanos o una Asamblea Constituyente. 


Durante casi dos años se discutió si acaso deben buscarse mecanismos de 
reforma que impliquen un quórum de dos tercios de los parlamentarios o tres 
quintos de los mismos. En el plano de las metáforas hay quienes han dicho que 
todo plan que implique un quórum de tres quintos es un “atajo constitucional”. 
De esa manera, un grupo de profesores ataca permanentemente las tesis de otros 
profesores, achacándoles así una falta de lealtad con el texto constitucional 
vigente. De hecho, todo el debate se ha centrado en la búsqueda de 
procedimientos que satisficieran plenamente los requisitos del actual articulado. 
No hay duda de que ese fantasma ha operado en los pasillos de La Moneda como 
una fuerza constrictora de las posibilidades del Ejecutivo. 


Para mostrar esto es necesario, primero, hacerse la pregunta jurídica relevante 
respecto del anuncio de la presidenta Bachelet: ¿cuál es el quórum requerido 
para redactar un nuevo capítulo de la Constitución vigente? Nótese que aquí 
estamos preguntando, precisamente, por el mecanismo que ha elegido el 
Gobierno de Bachelet, es decir, la redacción de un nuevo capítulo de la 
Constitución vigente. Para responder a nuestra pregunta debemos leer el capítulo 
XV de la Constitución, específicamente el artículo 127 inciso segundo: 


El proyecto de reforma necesitará para ser aprobado en cada Cámara el voto 
conforme de las tres quintas partes de los diputados y senadores en ejercicio. Si 
la reforma recayere sobre los capítulos I, II, VII, XL, XII o XV, necesitará, en 
cada Cámara, la aprobación de las dos terceras partes de los diputados y 
senadores en ejercicio. 


La norma transcrita contiene dos reglas, una general y otra particular. Por regla 
general, el artículo 127 establece que toda reforma constitucional necesitará de la 
aprobación de tres quintas partes de los parlamentarios en ejercicio. Luego, 
establece una regla particular aplicable a seis capítulos que enumera 


taxativamente: el primero, el tercero, el octavo, el undécimo, el duodécimo y el 
decimoquinto. Dicho de otro modo, dado este inciso, las reformas 
constitucionales necesitarán un quórum de tres quintos, a no ser que recaigan 
sobre los capítulos señalados, pues ahí serían dos tercios. De esta forma, 
podemos reformular la pregunta y señalar: ¿en qué situación recae una reforma 
que pretende redactar un nuevo capítulo de la Constitución? ¿Es la redacción de 
un nuevo capítulo un supuesto de la regla general de tres quintos o de la regla 
particular de dos tercios? 


Si leemos correctamente el precepto legal transcrito, deberemos concluir 
necesariamente que el quórum para redactar un nuevo capítulo es de tres quintos, 
pues no estamos en presencia de una reforma de ninguno de los seis capítulos 
cuya modificación implica dos tercios. Sin embargo, durante estas dos semanas 
se ha oído a dirigentes políticos, de Gobierno y oposición, señalar que el quórum 
requerido sería dos tercios. Esto es un manifiesto error jurídico y muestra una 
mala interpretación del artículo 127. Además, a mayor abundancia de 
argumentos sobre este punto trascendental, en Chile ya tenemos una experiencia 
constitucional de redacción de un nuevo capítulo de la Constitución. Es decir, ya 
nos planteamos la pregunta jurídica y ya tomamos un curso de acción. Aquello 
ocurrió con el proceso de reforma constitucional que creó el capítulo VII, 
correspondiente a la Fiscalía Nacional. En esa reforma se agregó el nuevo 
capítulo a través de un quórum de tres quintos. Es decir, la norma es clara y la 
práctica constitucional es coincidente con esa norma. La conclusión jurídica 
evidente es que el proyecto anunciado por la presidenta Bachelet necesitaba un 
quórum de tres quintos y no de dos tercios, como erradamente se ha sostenido. 
Quienes pretenden instalar la tesis de los dos tercios deben recurrir a una 
alteración de la realidad jurídica, a fin de acomodar las normas y estirar 
argumentos poco plausibles. Siguiendo las metáforas, los defensores de la tesis 
de los dos tercios recurren a argumentos blandos, como los relojes de Dalí, que 
parecen deshacerse a fin de alargar las horas. 


Los juristas parecen del todo cómodos con el aparente consenso tácito sobre la 
tesis de los dos tercios. El profesor Patricio Zapata, por ejemplo, ha señalado 
explícitamente que la idea de redactar un nuevo capítulo tiene reglas de quórum 
de dos tercios. Es útil entender los argumentos que se pueden esgrimir a favor de 


la tesis de Zapata. 


En primer lugar, se podría sostener que el nuevo capítulo XVI tratará materias 
del capítulo XV, por lo que serían aplicables, extensivamente, las reglas de 
reforma de dos tercios que el artículo 127 contempla para seis capítulos 
específicos, incluyendo el XV. Este argumento, que llamaremos “quince largo”, 
nos invita a subentender el nuevo capítulo como un apéndice el capítulo XV, lo 
que evidentemente va contra el texto constitucional y también contra la 
propuesta del Gobierno que claramente señala que estamos ante un nuevo 
capítulo y no una reforma del capítulo XV. Este argumento es un reloj de Dalí 
que estira el capítulo XV más allá de sus propias fronteras, hacia un todo 
indeterminado que colonizaría con sus quórums todo nuevo capítulo que lo 
sucediera. 


En segundo lugar, se podría ofrecer un argumento “de naturaleza” del asunto a 
tratar en el nuevo capítulo que implicaría un quórum de dos tercios. En otras 
palabras, dado que la nueva Constitución es tan importante, corresponde aplicar 
el más alto de los quórums disponibles. Este argumento también se salta el 
artículo 127 y estira la naturaleza del asunto a tratar hacia una supuesta 
correlación entre esa naturaleza y el quórum requerido. Ese argumento también 
es un reloj de Dalí, pues deforma el texto constitucional y su sentido a fin de 
acomodar la tesis de los dos tercios. 


Finalmente, el profesor Zapata ha señalado que el quórum de dos tercios es un 

hecho “de la realidad”. ¿Cuál realidad? No es, ciertamente, la realidad del texto 
constitucional, sino más bien el de una relojería de los relojes blandos como los 
de Dalí. La “realidad” que observa Zapata se impondría incluso al artículo 127: 


Esto no es un tema de si me gusta, no me gusta, si yo quiero que sea por dos 
tercios, no es un tema de voluntad. Este es un dato que está ahí y hay que 
trabajar con este dato. Ese es un punto de partida que, a mi juicio, despeja 
muchísimos fantasmas, 


En el plano de las metáforas, el profesor Zapata invita a construir “un menú 
entre todos” desde este punto de partida que, según él, despeja fantasmas. Es 
curioso este razonamiento. Para despejar fantasmas, sugiere el profesor Zapata, 
debemos saltarnos el artículo 127 de la Constitución y hacer como si el quórum 
fuera dos tercios. Un verdadero poltergeist jurídico que pretendería satisfacer a 
los más conservadores mediante una violación del texto constitucional. Incluso 
más, esto sería “un dato que está ahí”, dice Zapata. ¿Ahí dónde? Por lo que 
respecta a las normas del artículo 127 inciso segundo, no hay razones para 
saltarse el quórum de tres quintos. Hacerlo implicaría, precisamente, un “atajo”, 
eso sí esta vez un atajo para esquivar la norma de los tres quintos y abrazar el 
quórum de los dos tercios para librarse de los supuestos fantasmas. Estaríamos, 
pues, ante una parábola, un relato figurado que no es jurídico, sino plenamente 
político, para instalar los dos tercios como el quórum de esta discusión 
parlamentaria. 


Y ¿cuál fue el desenlace de este nudo jurídico que enfrentó el segundo Gobierno 
de Bachelet? Ante la evidencia de que el quórum para redactar un “capítulo 
XVI” era de tres quintos, el Gobierno de Bachelet decidió abrazar la parábola de 
los dos tercios. En vez de redactar un nuevo capítulo, se decidió reformar el 
capítulo XV. Así, se impuso el quórum como criterio, aun antes de determinar el 
mecanismo de reforma. 


Lo que hay detrás de los quórums no es solo un puñado de parlamentarios de 
diferencia, sino la viabilidad real de una Asamblea Constituyente y el tipo de 
acuerdo que el Congreso puede construir en torno al nuevo capítulo XVI. Este 
asunto es crucial en la discusión del proceso constituyente chileno, pues muestra 
la lógica que ha gobernado la transición. Detrás de la parábola de los dos tercios 
lo que hay es un principio de unanimidad atenuada. Lo que mueve un quórum 
tan alto como ese es que “todos” o “casi todos” estén de acuerdo, en oposición a 
un principio de mayoría. Esa es una idea central para comprender cómo se ha 
edificado esta nueva fronda. 


Chile rumbo al estado de excepción 


Los historiadores del futuro observarán este período de la historia de Chile con 
particular interés. Su posición les permitirá ver cuestiones que a nosotros se nos 
pasan por alto. Los historiadores del futuro, seguramente, tendrán la lucidez que 
hoy nosotros no tenemos para ver las constantes y los quiebres que se 
manifiestan como marcas tectónicas solo visibles desde gran altura. Si 
pudiéramos dejarles planteadas algunas preguntas a esos historiadores 
deberíamos partir por una pequeña lista: ¿qué ha ocurrido durante estas décadas 
en Chile? ¿Qué es este ambiente lacrimógeno que respiramos, al final de la 
segunda década del nuevo siglo? ¿Cómo entender la violencia cada vez más 
recurrente? 


Muchos libros y análisis se han escrito sobre lo ocurrido en este país luego de 
que la dictadura de Pinochet entregara el poder a los civiles. Se han escrito 
biografías, crónicas, largos ensayos, otros más breves, textos sobre sociología, 
ciencia política y humanidades. Todos con cifras y citas respetables, con 
doctorados y proyectos de investigación de fondo. Sin embargo, los intelectuales 
han mirado con poca atención qué ha ocurrido en estos años con el dispositivo 
institucional denominado “estado de excepción”. 


En la doctrina constitucional se entiende que un estado de excepción es un 
escenario de afectación de determinados derechos fundamentales dada una 
ampliación extraordinaria de las facultades de administración del Estado que 
permite limitarlos o suspenderlos. Los presupuestos para un estado de excepción, 
en Chile, están regidos por los artículos 39 y siguientes de la Constitución de 
1980. Allí se establecen cuatro supuestos para cuatro estados de excepción 
distintos: en caso de guerra interna o externa se dispone del estado de asamblea; 
en caso de conmoción interior se dispone del estado de sitio; en caso de 
emergencia se dispone del estado de emergencia; en caso de calamidad pública 
se dispone del estado de catástrofe. Es importante tener presente que la 
declaración de estado de excepción depende del presidente de la República con 
consulta al Congreso conforme al artículo 32 de la Constitución y la Ley 


Orgánica 18.415 de Estados de Excepción Constitucional. También entra en 
juego la ley 12.927, conocida como Ley de Seguridad del Estado, que debe 
leerse en concordancia con las disposiciones relativas a excepcionalidad 
jurídico-política. 


Los historiadores del futuro entenderán que estos conceptos resultan claves para 
entender la dictadura, pues, en base a ellos, el 11 de septiembre de 1973 se 
declaró estado de sitio en todo el país. Suplantando el lugar del presidente y del 
Congreso en la Constitución de 1925, la Junta Militar utilizó metafóricamente el 
antiguo artículo 72, que contenía, por entonces, los estados de excepción. Esta 
disposición se levantó recién el 10 de marzo de 1978 cuando el dictador anunció 
el fin del estado de sitio. Años más tarde, recordemos, promulgó su 
Constitución, que recogió la normativa sobre estado de excepción que se arrastra 
desde 1833. En 1984 volvió a decretar estado de sitio, cuestión que repitió varias 
veces hasta entregar el poder en 1990. El estado de sitio fue el instrumento 
favorito, la herramienta predilecta del régimen de Pinochet. 


Cada carta fundamental que ha tenido Chile se ha encargado de establecer un 
dispositivo institucional para enfrentar determinados escenarios y afectar ciertos 
derechos fundamentales, como el de reunión y libre tránsito, entre varios otros. 
El punto relevante aquí, la excepción entendida como concepto límite del 
derecho y la política, ha sido objeto de las teorías sobre la soberanía más 
elaboradas del siglo XX. Carl Schmitt, conocido como el kronjurist de Hitler, 
sostuvo toda su arquitectura iuris-filosófica en base al concepto de excepción. 
Según Schmitt, en último término, la soberanía y la excepción están íntimamente 
conectadas: “Soberano es quien decide sobre el estado de excepción”, afirmó*, 
Del otro lado, Walter Benjamin, otro influyente pensador de la política y la 
violencia, generó una teoría rival a la de Schmitt. El rol del soberano, según 
Benjamin, no es decidir sobre la excepción, sino negarla al excluirla de la 
normalidad“. 


Giorgio Agamben, un intelectual italiano de creciente influencia en nuestras 
academias, sostiene que la comprensión cabal de los estados de excepción debe 


hacer un sincretismo entre ambas tesis. Agamben dedica un potente ensayo a 
establecer que los estados de excepción ocurren en una zona anómica, un vacío 
jurídico, entre el orden y la violencia. Agamben concluye, siguiendo a 
Benjamin, que el estado de excepción ha devenido la normalidad en Occidente, 
pues son innumerables los países en que este vacío jurídico ha sido usado como 
mecanismo de gobierno y de control allí donde el poder amenaza con ser 
sobrepasado. Es tanta la relevancia de esto que la dictadura ideó un organismo 
especialmente dedicado a intervenir en la decisión sobre excepción 
constitucional. El llamado Consejo de Seguridad Nacional (Cosena), integrado 
originalmente por los cuatro comandantes en jefe, el presidente y otros civiles, 
tenía voz y voto en todas las materias relativas a estados de excepción. Esto 
recién se modificó el año 2005 con las reformas constitucionales que le 
devolvieron al presidente las facultades especiales y sacaron a los militares de 
esta función deliberativa. Aun así, el Cosena es una de las instituciones más 
curiosas del constitucionalismo global, pues suponía un rol directo de los 
militares en la decisión política más trascendental. Si soberano es quien decide 
sobre el estado de excepción, y el Cosena decidía, entonces cabe sostener que el 
Cosena era el soberano hasta 2005. 


Durante el año 2011, en medio de las masivas movilizaciones estudiantiles, se 
volvió un lugar común decir que la violencia protagonizada por encapuchados y 
carabineros eran “hechos aislados”. Hoy, sin embargo, esa denominación parece 
quedarse corta para describir qué es lo que ocurre con exactitud a la hora en que 
terminan las marchas y comienza una suerte de ritual de violencia. El país vive 
ya largos años de este proceso. Cuestión no ajena a nuestra historia, como prueba 
el famoso ensayo Violencia política popular en las “grandes alamedas”, de 
Gabriel Salazar. Con los conceptos antes expuestos es interesante volver a 
preguntarles a los historiadores del futuro: ¿qué es este ambiente lacrimógeno 
que se ha apoderado de nuestras principales avenidas en Santiago y en regiones? 
¿Qué ocurre en Chile que la violencia parece protagonizarlo todo? 


El año 2011 nos heredó un largo hilo de reflexiones y consecuencias políticas. 
Entre ellas hay una que es pasada de largo cuando se rememora el impacto de los 
movimientos sociales. Ocurrió que, un día, los “hechos aislados” dejaron de ser 
tales y pasaron a ser algo más. Ese día fue el 4 de agosto de 2011, cuando 


decenas de miles de estudiantes se enfrentaron a cientos de carabineros en el 
centro de Santiago. Unas cuarenta cuadras a la redonda fueron sitiadas por la 
policía, los grupos fueron dispersados una y otra vez a fin de impedir que una 
marcha no autorizada se llevara a cabo. Cualquier agrupación mayor a cinco 
personas era inmediatamente disuelta y el libre tránsito fue derechamente 
suspendido. Desde el aire, los helicópteros “bombardeaban” con lacrimógenas, 
mientras que los observadores de derechos humanos criticaban la excesiva 
violencia con la que se reprimía. Horas más tarde, un local de la multitienda La 
Polar fue quemado y el clima enrarecido se completó con nuevos 
enfrentamientos y un masivo “cacerolazo”. De lado y lado, encapuchados y 
carabineros exhibieron un nivel de beligerancia insólito para una transición 
conocida en el mundo por lo pacífica y civilizada. 


El 4 de agosto de 2011, en la práctica, Santiago vivió una especie de estado de 
excepción. Curiosamente, cuando se le consultó al ministro de Interior, Rodrigo 
Hinzpeter, él no titubeó en afirmar que Santiago estaba en completa normalidad 
y que Carabineros había procedido conforme a la ley. Tal como decía Benjamin, 
entonces, el rol de soberano en la institucionalidad chilena no es decidir sobre el 
estado de excepción, sino negarlo. Lo niega, pero, en la práctica, opera. Opera 
como un vacío jurídico, una anomia, en la cual el Estado puede pasar por encima 
de la ley invocando la ley, todo para devolver el orden y la normalidad. Se 
utilizan dispositivos como la flagrancia para enfrentar lo que, del otro lado, 
también es violencia anómica, la de los encapuchados. 


Es clave considerar que el paradigma según el cual el soberano niega el estado 
de excepción, pero este igualmente opera, ha tenido ya otros ejemplos en la 
transición. El 19 de diciembre de 1990, saltándose todos los preceptos legales y 
constitucionales, Augusto Pinochet ordenó a las tropas militares el llamado 
ejercicio de enlace, que las mantuvo acuarteladas durante tres noches. Esto se 
repitió en mayo de 1993 con el llamado “boinazo”, nombre que se le dio a la 
acción de tropas que, vestidas con uniforme de guerra y boinas negras, rodearon 
La Moneda. En ambos casos el gobernante civil —el Ejecutivo, conducido por 
Patricio Aylwin— negó la excepcionalidad de estos hechos. 


En otros términos: hubo estado de excepción, pero este no fue declarado, sino 
negado. Incluso en el momento final de la dictadura, la madrugada del 6 de 
octubre de 1988, este paradigma se había plasmado ya en la negación que 
realizara la Junta a la petición de Pinochet. Él solicitó una ley de poderes 
especiales para poder desconocer el plebiscito, pero la Junta le negó esta 
declaración de excepcionalidad y, en cambio, afirmó la normalidad y la vigencia 
de la Constitución. Esa noche la paradoja a la que el mismo régimen se dejó 
arrastrar fue evidente: si afirmaban la normalidad deberían entregar el poder; si 
desconocían los resultados deberían declarar la excepción y su poder se exhibiría 
entonces desnudo de cualquier legitimidad. 


De este modo, el ejercicio de enlace y el boinazo son hechos que permiten 
mostrar el paradigma que gobernó la transición durante los noventa. La 
excepcionalidad existió siempre como una amenaza latente al orden, que como 
tal se intuía frágil, merecía ser cuidado y objeto de “grandes acuerdos” para no 
ponerlo en peligro. Desde el 2005 en adelante, la reforma constitucional 
evidenció que este peligro ya no era tal y, entonces, se trasladó. Desde el año 
siguiente, con el llamado “movimiento pingúino” de 2006, la excepción política 
se vinculó ahora con los movimientos sociales, que con su acción han ido 
empujando al poder a develar sus mecanismos de control. 


Por eso, los estados de excepción y la fuerza desnuda son el gran trauma que los 
gobernantes civiles heredaron de la dictadura. De hecho, cada vez que se deben 
aplicar el país entero parece recordar fantasmas y recorrer caminos ya 
transitados. Así ocurrió la madrugada del 27 de febrero de 2010, última vez que 
se declaró un estado de excepción traumático en Chile. Esa noche, Michelle 
Bachelet se enfrentó al gran dilema que diagnosticaba Benjamin; llegada la hora, 
no pudo decidir. Demoró horas en declarar estado de catástrofe y poner a los 
militares en la calle, porque esto recordaba la estética de la dictadura. De hecho, 
los acontecimientos que gatillan la decisión son propios de una zona anómica: 
los saqueos en Concepción y sus alrededores. El plano estético no puede ser 
desechado; recordemos que Walter Benjamin es, precisamente, un filósofo de la 
estética. 


Entonces: ¿qué ocurre en Chile? Vistos en perspectiva, todos estos hechos 
aislados aparecen como una larga cadena de acontecimientos que encajan como 
piezas de un puzle. Chile enfila rumbo a un estado de excepción declarado, en 
que la anomia que es visible de tanto en tanto se reconocerá explícitamente por 
quien detente la soberanía. No podemos saber si esto será mañana, pasado, el 
próximo año o dentro de un lustro, pero sí podemos observar cómo el 
mecanismo se manifiesta: el soberano niega la excepción y afirma la normalidad 
hasta que la fuerza de los hechos lo empujan a declarar la excepcionalidad. Una 
vez que ha dado ese paso, sabemos, quien detenta el poder está cerca de su 
propia ruina. Tal como el Angelus Novus de Paul Klee, que le da la espalda a un 
futuro que lo arrastra, los ciudadanos de esta república somos protagonistas de 
un devenir que no deja conocer su propia clave. 


Segunda parte: 


Noticia de un secuestro 


“(...) recordó un viejo adagio español: “que no nos dé Dios lo que somos 
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capaces de soportar”. 


Gabriel García Márquez, Noticia de un secuestro. 


Si la fronda es una relación de las elites con las instituciones, cabe preguntarse 
cómo se materializa el secuestro institucional. Esta operación de captura se 
muestra de forma tosca en los escándalos de corrupción en reductos específicos 
del Estado y la empresa. Más profundamente, el secuestro opera mediante la 
subversión de la lógica institucional, colocándose las instituciones como escudo 
de las elites para mantener sus propios privilegios. Enseguida, es clave observar 
que la fronda logra un control casi absoluto de los medios de comunicación y, 
por ende, de la configuración del sentido común. Aquí juega un rol central la 
prensa y su relación con el poder. Una vez que la fronda pierde la rienda sobre la 
libertad de expresión, aparecen los periodistas y los textos que desnudan las 
relaciones frondistas, específicamente en el financiamiento electoral, el lobby y 
las relaciones incestuosas entre dinero y política. 


El secuestro 


¿De qué hablamos cuando hablamos de secuestro institucional? ¿Por qué Penta 


es tan simbólico culturalmente, por qué SQM es otro caso tan relevante? Ambos 
casos muestran el grado de compromiso existente entre el dinero y la política, 
entre los bienes privados y los bienes públicos. Ambos casos muestran cómo los 
dirigentes políticos se encuentran tensionados por la clase empresarial, que 
funciona también como una red de influencias que trasciende los límites 
formales del mercado. Estamos ante una forma de concebir las instituciones, una 
manera en la cual la institucionalidad es percibida desde las elites. Este secuestro 
es visible en el modo en que los casos de dinero y política fueron zanjados: 
mediante la intervención del Servicio de Impuestos Internos, que decide no 
querellarse ni perseverar en las acciones judiciales correspondientes. 


Más allá de los aspectos jurídicos de esta decisión, lo que está a la vista es la 
captura de la institucionalidad del SII para, desde ella, proteger los intereses de 
la clase política y los empresarios involucrados. Dada la intervención del SII, el 
país queda sin saber la verdad sobre la profundidad de la influencia indebida del 
Capital privado sobre las políticas públicas. 


Una lógica similar, aunque más pornográfica, se observó en el Ejército y en 
Carabineros, durante 2016 y 2017. Allí, mediante la prensa, nos enteramos de 
que se habían establecido mecanismos de fraude sistemático que posibilitaron 
que un pequeño grupo dentro de cada institución controlara gigantescos 
presupuestos. Los medios de comunicación hicieron un detalle de ambos casos 
que habla a las claras de cómo funciona la lógica frondista. En ambos, una 
institución pública es secuestrada por un grupo interno que coloca la 
institucionalidad en su favor. Un pequeño grupo dentro del Ejército logra hacerse 
de miles de millones, al igual que dentro de Carabineros un grupo hace lo 
propio. ¿Son estos casos de corrupción aislados? ¿O es una lógica de las 
instituciones capturadas? 


En 2017, fueron conocidos los detalles de cómo el Servicio Nacional de 
Menores, el conocido Sename, ocultaba una oscura realidad. Más de mil niñas y 
niños murieron, en menos de una década, en dependencias de esta institución. 
Durante meses se esperó el resultado de una comisión investigadora que 


arrojaría las responsabilidades respectivas. ¿El desenlace? El rechazo del 
informe en la sala de la Cámara de Diputados, luego de arduas gestiones del 
Gobierno de Bachelet para salvaguardar los intereses de su exministra Javiera 
Blanco. 


¿Y quién es Javiera Blanco? Otro símbolo de la elite de esta época. Hija de la 
clase media, se tituló de abogada en la Universidad Católica. Al estar casada con 
Eugenio Ortega Frei, nieto de Frei Montalva, la exministra Blanco destacó 
siempre por sus redes democratacristianas. En el primer gobierno de Bachelet, 
Blanco se desempeñó como subsecretaria de Carabineros. Entre 2010 y 2014, 
fue una de las cabezas de la Fundación Paz Ciudadana, de la familia Edwards, 
dueños de El Mercurio. Por ende, nadie se sorprendió cuando, a mediados de 
2013, Bachelet la nombró como una de las voceras de su comando. En 2014, al 
anunciar el gabinete, Bachelet nombró a Blanco como ministra del Trabajo. A 
mediados de 2015, la presidenta la trasladó al Ministerio de Justicia, donde 
estuvo hasta enero de 2016. Días después, en pleno verano, fue nombrada como 
consejera del Consejo de Defensa del Estado (CDE). 


La mordaza I: la fronda te censura 


El SIT, el Sename, Carabineros, el Ejército, todas instituciones que parecen haber 
sido víctimas de un fenómeno similar. ¿Cómo es que esta lógica institucional no 
fue diáfana antes? Parte de la respuesta está en las prácticas censuradoras de la 
elite durante la transición. 


Todo secuestro necesita su mordaza. 


La censura ha sido una práctica consustancial a la transición chilena. No es 
necesario escarbar para encontrar testimonios de leyes censuradoras y de una 
clase política dispuesta a censurar. Esta es una historia de una casta, una fronda, 


como la llamara Alberto Edwards, que reacciona como partido transversal ante 
la amenaza latente que representa la opinión pública alzada. El proyecto de ley 
que sanciona gravemente las llamadas “filtraciones” constituye una seria 
amenaza a la libertad de expresión, aunque es también un ladrillo más de una 
muralla de censura. Una muralla informativa, un cerco, que fue construido con el 
beneplácito de la clase política desde los medios tradicionales. Por allí desfila el 
orden en forma de columnas, entrevistas, cartas al director e inserciones. El 
orden se ha nutrido de una configuración informativa que ha desplazado a la 
libertad de expresión de su sitial de inviolabilidad, y la ha subastado al mejor 
postor mediante leyes autoritarias y decisiones infundadas. 


La fronda censuradora hoy reacciona por las filtraciones de los casos sobre 
dinero y política, tal como antes reaccionaban contra las investigaciones sobre el 
Poder Judicial o sobre las fiestas de importantes embajadores con influyentes 
empresarios. Poco se sabe acerca de cómo esta histeria censuradora que vemos 
hoy tiene fuertes y gruesas raíces en los años noventa, donde el aparataje 
censurador de la dictadura fue heredado alegremente por los regímenes civiles. 


El primer acto de censura que vivimos en la transición fue la decisión política de 
la Concertación de dejar sin financiamiento a APSI y Análisis, dos revistas que 
durante la dictadura habían ampliado el campo de batalla y se habían vuelto un 
dolor de cabeza para Pinochet. Con esa decisión, la plana mayor de la 
Concertación restringió el rango de opiniones que se vertían en la prensa, 
dejando sin espacios reales a las voces escépticas sobre el pacto transicional. De 
esta forma, la fronda que administró la transición practicó una primera y 
fundamental censura: redujo el margen de lo razonable, distinguió aquello que 
podía ser dicho de lo que no podía ser dicho. Fue en ese espacio donde la prensa 
acrítica se entregó a las pautas oficiales, a los comunicados y al periodismo de 
amigos. 


Ese acto inicial, esa restricción propia del pacto de la transición, no fue la única 
forma que encontró la fronda para censurar periodistas o restringir el derecho a 
la información. Valga recordar el libro Impunidad diplomática de Francisco 


Martorell, publicado en abril de 1993, donde se relata con lujo de detalles las 
circunstancias en las cuales salió del país el exembajador de Argentina Óscar 
Espinoza Melo. En el libro de Martorell aparecen destacadas personalidades del 
país; entre otros, el empresario Andrónico Luksic Craig, quien interpuso un 
recurso judicial para impedir la circulación del libro, pues, supuestamente, este 
vulneraba su derecho a la intimidad. En los meses siguientes, el país observó 
cómo Martorell era censurado por los tribunales de justicia, primero a través de 
una orden de no innovar y luego mediante una decisión firme. El escándalo se 
suscitó en particular por la referencia del libro a las fiestas y orgías en que habría 
participado el embajador argentino junto a destacados miembros de la fronda. 


El caso de Martorell escaló hasta las instancias internacionales más reputadas, 
como la Comisión Interamericana de Derechos Humanos. Recién en mayo de 
1996 se vislumbró una salida al caso, cuando la Corte Interamericana tomó 
conocimiento de la causa. Casi un año después, luego de largos alegatos, se 
ordenó al Estado de Chile levantar la censura que existía sobre el libro de 
Martorell. Sin embargo, la pulsión censuradora de la fronda no se detuvo allí. En 
1997, ante la estupefacción de la opinión pública, se conoció la decisión del 
Consejo de Calificación Cinematográfica sobre la película La última tentación 
de Cristo, basada en la novela de Kazantzakis que Scorsese adaptó al cine a 
finales de los ochenta. La película ya había sido censurada en 1988, cuando el 
régimen de Pinochet entraba en sus horas finales, y la decisión de 1997 no hizo 
más que repetir los argumentos esgrimidos entonces. Según los censuradores, la 
honra de nuestro señor Jesucristo estaba en juego por una película de ficción que 
especulaba sobre las pasiones humanas del profeta de Galilea. La decisión del 
Consejo llegó luego a los tribunales, donde dos grupos de abogados se 
enfrentaron ferozmente en la prensa, en los alegatos y también en el extranjero. 
Luego de que la censura fuera confirmada por las cortes chilenas, los “abogados 
por las libertades públicas” recurrieron a la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos. Nuevamente, tras un largo procedimiento internacional, los tribunales 
internacionales obligaron al Estado de Chile a levantar la censura. Este fue el 
segundo mensaje de las instancias internacionales al respecto, cuestión que cayó 
mal en sectores de la fronda y, particularmente, en algunos jueces que traían 
todavía una matriz autoritaria heredada del régimen dictatorial. 


Los jueces, entonces, pasaron a ser protagonistas de la fama censuradora. Un 
juez, en particular, se hizo conocido por sus intenciones censuradoras que 
pasaron todo límite razonable. El expresidente de la Corte Suprema, Servando 
Jordán, se hizo famoso en todo Chile por sus declaraciones destempladas, por su 
estilo extravagante y, especialmente, por la persecución furiosa que hizo de 
determinados periodistas. El caso más extremo en que se vio envuelto Jordán fue 
el libro escrito por la periodista Alejandra Matus sobre la situación del Poder 
Judicial durante la dictadura y su difícil evolución durante la transición. En El 
libro negro de la justicia chilena, Matus muestra con envidiable claridad cómo 
las cortes y los jueces fueron cómplices (activos y pasivos) del terror impuesto 
por Pinochet y sus subordinados. La autora desarrolla un argumento punzante 
sobre la legitimidad del Poder Judicial, esto en un momento en el cual Pinochet 
pasaba a estar detenido en Londres y, por ende, la opinión pública se preguntaba 
si acaso las cortes chilenas podrían o no juzgar al dictador. Así, el libro de Matus 
cayó como una bomba sobre Servando Jordán y otros jueces, quienes aparecían 
en el libro como sujetos de prácticas poco transparentes o derechamente 
corruptas. El mismo Jordán se había visto involucrado en casos de alta 
relevancia, como la detención del “Cabro Carrera”, donde se comenzaron a 
conocer los entramados oscuros que recorrían al Poder Judicial de la transición. 


Jordán decidió usar a Alejandra Matus para, a través de ella, mandar un mensaje 
de disciplina al resto de los periodistas. Mediante un recurso judicial sui generis, 
Jordán logró que el libro fuera censurado a través del artículo 6B de la Ley de 
Seguridad Interior del Estado (LSIE, ley 12.927). Esta ley es el producto de la 
reforma de la “Ley Maldita” que promulgara el Gobierno de González Videla a 
mitad de siglo, que luego fue atenuada por el Gobierno de Ibáñez y, 
posteriormente, aumentada por la dictadura. En el artículo 6B se contenía una 
norma insólita, impropia de una democracia, donde se castigaba con censura, 
cárcel y castigos varios a quienes cometieran el delito de “desacato”, expresado 
aquí como una “falta de respeto a las autoridades”; entre otras, los comandantes 
en jefe de las FF. AA., jueces, políticos y otros representantes del Estado. En el 
artículo 6B se consagraba un principio de autoridad, según el cual ciertas 
personas no deben ser cuestionadas y el margen para interpelarlas, por ende, es 
Casi inexistente. 


En base a este artículo, Jordán consiguió la censura del libro de Matus, al tiempo 
que la periodista debió partir a refugiarse a Estados Unidos. El caso escaló en las 
cortes chilenas, donde repetidamente se entregó la razón al presidente de la 
Corte Suprema. Jordán no solo había cargado contra Matus; ya antes lo había 
hecho contra periodistas como Paula Coddou por una entrevista realizada al 
escritor Rafael Gumucio. El mismo artículo lo usó también Pinochet para 
proceder contra Arturo Barrios, dirigente de la Juventud Socialista, y contra 
Gladys Marín por declaraciones que esta vertió sobre la culpabilidad de Pinochet 
en las torturas y desaparecimientos. Así, el artículo 6B de la LSIE fue una de las 
herramientas primordiales usadas en la transición para silenciar a los 

periodistas. 


Este artículo antidemocrático solamente fue reformado cuando la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos así lo ordenó, luego del fallo de 2001 en 
que se condenó al Estado de Chile por censura en contra de Matus. Este es el 
tercer caso, en menos de una década, en que esta instancia internacional sostenía 
que en Chile había censura y ordenaba al Estado a proteger la libertad de 
expresión. Así, en 2001, el Gobierno de Ricardo Lagos anunció con bombos y 
platillos una reforma a esta y otras leyes vinculadas a los medios y a los 
periodistas. De esta manera, quedó a la vista nacional e internacional que la 
fronda chilena funcionaba en una lógica de censura y que, yendo más allá, todo 
el pacto de la transición descansaba sobre cierta limitación fáctica a la libertad de 
expresión. Dicho de otro modo, todo el andamiaje construido primero por 
Guzmán y luego por Boenninger se nutría, permanentemente, de un cerco 
informativo que no cuestionaba al poder ni ponía en riesgo el proceso. 


La mordaza II: la fronda se protege 


La reforma, sin embargo, fue menos espectacular de lo que se pensaba. Si bien 
las normas que permitían la censura fueron eliminadas, quedó en la fronda una 
costumbre de larga data que ya no se expresaba como censura, sino como 
“control de los medios”. Esto, por ejemplo, fue particularmente claro en el caso 
de La Nación Domingo, una publicación que puso nerviosos a varios ilustres 


personajes de la fronda en el poder. El Gobierno de Lagos debió convivir durante 
años con una prensa que lanzó el yugo de la opresión y que reclamaba 
autonomía respecto del poder. Esta nueva prensa de comienzos de los 2000 ya no 
se intimidaba por el principio de autoridad; al revés, reconocía en las autoridades 
sujetos especialmente relevantes a los cuales había que reportear y desnudar ante 
la opinión pública. Ese fue el clima que gobernó el caso MOP-Gate, donde 
incluso se llegó a hablar de la renuncia de Lagos, todo por la fuerte presión que 
ejercieron algunos medios y algunos periodistas. 


El pulso censurador, con todo, se mantuvo por otras vías. Una situación 
especialmente clara es la que ocurrió con el empresario Nicolás Ibáñez Scott, 
quien compró una edición completa de La Nación para impedir que la 
ciudadanía conociera detalles sobre un supuesto caso de violencia intrafamiliar 
de él hacia su mujer. Esta conducta pone de relieve que la censura operaba ya no 
por medios legales, sino que por medios fácticos, donde el dinero y la posición 
social permitían vetar ciertas informaciones del dominio público. Si acaso el 
artículo vulneraba o no la intimidad de la familia de Ibáñez es un asunto 
discutible, cuyo camino era una querella o un recurso, pero no la censura por 
medio de la compra de una edición completa de un diario de circulación 
nacional. Este hecho ocurrido en 2005 es un acto insólito, impropio de un país 
supuestamente ordenado y que, si ocurriera fuera de Chile, se habría considerado 
como una afrenta a la libertad de expresión y al derecho a recibir información. 


El caso de Ibáñez no fue mayormente comentado por la fronda; rápidamente este 
hecho fue tapado por la contingencia, como también ocurrió con el caso “La caja 
negra del Indap”. Este fue un reportaje de Alejandra Matus (sí, la misma) que 
fue severamente censurado desde el poder político en el gobierno de Lagos. Así, 
a finales de mayo de 2003, todo el equipo periodístico de La Nación Domingo 
presentó su renuncia, incluyendo a destacados periodistas, como la mencionada 
Matus, Julio César Rodríguez, Mirko Macari, Marcela Ramos y Marcelo Padilla. 
También se retiraron algunos columnistas, como Guillermo Tejeda y Juan Sharp. 
Esta renuncia masiva, gatillada por la presión del poder político sobre la prensa, 
fue una muestra clara de que las reformas ordenadas por la CIDH en 2001 
corrigieron las normas, aunque no corrigieron los usos de la fronda chilena. Esos 
usos se mantendrían mucho tiempo durante los años 2000, expresándose de 


diversas formas y empujando siempre a la “autocensura” de los periodistas. Esta 
tendencia censuradora, este clima de opresión informativa estuvo presente toda 
la década, aunque paulatinamente fue decayendo por la aparición de los medios 
digitales y de las redes sociales. 


La combinación de las redes sociales y los nuevos medios digitales provocó un 
progresivo aumento de la libertad informativa y de la información disponible 
para la opinión pública. La nueva lógica horizontal desconoce ideas como el 
principio de autoridad, pues si algo caracteriza a la nueva prensa chilena es que 
las autoridades no son objeto de temor, sino de interés y de reporteo, como nunca 
antes lo habían sido en este régimen político. 


De ahí que el proyecto de ley presentado en 2016 que sanciona las “filtraciones” 
no sea un hecho aislado ni ajeno a nuestra historia reciente. Es, meramente, la 
reproducción extemporánea de una cultura frondista que lleva, al menos, 
veinticinco o treinta años funcionando. La fronda entra en pánico al ver que la 
nueva lógica horizontal no les rinde pleitesía ni les entrega un estatus distinto al 
de cualquier ciudadano. 


La fronda no soporta que las filtraciones alimenten los juicios políticos en contra 
de los dirigentes cuestionados. La fronda pretende encerrar el debate en los 
marcos legales, arrinconar al SII y deslegitimar a la Fiscalía, todo eso para 
escapar de lo que parece una tormenta perfecta. La norma que se propone 
pretende no solamente reducir el espacio de acción de la prensa, sino también 
privar a la opinión pública de información fundamental para decidir por quién 
votar y por quién no votar. Esto explica por qué la fronda se siente tan 
amenazada por la nueva lógica de los medios digitales y las redes: ya no pueden 
controlar los contenidos, ya no pueden censurar en las cortes. La fronda busca 
protegerse de forma impúdica, aterrados ante la disolución del principio de 
autoridad que había guiado la transición. La fronda representa hoy al viejo 
orden, basado en la censura y en la limitación fáctica del debate. 


En la literatura de la ciencia política, se suele decir que la transición chilena se 
enmarca en la “tercera ola” que vino con la caída de los regímenes totalitarios y 
autoritarios. Según esta tesis, la tercera ola se caracterizaría por el avance 
gradual hacia democracias consolidadas. Sin embargo, otra porción de la 
literatura, como por ejemplo Michael McFaul, exembajador de Estados Unidos 
en Rusia, ha hablado de “la cuarta ola” para referirse a regímenes — 
especialmente los postsoviéticos— que combinan elementos autoritarios y 
elementos democráticos, sin que se “avance” necesariamente hacia la 
democratización total. En ese sentido, Chile parece más cercano a la cuarta ola 
que a la tercera. La fronda chilena, con su irrefrenable tendencia a la censura, 
solo agrega argumentos para pensar que en Chile la dictadura ha pervivido más 
tiempo del que la fronda misma está dispuesta a reconocer. 


Prensa y poder 


Durante los últimos treinta años, Chile ha experimentado una revolución política 
y cultural sin precedentes. Pasamos de ser una comuna rural al sur de América a 
ser parte de la OCDE. Puede parecer un lugar común, pero las transformaciones 
que esto implica son brutales. En un plano historiográfico, pasamos de una 
revolución “socialista”, que duró poco más de tres años, a otra de corte “liberal- 
desarrollista”*6, Ese es el trasfondo ideológico de lo que se conoce como “el 
modelo chileno”, aplaudido en todo el mundo. En lo sociológico, la antigua elite, 
propietaria de las haciendas, fue reemplazada por una nueva elite cosmopolita, 
vinculada a las inversiones y al capital financiero. Este reemplazo de elites 
desencadenó cambios estructurales en todo el país”. Son varios los autores que, 
desde distintos frentes, sostienen que este diagnóstico es la premisa sociológica 
sobre la cual se erige el Chile post-Pinochet. En el fondo: una nueva elite que 
irradia su influencia hacia las clases medias y hacia los pobres*, Los vehículos 
de esta influencia son, fundamentalmente, los medios de comunicación. La 
sociología alemana ha dedicado décadas de reflexión a tratar de entender cómo 
los medios influyen en la configuración del “sistema social”. 


Niklas Luhmann, uno de los autores de mayor influencia en la academia 


latinoamericana, ha sostenido que la televisión, las radios, los diarios y las 
revistas son los “constructores de la realidad”. En el pensamiento de Luhmann, 
la sociedad está formada por “sistemas sociales” determinados por un código 
binario que los diferencia de otros sistemas. En el derecho, por ejemplo, el 
código es “legal/no legal”**, Del mismo modo, los medios de comunicación son 
la expresión del código “información/no información”. Así, mediante la 
determinación de lo que es “informable” y lo que no, los medios dan forma a la 
“realidad social”, En Chile, este proceso de configuración de una “realidad 
social” está vinculado estrechamente a la televisión. En dos décadas, la industria 
televisiva se consolidó como fuente de información y también como espacio de 
ocio para los consumidores. Desde eventos deportivos a telenovelas, desde 
elecciones presidenciales a reality shows: la televisión como gran constructor de 
realidades. 


Niklas Luhmann, el padre de la “sociología sistémica”, sostiene que el sistema 
de los medios de masas se caracteriza por ser autopoiético. Esto significa, en 
breve, que el sistema informativo se genera a sí mismo y que su funcionamiento 
automático interno permite una clausura de operación que lo distingue de otros 
sistemas, como el jurídico o el económico. Estas dos características permiten que 
los medios ya no se preocupen por generar el fenómeno de la comunicación, sino 
por gestionarlo y aprovecharlo. En el fondo, la prensa posee una elevada 
conciencia de su función como “cuarto poder” de la sociedad. En Chile no 
tenemos una literatura lo suficientemente aguda en esto y se pasa por el alto el 
análisis de las pautas. 


Los medios tienen encimas que producen la “verdad informable”. Niklas 
Luhmann utiliza esa metáfora para describir el carácter orgánico de la prensa. 
Mar de Fontcuberta nos entrega un dispositivo analítico que permite profundizar 
en esa metáfora: el conflicto. A mayor abundancia, el intelectual uruguayo 
Héctor Borrat señala el rol que les cabe a los periódicos dentro de esa red de la 
red de conflictos: 


Dentro de esta red de conflictos múltiples y heterogéneos, el periódico puede 


verse involucrado de diferentes maneras, sea como parte, sea como tercero. Para 
entrar a su consideración, la sociología del conflicto es una mediación 
indispensable. Nuestra propia percepción del periódico cambia según el nivel de 
involucración que le asignemos ante un conflicto en concreto, ante los conflictos 
que más nos involucran a nosotros mismos, ante los conflictos de mayor 
importancia, o de mayor intensidad, o de mayor violencia, ante los conflictos en 
general?”, 


Gerd Bucerius, editor del Die Zeit, decía que es “importante saber contra quién 
tiene que luchar” un periódico. Esto implica conocer su “antagonista principal”. 
En general, los diarios no tienen antagonistas claros ni definidos. Sin embargo, 
existe una relación de conflicto positivo identificable en los adversarios del 
medio, en sus competidores. Cada periódico presenta una tipología del conflicto 
y una manera de acercarse a ellos que lo identifica y lo diferencia de su 
competencia. Esto permite establecer un nicho comercial y sociológico que 
agrupa a sus lectores. 


La prensa y el poder, entonces, están imbricados de tal forma que el uno y el otro 
no se entienden sin comprender su relación. Y el rol de la elite en esta relación es 
clave. Por ende, es interesante observar cómo los medios de prensa, 
fundamentalmente El Mercurio y La Tercera, son agentes de construcción de 
realidad en la transición chilena. Sus notas, sus columnistas, sus editoriales, lo 
que dicen y no dicen son parte de la creación de la cultura de la fronda. 


El Chile actual tiene elementos que confluyen todos hacia una sociedad del 
simulacro. Su pieza maestra es la Constitución, que ha permitido simular 
competencia, debate y deliberación, pero la televisión, la prensa, las 
universidades, el mercado, la sociedad civil, todo parece un simulacro, una 
puesta en escena que se presenta como la verdad, el consenso, el único orden 
posible e inalterable. En la televisión esta lógica tiene una cara grotesca con la 
farándula y la prensa amarillista; todo lo privado es puesto en público como una 
verdad íntima, revelada tras un manto de fama. 


Curiosamente, Chile es un país donde todo es privado, salvo la vida privada. En 
la sociedad chilena del simulacro vemos que el antiguo panóptico, aquel donde 
unos pocos pueden vigilar a muchos, hoy convive con un sinóptico, donde 
muchos observan a unos pocos. La lógica televisiva del reality show se expandió 
en todas direcciones y hoy nada puede escaparse de su égida. La puesta en 
escena, el espectáculo, está presente en cada rincón de la sociedad chilena. Ya en 
los ochenta Pinochet supo leer la tendencia y se rodeó de rostros de televisión, 
reinas de belleza y asesores comunicacionales. No es raro que, treinta años 
después, Sebastián Piñera tuviera su propio encargado de imagen presidencial. 


El espectáculo y sus estándares han penetrado en todo porque todo se trata de 
una puesta en escena. Basta revisar la enorme cantidad de videos grabados por 
artistas, actrices, actores, cantantes y humoristas a favor de varias causas y 
candidaturas. Todos recurren a ellos porque, durante veinte años, la Concertación 
enseñó a usarlos como herramienta política. Fue Ronald Reagan el primero en 
aprovechar la similitud entre la industria del entretenimiento y la política, pues 
en ambos casos basta aprenderse un guion y repetirlo convincentemente ante las 
cámaras. Fue la Concertación quien mejor supo aprovechar esto a su favor en el 
Chile post-Pinochet. Algunos autores hablaron en los noventa de la “democracia 
protegida”, otros de la “democracia tutelada”, pero ninguno se planteó la idea de 
una “democracia simulada”. 


La “nueva” información 


Hacia el año 2011, un 94% de los chilenos que tenía acceso a internet usaba las 
redes sociales?”?, A ese dato duro debemos agregar que dos tercios de los chilenos 
entre dieciocho y veintinueve años se conectan diariamente a las redes sociales. 
Del mismo modo, sabemos que los internautas destinan el doble de tiempo a usar 
redes sociales comparado con el que destinan a leer sus emails. A la hora de 
informarse, las personas confían más en sus redes de contactos que en los 
medios tradicionales. 


Las antiguas “audiencias” se han transformado en “usuarios empoderados” que 
han modificado la estructura tradicional de los medios de información. Esto 
presenta beneficios y amenazas para la profesión del periodista, para la 
configuración de las empresas informativas y para la cultura de la información 
en que todo esto ocurre. Si tuviéramos que pasar revista a los beneficios, estos 
saltan a la vista: las redes informan, fomentan el diálogo, son ejes del manejo de 
crisis, movilizan a los ciudadanos, miden la opinión pública, entregan golpes 
periodísticos, permiten acceso a gran cantidad de fuentes, son un buscador de 
opiniones online y masifican la información de formas impensables según los 
cánones del siglo XX. En el fondo: son un nuevo instrumento narrativo. 


La nueva carretera también acarrea peligros y amenazas. La información y los 
rumores corren más rápido en las redes. A contrario sensu: la desinformación 
demora más en corregirse en las redes. En las redes sociales, cada palabra 
cuenta. Cuando uno habla, Google, Twitter y Facebook gritan. Cuando las redes 
sociales convocan a una protesta, esta puede cambiar el destino de un gobierno. 
Ya lo saben bien Sebastián Piñera, Michelle Bachelet y el propio Ricardo Lagos. 


Los rumores o la información no confirmada que corre por la red es otro punto 
interesante. En Twitter ocurre algo similar, toda vez que se evidencia un 
fenómeno según el cual la información online ya no se mide por su rigor y 
transparencia, sino por el cumplimiento de ciertos parámetros estéticos y 
emotivos. Toda la modernidad está cruzada por ese ideal: la comunicación plena, 
la información inmediata, la conexión universal. El problema es que, como 
sucede con cada innovación mediática, corre el peligro de volverse un fetiche y, 
como tal, confinarnos más en nuestro rol de espectadores impotentes y 
avasallados de una realidad escrita por otros. En el fondo: allí donde se promete 
información y comunidad puede haber indiferencia y rumores. 


El punto cumbre de esta nueva lógica informativa ocurrió durante la campaña de 
primarias presidenciales de 2017. En un programa de Chilevisión y CNN, 
denominado Aquí está Chile, se innovó con un formato donde los ciudadanos, 
directamente, interpelaban a los candidatos. En la emisión correspondiente a la 


candidatura de Beatriz Sánchez, del Frente Amplio, una de las personas que la 
interpeló se refirió al aumento de la delincuencia en Chile. Pablo Oporto, el 
ciudadano en cuestión, señaló haber asesinado a doce personas en legítima 
defensa. La candidata presidencial quedó descolocada ante el testimonio de 
Oporto, y su reacción luego fue objeto de crítica por los analistas políticos. El 
impacto de la historia de Oporto conmocionó a los medios; prácticamente toda la 
opinión pública se refirió al episodio. Sin embargo, a las pocas semanas, la 
revista Sábado, de El Mercurio, publicó un reportaje aún más inquietante. Según 
se puede leer en el reportaje de los periodistas Rodrigo Fluxá y Arturo Galarce, 
la historia que Oporto contó era falsa. Los doce muertos no existían, fue todo 
una fantasía que él contó a los medios y estos, ávidos de la noticia, la 
reprodujeron sin cuestionamiento alguno. 


La fronda al desnudo 


En medio de la crisis originada por el financiamiento ilegal de la política, 
surgieron también periodistas críticos. El periodista Daniel Matamala ha 
destacado como una de las voces más influyentes del nuevo periodismo chileno. 
Por “nuevo” léase un periodismo no alineado con el aparato de poder de la 
transición, un periodismo que vuelve a creer en la libertad de expresión. El 
nuevo periodismo es un antiguo periodismo. Poderoso caballero es la 
sistematización más completa que se conoce sobre el financiamiento de la 
política en Chile, campañas y partidos. Sin embargo, el libro no se agota en esa 
veta actual; también escudriña el pasado y saca a relucir interesantes datos que 
sirven para armar una cadena genealógica entre el paradigma actual y los 
paradigmas pasados. 


Una clase política incestuosa que se acuesta con la elite empresarial en la misma 
cama mientras dice gobernar para la mayoría. Campañas políticas financiadas de 
forma ilegal, partidos políticos financiados de forma irregular. El país ya conoce 
buena parte de la verdad, aunque nadie la había ordenado como lo hace 
Matamala. Agrega, a mayor abundancia, un informe de las empresas que han 
rectificado ante el Servicio de Impuestos Internos sus declaraciones. Esta es la 


hebra principal del “Chile-Gate” que vivimos y vale la pena reflexionar 
brevemente sobre lo curioso que resulta canalizar un problema de la envergadura 
del que enfrentamos a través de un organismo técnico y especializado como el 
SII. Estamos tratando de hacer pasar el mundo por el ojal de una aguja 

tributaria. 


Hay episodios históricos en que el libro aporta datos sumamente vinculados al 
presente. Uno de ellos son las gestiones que el expresidente Lagos realizó a 
favor de firmas españolas durante su gobierno. Estos datos solo confirman las 
informaciones que ya circulaban sobre los vínculos de Lagos con determinadas 
corporaciones ibéricas. En la cultura española no es raro que los expresidentes se 
vinculen con las empresas privadas; por ejemplo, José María Aznar es hoy 
lobbista de Endesa España, como también Felipe González hace gestiones por 
Gas Natural, empresa madrileña. Sin embargo, Lagos aparece aquí haciendo 
gestiones en su propio gobierno en favor de empresas concesionarias que son su 
natural contraparte y no su aliado. Es parte de la extraña lógica corporativista 
que gobierna Chile. 


El panorama no se agota, solamente, en la arista financiamiento, ya sea de 
campañas o partidos. Matamala acierta ampliando el foco y observando otras 
tres maneras en que los intereses del dinero se cuelan por las rendijas de la 
democracia hasta saturar las cañerías del debate público. Aquí aparecen el lobby, 
las puertas giratorias y los centros de estudios. El primero tiene hoy una ley 
deficiente, fruto de una tramitación tortuosa que fue amputando a los proyectos 
de todo contenido que regulara a las oficinas de lobby y otros actores de forma 
que estos tuvieran obligaciones legales. Al revés: se terminó estableciendo una 
ley de transparencia de las audiencias públicas que genera un precipitado de 
registros. 


Las puertas giratorias son víctima de la confusión conceptual que ha generado en 
Chile la agenda proseguridad. Suele creerse que las puertas giratorias son 
aquellas por donde circulan de ida y de vuelta los presos. En el mundo, en 
cambio, las puertas giratorias se refieren al flujo de personeros clave entre la 


política y los negocios, entre los directorios y los ministerios. Matamala entrega 
una larga lista de casos que se ajustan todos a un uso elitario de la clase dirigente 
chilena, que no entiende ya de fronteras entre lo público y lo privado. Las 
puertas giratorias son un dispositivo fundamental para entender cómo opera 
“microfísicamente” el vínculo entre la política y los negocios. 


En el mundo se conocen reglas de enfriamiento, en que las autoridades deben 
abstener dos años entre un cargo y otro, pudiendo trabajar en otros rubros y 
obteniendo parte de su sueldo anterior de parte del fisco. En Chile, el Informe 
Engel ha propuesto un año de plazo. Este es un debate global; por ejemplo, en 
España se discute si ampliar los plazos de dos años, especialmente luego de 
algunos casos de gran connotación. Un caso español vincula a Chile, pues una 
exministra del Gobierno de Rodríguez Zapatero, la señora Elena Salgado, fue 
contratada a las pocas semanas de dejar su cargo por Endesa España, saltándose 
las reglas de puertas giratorias. ¿Cómo lo hicieron? Fácil, Enel Italia ordenó su 
contratación a través de Endesa España y esta, a su vez, lo ordenó a Enersis 
Chile. Así funcionan las puertas giratorias en el mundo de hoy. Por ende, es 
conveniente pensar si un plazo de un año no abrirá el apetito a los turistas 
regulatorios que usan ciertas reglas para saltarse otras normas locales, que en sus 
países les resultan más restrictivas. 


Matamala logra, entonces, diagnosticar fielmente el mapa del problema que 
enfrentamos. En sus tres aristas, a saber: financiamiento, lobby y puertas 
giratorias. Matamala dibuja así una clase política y una clase empresarial que se 
encuentran mezcladas a niveles alarmantes. 


Lobbistas-columnistas 


Una de las características que más llama la atención del mercado del lobby en 
Chile es que los principales lobbistas de la plaza son también columnistas de los 
medios más relevantes. Este el caso, por ejemplo, de Cristina Bitar y Gonzalo 


Cordero, de la oficina de lobby Azerta. Ambos participan en medios de 
comunicación como columnistas, tanto en radio como en diarios; sin embargo, 
nunca dejan claro al lector o al oyente que ellos son dueños de una empresa de 
lobby. ¿Debieran hacerlo? Es una pregunta compleja, pues no existe una norma 
clara en la legislación chilena, ni en sede de medios ni en sede de lobby, que 
atienda a esta cuestión. En el mundo, además, es una rareza encontrar lobbistas 
profesionales que ejerzan a la vez como columnistas regulares de medios de 
comunicación. 


Esta práctica, que vincula a las oficinas de lobby con los medios, la llevan a cabo 
varias empresas, tales como Tironi Asociados, Imaginacción Consultores y 
Extend. Todas ellas, en forma permanente o temporal, han tenido espacios 
regulares en los medios de comunicación masivos. Allí, sus ejecutivos ejercen el 
rol de analistas de la realidad. Es interesante preguntarse si acaso estas personas 
tienen o no el deber de informar al público sobre sus posibles conflictos de 
interés como columnistas y lobbistas. 


Cabe recordar que, en 2015, fue agregado el artículo vigésimo al Código de 
Ética del Colegio de Periodistas. En dicho artículo se señala: “El o la periodista 
deberá transparentar los posibles conflictos de intereses que puedan tener 
incidencia sustancial en la orientación del trabajo periodístico final”. 


En una interpretación amplia de este artículo, debemos entender que no solo el 
periodista individual tiene una obligación de transparentar sus conflictos de 
intereses. Una interpretación amplia de este artículo muestra que es el medio de 
comunicación, cada diario, cada revista, el que debe informar a su público sobre 
los conflictos de intereses que puedan tener incidencia en la construcción de 
pauta de dicho medio. A este respecto, debieran ser los mismos medios de 
comunicación quienes señalen a los lobbistas que escriben columnas como 
personas que pertenecen a una determinada oficina de lobby. 


Junto con eso, pareciera razonable sostener que se debe agregar una norma a la 


Ley de Lobby 20.730 en donde se regule la relación entre oficinas de lobby y 
medios de comunicación. Hasta aquí, rige una total desregulación que permite el 
flujo de personas entre ambos mundos sin mayores obligaciones. Esta relación 
ha sido analizada por Enrique Correa, quien escribió junto a Luis Álvarez un 
artículo titulado “El lobby y la prensa en Chile: relaciones positivas”. En este 
texto, los autores sostienen que existe una dinámica positiva entre ambos campos 
simbólicos, pues la prensa entregaría transparencia y visibilidad a la industria. 
Del otro lado, el lobby necesitaría deshacerse del manto de sospecha que pesa 
sobre él. Esta dinámica positiva, sin embargo, pierde de vista la posible 
articulación de intereses privados desde oficinas de lobby hacia medios de 
comunicación. 


A este respecto, no puede sino llamar la atención que el mismo Correa fuera 
columnista por años en los medios de prensa más masivos del país; misma 
estrategia que han seguido Eugenio Tironi, Gonzalo Cordero y Cristina Bitar, 
entre otros. Ellos han sabido vincularse en dos niveles con la prensa: por un lado, 
de forma individual como columnistas; por otro lado, como ejes 
organizacionales de sus empresas de lobby. Esta dinámica les resulta 
especialmente útil para el manejo de crisis, cuando necesitan poner por delante 
la versión de su cliente sobre los hechos ocurridos. También sirve la prensa 
como tribuna desde donde “sumarse” a grandes causas, como el crecimiento 
económico, la familia o el clima de acuerdos, lo que garantiza siempre una 
posición de constructores de realidad. 


Las empresas de lobby necesitan, en Chile, dos tipos de profesionales. Por un 
lado, reclutan científicos sociales, como sociólogos, y, por otro lado, reclutan 
periodistas o exeditores de medios de comunicación. Ambos perfiles se 
complementan con la guinda de la torta: los políticos privatizados o en espera de 
la próxima elección. Esta combinación permite un flujo entre la academia, la 
prensa, las empresas y las instituciones públicas. Ese flujo ha sido muy bien 
aprovechado por las oficinas de lobby más grandes del país. Ellos han logrado 
establecer un verdadero canon de acción para ser “influyentes”. 


El extraño caso del presidente que financiaba campañas 


Uno de los reportajes más comentados del año 2014 fue el que incluía un detalle 
de las 242 sociedades que aportaron dinero a la política durante 2013. En el 
trabajo de los periodistas Francisca Miranda y Francisco Artaza se puede leer 
una nómina liberada por el Servicio de Impuestos Internos que contenía a las 
empresas que se acogieron a los beneficios tributarios derivados de las 
donaciones a la actividad política en virtud del código 793 de la Declaración 
Anual de Impuesto a la Renta, 


En el reportaje se hace explícita mención a Inversiones Santa Cecilia S.A., 
sociedad anónima cerrada de propiedad del expresidente Sebastián Piñera. Dicha 
empresa y Bancard S.A. son sus dos principales vehículos de inversión. Según la 
información disponible, el fideicomiso ciego establecido por el expresidente 
consta de cerca de 1.700 millones de dólares y está en manos de cuatro 
operadores financieros: BTG Pactual, Larraín Vial, Moneda y el Banco BICE, 
que operan como mandatarios de las sociedades y del propio Piñera como 
persona natural. Estas entidades administran los dineros habidos por la venta de 
LAN y Chilevisión, entre otros, aunque existe una importante parte del 
patrimonio de Piñera que se encuentra fuera del fideicomiso. 


No existe ninguna norma legal que prohíba que un presidente de la República 
financie campañas electorales. No hay tampoco inhabilidades constitucionales ni 
preceptos administrativos que puedan invocarse para poner a Piñera en situación 
de ilegalidad. Sin embargo, el estándar legal no agota las preguntas ni responde 
todos los problemas. Resulta al menos poco razonable que el presidente en 
ejercicio financie campañas electorales en base a su propio patrimonio privado. 


En primer lugar, Piñera mezcla la esfera de lo público y de lo privado, actuando 
como presidente en un lado y como financista electoral en el otro. En segundo 
lugar, Piñera deja ver una nítida preferencia política al elegir a cuáles candidatos 


apoyar y a cuáles no. Esta preferencia se ejecuta no mediante instrumentos 
públicos —como en los llamados casos de intervención electoral —, sino 
mediante instrumentos privados, la fortuna personal que ostenta el expresidente. 
En tercer lugar, Piñera concentra poder de manera desmedida al financiar 
campañas. Dicho de otro modo, pese a que la Ley 19.884 sobre Financiamiento 
Electoral no establece reglas específicas relativas a los funcionarios públicos, el 
buen juicio indica que estos deben abstenerse de financiar campañas electorales. 
Más aún si se trata del presidente de la República. La información disponible no 
permite saber a qué candidatos financió el entonces presidente Piñera ni si sus 
donaciones se limitaron al campo parlamentario o también se extendieron al 
campo presidencial. Sobre este último punto, desde el día siguiente de la 
segunda vuelta circula la información referente a que el expresidente habría 
aportado dinero a la campaña de Evelyn Matthei. De ser cierto, esto último es 
una cuestión muy seria que debe ser expuesta ante la opinión pública, 


Al ser consultado su entorno, estos responden que las donaciones reservadas 
efectuadas por Inversiones Santa Cecilia S.A. son completamente legales y 
ajustadas al derecho. Ni el expresidente Piñera ni sus subordinados reconocen 
otro estándar más que la ley. En este sentido, es importante reivindicar que las 
leyes son un piso de convivencia civilizada y democrática, que permiten el 
respeto al igual valor de todos los ciudadanos. Ni el presidente ni nadie puede 
tener más derechos y atribuciones que el resto de los mortales. Piñera se excede 
en sus conductas al operar como financista de campañas electorales mientras 
ejerce el cargo. Todavía más, sería útil para la opinión pública el poder conocer a 
qué candidatos financió el expresidente, quiénes fueron aquellos hombres y 
mujeres que contaron con su respaldo económico personal. 


Este caso constituye una rareza en nuestra historia. No hay registro de 
presidentes financiando campañas, ni en Chile ni en el extranjero. Con el tiempo 
este podría volverse un caso de estudio, una situación impensada que nos entrega 
una lección gráfica y sencilla sobre lo que se está viviendo; es la mezcla 
sistemática del poder económico y el poder político. 


A todos les parece de lo más natural que el presidente financie campañas. Total, 
dicen, financiar campañas es una conducta privada más, otra forma de gastar el 
dinero, tal como comprar parques, clubes de fútbol, canales de televisión, 
acciones “B” de empresas eléctricas, y un largo etcétera. Valga repetir que la 
conducta de Piñera no tiene antecedentes en Chile. 


Los empresarios, preocupados todos de que exista un “buen clima” para los 
negocios y de cuidar la “reputación” de Chile, tampoco tienen nada que decir 
sobre la materia. En los foros de gente inteligente que organizan, donde se 
escuchan ponencias informadas y coloridas, allí no ha habido espacio para 
remarcar los hechos conocidos. 


Enade: experientia docet 


Cada Enade pasa con sus frases en latín y buenas intenciones público-privadas. 
El año 2015 la pregunta era quo modo, o cómo hacer. La prensa repitió, como 
cada doce meses, que allí se congregaron los máximos empresarios, junto a 
políticos, abogados y jóvenes intelectuales, todos animados a crear un mejor 
país. Tanta gente tan importante y tan bien intencionada reunida para mirar 
powerpoints y escuchar oradores debería ser motivo de celebración nacional. De 
hecho, lo es, o así parece al mirar las fotografías: todos tan alegres, tan 
contentos, con tanto entusiasmo conversando sobre el Chile del futuro. 


Ese año 2015, especialmente, fue un año marcado por la discusión sobre el 
financiamiento de la política; este año esperábamos todos que en la Enade se 
dijera algo. “Algo” no cuenta como vagas referencias al asunto, autocríticas 
masoquistas ni tampoco anuncios metafísicos de un próspero porvenir. Lo que 
estamos discutiendo en Chile, por si en la Enade no se han dado cuenta, son 
normas. Léase, normas, en un sentido amplio, amplísimo, que no restringe la 
discusión al Congreso, ni al Ejecutivo, ni tampoco a las leyes de la República. 
Hablamos sobre normas en el sentido de directrices de comportamiento que 


creemos necesarias, que nos permiten coexistir con otros y a la vez conocernos 
con otros. En la Enade no se discutió —y rara vez se discute— sobre normas. 
Esto es paradójico en el contexto que vivimos, todavía más si oímos con cuidado 
lo que piden los empresarios en sus intervenciones: “Reglas claras”. En esta 
visión de mundo, las reglas las pone solamente el Estado, obviando así cualquier 
facultad o deber propio de regular su actividad. 


Al reconocer sus propios deberes y sus propias facultades regulatorias, los 
empresarios chilenos podrían dar señales claras de los estándares que defienden 
ante la opinión pública. De otra forma, estamos ante un reclamo que no tiene un 
correlato en las más íntimas prácticas empresariales. Las sanciones gremiales a 
la CMPC por el caso de colusión muestran una de las herramientas que tiene el 
empresariado, cual es “representar-y-castigar” a las empresas asociadas a sus 
gremios. Esa llave no agota, sin embargo, el manojo de facultades y 
herramientas normativas que tienen los gremios en particular y los empresarios 
en general para autorregularse y promover los estándares éticos que reclaman de 
lo público. En concreto, en la Enade se podría haber avanzado en la discusión de 
“aristas” de la relación entre dinero y política que podrían ser abordadas por el 
empresariado con normas propias a nivel gremial y a nivel de ética pública. 


En el Informe Engel se propuso a la presidenta que se regularan mediante una 
ley de inhabilidades las situaciones en las que una persona pasa de un cargo en el 
Estado a uno en el mundo privado y viceversa. Esto es especialmente importante 
en situaciones donde un trabajo y otro se encuentran íntimamente relacionados, 
transfiriéndose así el conocimiento acumulado (know-how, a propósito de quo 
modo), contactos y experiencia significativa entre lo público y lo privado. 


En el mundo de los negocios, los empresarios firman a menudo cláusulas de no 
competencia futura con sus trabajadores, precaviendo así la situación en que 
estos se pasan a la competencia. Si bien la relación entre regulador y regulado no 
es la misma que la de empresas que compiten en el mercado, la figura de las 
cláusulas de no competencia futura muestra una hebra que los empresarios 
chilenos deben entender: a veces es bueno limitar la propia libertad. Esto es lo 


que está en juego en las normas de puerta giratoria, que pretenden impedir que 
determinados intereses privados se nutran de bienes públicos para ganar ventajas 
en el mercado. También ocurre que las puertas giratorias abren la oportunidad a 
la captura de las instituciones regulatorias y, un paso más adelante, la captura 
cultural de la regulación y, finalmente, el capitalismo de amigos. 


La propuesta del Informe Engel contempla un plazo de un año de “enfriamiento” 
para impedir que las puertas giratorias sean inmediatas. Esto en la práctica 
implica una ampliación de la norma contenida en el artículo 56 de la Ley 
Orgánica Constitucional de Bases de la Administración del Estado, que 
actualmente establece un plazo de seis meses para un puñado de funcionarios de 
instituciones fiscalizadoras. ¿Qué pueden hacer los empresarios en esta materia? 
La Enade era el lugar perfecto para plantearse como clase empresarial la 
importancia de regular las puertas giratorias y de comprender los riesgos y 
oportunidades de estas normativas. Más allá incluso, en sus instancias gremiales 
pueden promover normas de soft law o derecho “blando”, constituido por 
recomendaciones, sugerencias, directrices que alerten sobre las puertas 
giratorias. En Estados Unidos, en España, en Australia y en buena parte de las 
economías desarrolladas las puertas giratorias se encuentran reguladas con un 
plazo de dos años entre un puesto y otro. 


El funcionamiento de los directorios en las empresas chilenas deja mucho que 
desear. En primer lugar, se observa un fenómeno de concentración en 
determinadas personas. En Chile es normal encontrar personas que forman parte 
de cinco, seis, siete, hasta quince o veinte directorios. Esto tiene una explicación 
sociológica y otra íntimamente empresarial. Sociológicamente, estamos ante lo 
que Bruno Latour y Gabriel Tardé llamaron actores-red, es decir, individuos que 
se vuelven engranajes de una red que los trasciende. Económicamente, es 
conveniente suscribirse a este actor-red y sumar en el directorio a personajes 
importantes de la vida social o empresarial chilena. Es así como en los noventa 
se volvió popular el concepto de “director con perfil público”, esto es, personas 
que han pasado por la política o que tienen fuertes conexiones con el aparato 
estatal. 


Junto a este fenómeno, se observan directorios dominados por hombres, 
provenientes de ciertas universidades y ciertos colegios. El pluralismo que se 
reclama como principio para regenerar la política también debería guiar la 
composición de los directorios. Del mismo modo, la labor de los directorios debe 
ser más transparente, proporcionando más información a la opinión pública y 
estableciendo sus propias incompatibilidades con oficinas de lobby y directivas 
de partidos políticos. Hoy es posible ser director de empresas, a la vez que dueño 
de una agencia de lobby, a la vez que vicepresidente de un partido político. Los 
directorios, como engranaje fundamental de las empresas chilenas, deben ser 
materia de reforma y de pensamiento crítico. El asunto no se agota, solamente, 
en la Ley 18.046 de Sociedades Anónimas. El empresariado puede avanzar en 
normas de ética empresarial y ética pública, en recomendaciones y sugerencias 
que permitan contar con datos claros respecto al cumplimiento del deber de 
cuidado de los directores y los deberes de los comités de directores, así como de 
las obligaciones respecto de los sistemas de control interno. Los directorios 
chilenos, los gobiernos corporativos en general, deben adaptarse al nuevo 
estándar de ética y responsabilidad que el país exige. El empresariado chileno 
puede y debe construir gobiernos corporativos con más mujeres, más plurales en 
lo social, más transparentes en la gestión y menos cuoteados en sus lógicas. 


Mucho se ha discutido sobre la aplicación de la ley 20.730, cuyo foco está en 
transparentar la agenda de las autoridades. De tanto en tanto, algún medio golpea 
con información referente a parlamentarios o funcionarios que no están 
publicando sus agendas. Si bien este interés periodístico es completamente 
legítimo, esconde tras de sí que la ley de lobby aprobada en 2014 tiene un fuerte 
sesgo que impidió regular adecuadamente a las oficinas de lobby y a los gestores 
de interés, siendo estos últimos aquellos que no cobran por sus gestiones ante 
autoridades. Los gremios, por ejemplo, y las instancias empresariales en general 
son gestores de interés, pues la ley entiende que los lobbistas son aquellos cuyo 
rubro laboral es el lobby. Los empresarios, en cambio, al representar gremios, no 
serían lobbistas, sino gestores de interés privado. Esta sutil diferencia les ha 
permitido a los empresarios también evitar la discusión sobre lobby y las 
exigencias que implica la nueva ley. 


Actualmente, no existen procedimientos legales de auditorías financieras a las 


oficinas de lobby ni tampoco obligaciones a las empresas de publicar su gasto 
anual en lobby. Cabe decir que los y las lobbistas (en esto es bueno recordar la 
paridad) son muchas veces contratadas y contratados por los empresarios que 
asisten a la Enade. Los empresarios, por tanto, podrían impulsar normas de ética 
empresarial que obliguen a publicar este tipo de información y a promover las 
buenas prácticas en torno a la ley de lobby. Esto implica educar a sus 
representantes acerca de los formularios y de las categorías legales y 
excepciones que rigen conforme a la ley 20.730. Una regulación inteligente y 
una autorregulación comprometida son la mejor combinación para tratar el lobby 
empresarial con madurez. 


Muchos de los empresarios que asisten a la Enade financian, de buena fe, centros 
de estudios que promueven ideas sobre el mercado, la sociedad y las 
instituciones. Estos se encuentran revestidos de cierta superioridad intelectual, 
fruto de personas contratadas con grados académicos fuera del país en 
universidades respetadas. Hay otros, sin estos grados, que se las arreglan 
también para usar los centros de estudios como plataformas, trincheras o sillones 
acolchados desde donde empujar agendas. Los empresarios, todos conscientes de 
lo que hacen, no se preocupan, sin embargo, de la regulación de los centros de 
estudios; tanto es así que estos son hoy un descampado jurídico en Chile. Por de 
pronto, la etiqueta “centro de estudios” es convencional y no legal, por lo que 
eso que llamamos “centro de estudios” puede ser legalmente una ONG, una 
corporación o una fundación. Todas estas formas legales tienen particularidades, 
por lo que no es razonable que se encuentren todas mezcladas bajo la etiqueta 
convencional de “centro de estudios”. 


Enseguida, los centros de estudios pueden funcionar como verdaderos pulpos 
institucionales, con diversos brazos en diversas esferas. Estas instituciones en 
general producen “papers” o ensayos, libros, revistas, newsletters y 
publicaciones similares que venden a empresarios y al público en general. En 
estas vienen contenidas las “investigaciones” de sus “investigadores”. Al mismo 
tiempo, estas instituciones pueden vender bienes y servicios por los que les 
cobran a otras empresas. Paralelamente, pueden ser asesores de parlamentarios o 
de partidos políticos, a la vez que también pueden acogerse a ciertos beneficios 
tributarios. Incluso Bienes Nacionales puede otorgarles una propiedad donde 


funcionar. Más allá aún, la ley de lobby los excluyó de ambas categorías — 
lobbista y gestor de intereses—, por lo que se puede utilizar un centro de 
estudios como organismo de lobby sin estar contemplado en los registros de las 
audiencias. Esto es un descampado jurídico que debe ser regulado y que debe ser 
entendido desde las normas. Los empresarios que financian estas instituciones 
deberían tener la capacidad de reflexionar sobre la regulación de estas 
actividades. 


Puertas giratorias 


Suele creerse que las “puertas giratorias” son aquellas que permiten la salida 
pronta de los delincuentes de las cárceles. En el mundo, en cambio, el concepto 
“puerta giratoria” se refiere al flujo de personeros clave entre los negocios y la 
política, o entre los directorios y los ministerios. En el derecho chileno solo 
existe una norma genérica en la Ley Orgánica Constitucional de Bases de la 
Administración, en cuyo artículo 56 se establece una regla de seis meses 
intervalo entre puesto y puesto. Eso sí, solo opera para organismos 
fiscalizadores, que según el decreto asociado solo son cuatro, incluyendo a la 
Fiscalía Nacional Económica y el Sernac. Ministros y subsecretarios están fuera 
de esta norma, así como otros cargos clave dentro del Estado. El flujo funciona 
de ida y de vuelta, es decir, desde el Estado hacia lo privado y de lo privado al 
Estado. A continuación, casos sobresalientes de esta práctica. 


Un caso interesante es el ministro Eyzaguirre (PPD), pues proviene de Canal 13, 
empresa del Grupo Luksic. Entre febrero de 2014 y marzo de 2014 se produjo su 
salida del canal y su llegada al Ministerio de Educación, donde fue señalado 
como el hombre destinado a aplicar el programa de gobierno de Bachelet. 
Luego, se desempeñó como ministro secretario general de la Presidencia, lugar 
desde el cual se maneja la agenda legislativa de la república. 


Rodrigo Hinzpeter es otro caso interesante. El ex hombre fuerte del primer 


gabinete de Piñera inició su período como ministro del Interior, en marzo de 
2010, proveniente del reconocido estudio jurídico Álvarez Hinzpeter Jana. En 
2012 Piñera lo sacó de Interior y lo colocó en Defensa. En marzo de 2014, 
cuando terminó el gobierno de la derecha, Hinzpeter (RN) pasó de ser ministro 
de Defensa a ser gerente de Quiñenco, del Grupo Luksic. 


Rafael Guilisasti es uno de los empresarios más millonarios de Chile, dueño de 
la viña Concha y Toro, entre otras grandes inversiones. Es conocido como 
financista de la campaña de Andrés Velasco en 2013. Al iniciarse el segundo 
gobierno de Bachelet, Guilisasti fue nombrado como miembro del Consejo 
Directivo de Corfo. En esa condición, debió tomar decisiones sobre la 
investigación de SQM y sus sociedades cascadas donde había inversiones de 
Corfo, es decir, de todos los chilenos. La sorpresa vino en noviembre de 2015, 
cuando Guilisasti fue anunciado como el nuevo presidente de las “empresas 
cascadas” de SQM. Mucho se discutió sobre la cantidad de información que 
manejaba. Sin embargo, parece claro que estamos ante un caso de puerta 
giratoria. Guilisasti es conocido por su pasado Mapu y su amistad con Enrique 
Correa. 


El Grupo Luksic es particularmente hábil para usar las puertas giratorias. En el 
gobierno de Ricardo Lagos, el grupo decidió entrar con fuerza en el mercado de 
la banca. El objetivo era uno solo: comprar el Banco de Chile. En ese momento, 
el banco estaba en manos, entre otros, de Penta, quienes pedían una enorme 
suma de millones de dólares por la propiedad. El Grupo Luksic, luego de tomar 
la decisión de comprarlo, buscó la manera de financiar la operación. ¡La mejor 
solución que encontraron fue pedir un gigantesco préstamo al Banco del Estado! 
El encargado de aprobar la operación fue el presidente del directorio del Banco 
del Estado, el socialista Jaime Estévez Valencia. Estévez había sido diputado y 
contaba ya con una amplia red fruto de sus vínculos con el Mapu, partido en el 
que militó de joven, coincidiendo con Eugenio Tironi y Enrique Correa. 


Estévez aprobó el préstamo de 120 millones de dólares del Banco del Estado al 
Grupo Luksic para comprar el Banco de Chile. Una vez que terminó su período 


en BancoEstado, Estévez pasó al directorio del Banco de Chile. Es decir, 
primero les prestó el capital para comprar el banco y después lo colocaron en el 
directorio del mismo banco. Todo financiado por los chilenos. Luego de este 
paso por el mundo bancario, Estévez fue presidente de Cruzados SADP, entidad 
que controla el Club Deportivo Universidad Católica. 


El Grupo Matte también ha sabido usar estas puertas giratorias entre lo público y 
lo privado. Entre 2016 y 2017, este conglomerado recibió fuertes críticas por el 
caso de colusión en el papel higiénico. Esta colusión representó para los Matte 
una crisis de imagen sin precedentes. Para enfrentarla, reclutaron de forma 
sistemática a personas vinculadas con la esfera pública. El Consejo para la 
Transparencia es una instancia dedicada a los temas de transparencia en Chile, 
promoviendo buenas prácticas y políticas sobre probidad. Durante 2016, su 
presidenta era la exministra Vivianne Blanlot (PPD), quien súbitamente anunció 
que pasaría a formar parte del directorio de la Papelera del Grupo Matte, 
conocida por la sigla CMPC. Este es un caso de puerta giratoria curioso, pues 
Blanlot no renunció a su cargo en el Consejo para la Transparencia, sino que se 
mantuvo en ambos puestos a la vez. Sostuvo que no se trataba de un cargo de 
dedicación exclusiva. En este caso se aprecia que el Grupo Matte, golpeado por 
el caso de colusión del papel higiénico, salió al mercado a buscar transparencia y 
símbolos de probidad. Otro de los elegidos para sumarse el directorio de CMPC 
fue el excontralor Ramiro Mendoza, quien después de dejar la dirección del 
órgano fiscalizador pasó a ser decano de una universidad precordillerana y luego 
anunció que se sumaba al comando de Piñera en 2017. 


El caso más sorprendente, que muestra el uso de las puertas giratorias en la elite, 
es el de Alfredo Moreno, excanciller de Piñera. Moreno fue siempre un hombre 
de negocios. Su carrera hizo fama cuando tomó el control del Grupo Solari y su 
empresa ancla: Falabella. Por ende, no sorprendió cuando Piñera lo llamó al 
gabinete en 2010, aunque sí sorprendió la posición que le entregó: la Cancillería. 
Mayor sorpresa hubo cuando, en el segundo semestre de 2014, a pocos meses de 
dejar el cargo, se anunció que sería el nuevo presidente de Penta, ante la crisis 
que afectaba a Délano y Lavín en medio del escándalo por el financiamiento 
ilegal de la política. Así, quien fuera representante de todos los chilenos en 
temas internacionales pasó a ser el representante de la empresa más cuestionada 


del país. Y el asunto no se detuvo allí. Aún como mandamás de Penta, Alfredo 
Moreno fue electo presidente de la Confederación para la Producción y el 
Comercio (CPC). Moreno asumió en marzo de 2017, sin competencia y en un 
clima de consenso en torno a su figura. Moreno resume, en su persona, la trenza 
que explica el poder de la fronda: la unión entre el poder político, el poder 
empresarial y las instancias gremiales. 


Tercera parte: 


El país de la fronda 


“Quien fracasa en la sociedad neoliberal del rendimiento se hace responsable de 
sí mismo y se avergienza, en lugar de poner en duda a la sociedad o al sistema. 
En esto consiste la especial inteligencia del régimen neoliberal. Dirigiendo la 
agresividad hacia sí mismo el explotado no se convierte en revolucionario, sino 
en depresivo”. 


Byung-Chul Han, La sociedad del cansancio. 


¿Y cómo es este país de la fronda, en pleno siglo XXI? Sobran los análisis que 
halagan la gestión económica del país, sin embargo, no se ha escrito una 
contracrónica de esta época. La segregación social, los privilegios y la 
precarización del trabajo y la vida son todos fenómenos que coexisten con el 
aparente éxito de las elites. Es más correcto hablar de un balance ambivalente, 
donde los resultados de algunas áreas del país no se condicen con otras. Del 
mismo modo, la vida diaria tiene elemento significativo para analizar la época. 
La velocidad, la pornografía, los anuncios publicitarios y los barrios de la elite 
permiten observar las claves de una forma de vivir. Esta es la contracara del país 
de la fronda. 


Un país desigual 


A mediados de 2017, el Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo 
(PNUD) publicó un crítico informe respecto a la desigualdad en Chile. Sus datos 
alarmaron a la elite política y a los columnistas, pese a que el tópico ya viene 
dominando la escena hace al menos un lustro. La desigualdad es, hoy, el gran 
tema que se le discute a la fronda: su incapacidad para crear un espacio de lo 
común entre unos y otros. El informe del PNUD comienza diciendo: 


En Chile, decir que el país es desigual es una obviedad. La desigualdad es parte 
de su fisonomía histórica, un rasgo estructural del orden social desde sus inicios 
hasta nuestros días. Para los habitantes es un elemento esencial de cómo 
entienden el país donde viven y la posición que ocupan en la sociedad. La tasa 
de pobreza se ha reducido de manera notoria, los ingresos de los hogares han 
aumentado de forma considerable, la matrícula escolar y universitaria se ha 
expandido significativamente y el sistema democrático se ha mostrado estable. 
Pese a ello, la desigualdad sigue siendo una pesada herencia de la cual Chile no 
parece poder desprenderse con facilidad. La persistencia de enormes diferencias 
socioeconómicas, que se reflejan en espacios urbanos segregados, tratos 
discriminatorios y capacidades muy distintas de influencia y poder, son una 
mancha en un listado de logros de los cuales el país puede sentirse, con justa 
razón, orgulloso?”, 


Pese a este cuadro general, es decir, pese a que el país ha avanzado 
sustancialmente, hay manchas que ensucian el listado de logros del país. A la luz 
del propio informe, las desigualdades de esta época son algo más que manchas. 
Un rasgo central de la desigualdad en Chile, hacia finales de la segunda década 
del siglo XXI, es la concentración de ingreso y riqueza en el 1% más rico. Esta 
es una dimensión que no se incluye en los instrumentos locales que miden la 
desigualdad, como la encuesta Casen, puesto que las encuestas de hogares, como 
tales, subestiman metodológicamente o no logran registrar los ingresos de la 
población más acomodada. 


La desigualdad que es fruto de la diferencia de ingresos y salarios debe 
analizarse también en el contexto del sistema de pensiones. Según el PNUD, 


alrededor de la mitad de los jubilados percibe hoy una pensión inferior a un valor 
mínimo, definido en ese trabajo como un 70% del salario mínimo. Este resultado 
considera la pensión contributiva (pagada por la AFP o el IPS) más el monto que 
provee el Estado como aporte previsional solidario (APS). Según el PNUD, en 
ausencia de este componente, un 72% de los adultos mayores habría recibido 
una pensión inferior a la mínima en 2015. 


A esto debe agregarse la percepción de un trato diferenciado que reciben las 
personas por razón de su posición en la estructura social. Según el estudio, en 
Chile las desigualdades cristalizan en modos de interacción, en cómo las 
personas son tratadas, en cómo el respeto y la dignidad se confieren o deniegan 
en el espacio social. 


En la encuesta PNUD-Des 2016, el 41% de la población encuestada declara 
haber experimentado en el último año alguna forma de malos tratos, desde ser 
pasado a llevar, ser mirado en menos, ser discriminado o tratado injustamente. 
Consultadas las personas sobre las razones, la clase social (43%) y ser mujer 
(41%) aparecen a considerable distancia de todas las demás como las razones 
más frecuentes de la experiencia de malos tratos. En tercer, cuarto y sexto 
lugares aparecen razones íntimamente ligadas a la posición social de las 
personas: el lugar donde vive (28%), su vestimenta (28%) y su trabajo u 
ocupación (27%). La experiencia de las personas encuestadas coincide con el 
tono de las conversaciones cotidianas de los chilenos: Chile es un país clasista. 
El machismo y el clasismo gatillan todo tipo de experiencias de menoscabo y 
discriminación**, 


Esta idea de que vivimos en un país desigual se refrenda en estudios y ensayos, 
volviéndose el tema central de este lustro. Si hubiera que hacer un listado de 
esos aspectos centrales que gatillan la desigualdad estructural, el PNUD ofrece 
una serie de elementos a considerar: 


Primero, una estructura productiva con circuitos diferenciados de productividad, 


cualificaciones y calidad del empleo, lo que deriva en una gran masa de 
trabajadores con bajos salarios””. 


Segundo, un patrón en que el capital y los ingresos están muy concentrados en 
un conjunto de grupos económicos, cuya propiedad está en manos de un número 
reducido de personas, 


Tercero, un Estado insuficientemente involucrado en las tareas de redistribución 
y provisión de seguridades para los ciudadanos?”. 


Cuarto, concentración del poder político y sobrerrepresentación de los grupos de 
mayores ingresos en los espacios de toma de decisionesó, 


Quinto, un sistema educativo cuya estructura altamente segmentada no permite 
asegurar la suficiente igualdad de oportunidadesf!, 


Sexto, la consolidación de una serie de principios normativos que en algunos 
dominios justifican las desigualdades existentes y socavan las dinámicas de 
integración social, mientras que en otros demandan mayor igualdad*. 


De ser ciertos, estos seis aspectos configurarían un escenario de mal pronóstico 
para el devenir institucional chileno. Los bajos salarios, la concentración del 
capital, la ausencia del Estado, la sobrerrepresentación de grupos privilegiados 
en el sistema político y la crisis del sistema educativo serían raíces de la 
desigualdad galopante. Este informe, que se inscribe en una larga línea de 
estudios y ensayos referentes al tema, solo marca algunos indicios de la 
profundidad de esta arista en el Chile actual. 


La fronda machista 


Según un estudio realizado por Comunidad Mujer y el BID, hacia 2016 solo 
había un 6,6% de mujeres en los directorios de las cuarenta y dos empresas que 
componen el Índice de Precios Selectivo de Acciones (Ipsa)$. Eso significa que, 
del universo de 347 directores, solo 23 eran mujeres y ninguna de ellas presidía 
las empresas. El análisis indica, además, que el 57% de las grandes firmas no 
tienen una mujer en su directorio y que ninguna de las mujeres participa de más 
de un directorio. Aún más: hacia 2016, solo cuarenta y dos mujeres ostentaban el 
cargo de gerente de primera línea dentro de las empresas del Ipsa. Las mujeres se 
concentran, además, en posiciones de mediana jerarquía al interior de las 
organizaciones, probablemente debido a que allí tienen menos opciones de 
acceder a altos cargos. 


Si analizamos la participación de mujeres en los Gobiernos locales, los datos dan 
cuenta de un aumento en la elección de mujeres en alcaldías, que pasaron de 
tener un 6,4% de presencia en el año 1992 a 15,5% en el año 2013. A la vez, la 
participación de mujeres en la Cámara de Diputados aumentó desde un 5,8% en 
el año 1989 a un 15,8% en el año 2013. En el Senado, en tanto, aumentó desde 
un 5,3% a un 20%. En tanto, la participación de mujeres como dirigentes 
sindicales aumentó entre 2012 y 2015 de 23,6% a 26,6%. 


La participación de mujeres en el Poder Judicial mantiene el mismo rango, 
considerando que la presencia de ministras en la Corte Suprema fue nula hasta el 
año 2002, cuando alcanzó el 4,6%. A partir de ese año, la participación aumenta, 
llegando hasta un 26,3% en 2015. 


En cuanto al Poder Ejecutivo, la presencia de mujeres ministras de Estado ha 
fluctuado de manera considerable desde 1990 hasta hoy. Al retorno de la 


democracia, ninguna mujer era ministra, mientras que en 2015 se registró un 
34,8% de mujeres como secretarias de Estado. Bachelet llegó al poder en 2006 
con una promesa de paridad, que luego repitió en 2013. Sin embargo, en ninguna 
de las dos administraciones se logró cumplir dicho criterio. 


Todas estas cifras dan cuenta de la hegemonía masculina en la mayoría de las 
instancias de poder político y empresarial en Chile. 


El país endeudado 


La morosidad y el endeudamiento son otras aristas centrales de la época. Así se 
desprende de un informe de deuda elaborado en 2017. En el estudio, que analiza 
datos del primer trimestre de ese año, se reveló que existían más de cuatro 
millones de personas que no están al día en sus pagos. La cifra representa un 
nuevo récord: un 9,7% superior a lo registrado en el mismo lapso de 20164, 


El estudio detalla que las cuentas impagas provienen mayoritariamente del sector 
multitienda, más conocido como retail, con un 40%; la banca, con un 39,9%, y 
en una menor cantidad se acumula en las cajas de compensación. La Encuesta 
Financiera de Hogares (EFH) es una iniciativa del Banco Central de Chile que se 
realiza desde el año 2007 y tiene como objetivo generar información detallada 
del balance financiero de los hogares, permitiendo una comprensión más amplia 
del comportamiento financiero de los chilenos. Si observamos los resultados de 
este instrumento, podemos ver que, en 2014, el 73% de los hogares chilenos 
tenía alguna deuda y que de ese total la más común era la deuda de consumo. 
Este porcentaje representa un crecimiento respecto de la primera encuesta 
realizada el año 2007, donde el endeudamiento alcanzaba a 70% de los hogares, 
y un leve aumento — inferior a un punto porcentual — respecto de la encuesta del 
año 2011. 


Los hogares encuestados fueron categorizados en estratos por ingreso. El estrato 
uno correspondió a hogares cuyo ingreso global, en pesos, alcanza hasta 
$762.434; el estrato dos, con ingresos de entre $762.454 y $1.710.000; y el 
estrato tres, con ingresos por sobre esta última cifra. 


Según los resultados de la medición, el tipo de deuda más común es la de 
consumo, con un 63% de los hogares; seguida de la hipotecaria, con 19%; la de 
educación, con 8%; otras deudas, con 7%; y automotriz, con 3%. El estrato de 
mayores ingresos concentra la mayor fracción de hogares con deuda, la que 
alcanza a 82,8% y registra un mayor crecimiento en esta proporción desde que se 
levanta la encuesta (2007). 


Solo una parte de estas cifras son explicadas por deuda hipotecaria. En la 
población total los hogares con deuda hipotecaria han aumentado de 16% a 19% 
entre 2007 y 2014 y, nuevamente, los hogares del estrato tres son los que 
muestran una mayor tenencia de deuda hipotecaria, con 37,4% en 2014. En el 
estrato uno, un 9% de los hogares tiene deuda hipotecaria y en el dos, un 23%. 


En cuanto a la tenencia de deuda de consumo de los hogares, que pasó desde 
61% en el año 2011 a 63% en 2014, la mayor proporción está en el estrato tres, 
con 70%. En el estrato uno, la mayor proporción de esta deuda es con casas 
comerciales (32%), lo que en el estrato dos alcanza a 26%. En el estrato tres, la 
mayor proporción es tanto con bancos como con casas comerciales, con un 27%. 
Un 23% del total de hogares tiene deudas con más de un tipo de oferente, lo que 
da cuenta de la importancia de contar con una base consolidada de deudores. 
Esta cifra aumenta por estrato de ingreso (16%, 29% y 34%, respectivamente). 


Tanto las tarjetas de débito como las tarjetas de crédito no bancarias son, en la 
actualidad, de uso extendido en todos los estratos de ingreso. El uso de tarjetas 
de débito alcanza a 50%, 76% y 84% en los estratos uno, dos y tres, 
respectivamente, y 65% para la población total; mientras que el de tarjetas de 
crédito no bancarias llega a 53%, 68% y 72% para los mismos estratos, y 61% 


para la población total. 


El país VIP 


En medio de la campaña presidencial de 2013, ocurrió un hecho digno de 
analizar. La información sobre los colegios escogidos por los miembros del 
comando de Michelle Bachelet para educar a sus hijos despertó una serie de 
comentarios*%. La mayoría fustigaba a los personeros por la aparente 
contradicción entre sus postulados políticos y su comportamiento privado. Otros, 
contestando la crítica, sostuvieron que no había tal contradicción y que no se 
podía demandar de estos sujetos una conducta franciscana en su vida diaria 
como condición sine qua non para la coherencia política. Sin embargo, ambas 
posturas, la del crítico y la del defensor, equivocan el camino y pierden la 
oportunidad de reflexionar sobre el trasfondo que el reportaje evidencia. 


El problema que muestra el artículo no es que los miembros del comando 
concertacionista escojan colegios privados para sus hijos; así lo hacen el grueso 
de los padres que pueden pagarlos. El problema no es, tampoco, que no prefieran 
los liceos, pues, salvo los denominados “emblemáticos”, son instituciones 
precarizadas y con bajos estándares de calidad. Es decir, no hay nada 
cuestionable ni inmoral en que los sujetos en cuestión busquen lo mejor para sus 
hijos, ya que así lo hacen todos los padres razonables del mundo. Por lo tanto, 
esta arista debe ser descartada del debate público por irrelevante. 


¿Cuál es, entonces, el asunto detrás de qué colegios escogieron para sus hijos los 
miembros del comando de Bachelet? 


El tópico en cuestión es el privilegio y el estatuto de los privilegiados respecto al 
resto de los habitantes del país. Los colegios mencionados no son como 
cualquier otro establecimiento particular pagado: son el símbolo por 


antonomasia de la sociedad construida durante los últimos cuarenta años. El 
reportaje los denomina “colegios VIP” dadas las altísimas mensualidades y 
cuotas de incorporación que cobran y, además, por el selecto grupo de personas 
que integran su comunidad académica. Es importante notar que para entrar a 
alguno de los establecimientos señalados no basta solo tener dinero, sino que se 
deben sortear una serie de procedimientos que funcionan como un colador 
social. Así, lo que estos colegios esconden, detrás de sus enormes edificios y 
altos puntajes PSU y Simce, no es más que un club de pertenencia para una 
pequeña elite que, a su vez, controla la generalidad del proceso político y 
económico. 


Los colegios VIP, entonces, no solo son un espacio educativo para los hijos, sino 
que también, en lo medular, son un centro de acopio de capital social para los 
padres. Los apoderados escogen estos colegios tanto para educar a sus niños 
como para encontrarse allí con otros apoderados y ampliar su red de influencias. 
O, como se suele decir ahora, para ganar más “contactos”. Esto es todavía más 
evidente si miramos los rankings internacionales y observamos el lugar que 
ocupan los colegios VIP chilenos en comparación con los del resto del mundo. 
En Chile, ni siquiera los que reciben mejor educación están bien educados; de 
ahí que nuestra elite no lea y descrea de las ciencias sociales. 


¿Por qué cobran tan caro? Difícil saberlo, pues no hay prestación de educación 
escolar que pueda valer tanto y tampoco hay indicios de lucro en ninguno de 
estos establecimientos. ¿En qué gastan el dinero, entonces? Una pista: lo que se 
observa es que hay una cierta tendencia al lujo y a la ostentación en los colegios 
más caros de Santiago. Un colegio de lujo es una rareza para la historia de Chile, 
marcada por los liceos fiscales y las escuelas públicas; de hecho, podríamos 
decir que nunca habíamos tenido este nivel de ostentación en la educación 
escolar, con precios que pueden superar incluso los mil dólares mensuales. 
Adicionalmente —y más importante aún—, es útil preguntarse: ¿qué tipo de 
niños estamos formando, rodeados de lujo y ostentación? 


La respuesta a esa pregunta es difícil y dolorosa. Si la supraelite chilena está 


educando a sus hijos en esos contextos, solamente podemos esperar que esos 
niños, cuando sean adultos, busquen instintivamente el privilegio, el lujo y la 
ostentación, porque eso es lo que han visto desde su más tierna infancia. Así, 
cuando tengan que escoger un trabajo, preferirán un estudio jurídico poderoso e 
influyente o una empresa millonaria y globalizada. Si son académicos, cuando 
tengan que escoger una universidad donde hacer clases tendrán especial 
debilidad por la ostentación precordillerana para así observar la ciudad desde 
arriba, con cierto aire imperial. Y así por delante: un niño formado en un 
contexto de lujo y ostentación desde su etapa escolar reproducirá esos estándares 
en todas sus decisiones, o bien se volverá un sujeto culposo y angustiado que 
buscará el privilegio por un lado y hablará contra el privilegio por otro. Este 
fenotipo suele encontrarse en las universidades públicas, tanto en los profesores 
como en los alumnos, y parece ser también el caso de los miembros del comando 
de la señora Bachelet. 


El problema, entonces, no es solamente la inconsecuencia de la izquierda chilena 
que despotrica contra el privilegio y luego lo busca como un adicto. Es, 
fundamentalmente, el problema de un país que tiene una elite irreflexiva que ha 
acumulado los símbolos del poder durante cuarenta años y hoy se ve cuestionada 
en la raíz misma de sus prácticas elitarias. Los hijos y nietos de esa elite son los 
depositarios de esos privilegios que se transmiten mediante instituciones que, a 
través de los precios y los mecanismos de selección, mantienen los símbolos 
lejos del grueso de la población. La diferencia que debe asombrarnos no es 
aquella entre los liceos y los colegios VIP, sino la brecha entre estos últimos y 
cualquier otro colegio particular. 


Así, si un niño que no asistió a un colegio VIP quisiera llegar a alguna de las 
mejores universidades del mundo, tendría que esperar no solo uno, sino varios 
milagros: dar una buena PSU, entrar a la Chile o a la Católica, superar los test de 
idiomas, ganar becas y ser aceptado afuera. Estas tareas son bastante más 
simples si se es bilingüe desde la infancia, se entrenan preguntas PSU desde 
octavo básico, se recibe el capital cultural de los compañeros y, además, se vive 
sin preocupaciones económicas. 


Y es que el drama que está detrás de los colegios VIP tiene también un sentido 
histórico que nos muestra algunas continuidades. En la década de 1920, Chile 
experimentó una severa crisis social y política que emergió como la culminación 
de una serie de movimientos sociales surgidos en el norte como consecuencia del 
abuso laboral contra los mineros del salitre. La llamada “cuestión social” 
apareció, entonces, como el concepto que englobaba las precarias condiciones de 
vida de parte importante de la población. Esto, contrastado con el lujo que 
ostentaba la elite de la época, produjo el quiebre paulatino de la legitimidad 
política y, finalmente, el ascenso de caudillos mesiánicos que se ocuparon de 
disparar, justamente, contra la clase que acumulaba los privilegios. El símbolo de 
las salitreras fue sustituido por las casonas del centro de Santiago, que de tanto 
en tanto eran asaltadas y destruidas por masas enfurecidas en una práctica que la 
historiografía denominó “la poblada”. Un libro sintetizó ese espíritu y lo 
convirtió en tesis: La fronda aristocrática, escrito en 1928 por Alberto Edwards, 
entonces ministro del dictador Carlos Ibáñez, que había desplazado de la escena 
al caudillo Alessandri Palma, quien luego volvería por sus fueros. 


Cuarenta años después de eso, en la década de 1960, Chile volvió a experimentar 
un ciclo de movimientos sociales y de profundo cuestionamiento a los 
privilegios de la elite. Ya no era el salitre ni las condiciones laborales lo que 
motivaba la irrupción de las masas, sino la hacienda y la desigualdad económica 
plasmada en la propiedad de la tierra. Ya sabemos cómo siguió esa historia: 
reformas agrarias varias, tomas de terrenos y violencia en las calles. Luego, el 
ascenso de líderes mesiánicos que disparaban contra la elite y, finalmente, el 
quiebre de la institucionalidad y el aterrizaje de un dictador. Visto en 
perspectiva, el proceso que explota en los sesenta es idéntico al que se vivió en 
los veinte. El componente que permite ver la continuidad es el privilegio 
acumulado en una diminuta elite que se ve cuestionada por la inmensa mayoría 
de la población, que, a su vez, busca líderes que encarnen sus demandas. 


Hoy, cuarenta años después del golpe de Estado, Chile parece vivir, nuevamente, 
un ciclo de movimientos sociales que cuestionan el privilegio. Hoy no son las 
salitreras, hoy no son las haciendas; hoy es la educación y los símbolos del poder 
que rodean los colegios y universidades. Ya no es un movimiento social de corte 
obrero, ya no es un movimiento ideológico sesentero; hoy es un movimiento 


estudiantil que removió las bases mismas de las prácticas elitarias. 


Los colegios VIP, así, son el templo de adoración del privilegio al cual acuden 
concertacionistas y derechistas por partes iguales y se constituyen como un solo 
cuerpo, un solo grupo-en-el-poder que cautela sus prerrogativas y acumula los 
símbolos sociales a través de la ostentación de los mismos. Los privilegios y los 
privilegiados son la clave analítica del Chile post-Pinochet. Y, a su vez, la 
pregunta es: ¿cómo podría deshacerse el gueto sociocultural? 


Los nuevos herederos 


El análisis de las elites es tema obligado para la sociología moderna. En Chile 
sabemos poco sobre eso. Sabemos, sí, que en los últimos ciento cincuenta años 
nuestra elite se ha expandido, abarcando a la clase media y a crecientes grupos 
aspiracionales. Sin embargo, esa expansión no ha sido suficiente. Somos un país 
pequeño, liderado política, empresarial, cultural y éticamente por una diminuta 
tribu endogámica que se lo ha repartido todo. Nada más evidente a la luz de la 
crisis institucional que atravesamos. De un momento a otro, todos parecen 
horrorizados ante el grosero nivel de concentración de poder que pesa sobre 
determinadas familias y clanes. El asunto, sin embargo, tiene raíces tan antiguas 
como el nacimiento mismo de la república. 


Pierre Bourdieu, el más lúcido de los sociólogos franceses, escribió junto a Jean- 
Claude Passeron un libro clave para comprender de qué hablamos cuando 
hablamos de elite. El volumen, titulado Los herederos, ha generado intensa 
polémica durante cincuenta añoséS, En palabras de Carlos Peña, un atento lector 
de Bourdieu, la tesis puede resumirse así: 


La función principal del sistema escolar, argüía el texto, era la de reproducir las 
divisiones sociales en vez de contribuir a remediarlas. Allí donde los franceses 


creían que la escuela era el lugar de la meritocracia, el sitio donde los ideales 
republicanos encontraban realización, Bourdieu y Passeron, con una amplia 
prueba empírica, sugerían lo contrario: la escuela eliminaba a los socialmente 
desfavorecidos y premiaba a los de mejor origen”. 


En Chile, este dato ha estado en el trasfondo de la discusión educacional desde 
2006 a la fecha. Tenemos certeza de que los ricos reciben mejor educación, más 
capital social y más herramientas que la clase media y esta, a la vez, un tanto 
mejor que los pobres. Ese plus con que se arranca desde la cuna se reproduce 
una y otra vez. Los mismos que fueron a los buenos colegios —salvo singulares 
excepciones— irán a las buenas universidades, serán los mejores alumnos, 
tendrán los puestos laborales más apetecidos, ganarán becas y conocerán el 
mundo entero. Se casarán con alguien de similares condiciones, tendrán un 
concurrido matrimonio y sus hijos irán, también, a los buenos colegios. Ese es el 
círculo vicioso que vivimos en Chile: tenemos dos países, uno para la elite y otro 
para el resto. 


Por eso, en esta época de manifestaciones varias, se han ido reproduciendo las 
voces que disparan contra la elite. Nada nuevo si miramos la historia del siglo 
XX chileno, signado por el constante reclamo hacia las clases dirigentes. La 
nueva elite chilena, parida por la dictadura, es voraz, inconformista, adicta al 
éxito, falsamente cosmopolita, fanática del management y de los simposios 
internacionales. Una elite, al mismo tiempo, que descree de las ciencias sociales, 
que no lee libros y que huele caca cuando le hablan de las universidades 
públicas. Las nuevas fortunas se conciben como “holdings” que abarcan desde 
medios de comunicación hasta supermercados, pasando por bancos y clínicas 
primermundistas. Sin embargo, en lo sustancial, se dedican todos a lo mismo: el 
crédito. Poco les importa vender la camisa o el televisor, el auto o la lavadora. 
Lo que les interesa es emitir tarjetas, endeudar a plazo y conseguir el RUT del 
cliente. 


La nueva elite fue colonizada, además, por un nuevo catolicismo, que mezcla 
ideas tomistas y conceptos protestantes. De ahí el novísimo discurso del “trabajo 


bien hecho”, que complementa al libreto de “los valores” que se enseña en tantos 
colegios. Del otro lado, en los establecimientos laicos, se embuten generaciones 
completas de adolescentes nihilistas, ignorantes de su entorno, encerrados en la 
“cota mil”, según describiera el cura Felipe Berríos, “La cota mil” fue un 
concepto que entró con rapidez y elocuencia en el discurso de las elites. Una 
columna de un sacerdote logró remecer de forma inesperada el inicio del verano 
de 2009. Ya consciente de este impacto, Patricio Fernández escribió una irónica 
editorial en The Clinic, dos semanas después de la columna del cura Berríos: 


El sábado 3 de enero, el jesuita Felipe Berríos publicó, en la revista Sábado de El 
Mercurio, una columna titulada “Extranjero en su país”. En ella el cura relata su 
viaje desde el centro de la ciudad hasta una de las universidades de la “cota mil” 
cordillerana, donde lo habían invitado a exponer. Son tres las que quedan por 
allá: la Universidad del Desarrollo, la Universidad de los Andes y la Universidad 
Adolfo Ibáñez, pero sigamos. Todavía en el bajo atravesó una huelga estudiantil 
que se esparcía por varias cuadras. Había guanacos, zorrillos, agitación y carteles 
que exigían garantías para los estudiantes faltos de recursos. Arriba, en cambio, 
a donde se llegaba por un tubo de carretera, reinaba una paz conventual. Todo 
era limpio y los alumnos, de tez clara. Santiago parecía, a lo lejos, una mancha 
negra. Estaba lleno de autos estacionados, “como un centro comercial en 
vísperas de Navidad”. Berríos se preguntó entonces: “¿Qué visión del país tendrá 
el profesional que salga de esa universidad?, ¿qué vida universitaria tendrá quien 
tal vez estudió en un colegio de la zona, donde probablemente quede también su 
casa y entra a esa universidad?, ¿qué diferencia hay entre una universidad así y 
un colegio particular?, ¿bastará mirar la ciudad desde lo alto y luego enterarse de 
lo sucedido en ella por las noticias?, ¿será ese el lugar más adecuado para que se 
forme un universitario?, ¿cómo se llegará a una universidad así sin automóvil?”. 
Y quedó la tendalada en el barrio alto. 


El domingo recién pasado (11-1-2009), El Mercurio le dedicó dos páginas 
completas del cuerpo de Reportajes a ocho jóvenes de buena presencia, 
exalumnos de las tres universidades aludidas, para que hicieran sus descargos 
contra el sacerdote. El resultado, digámoslo, es más bien gracioso y absurdo: ya 
en el título se quejan de “mucha discriminación” en su contra%, 


¿Qué hay detrás de esta cota mil? ¿Por qué cuesta tanto hablar de ella? Dos 
razones afloran. Una: quien lo hace corre el serio riesgo de ser tildado de 
“resentido”. Así llaman a Carlos Peña cada vez que dispara, desde su trinchera 
dominical, contra la tribu. Ya no sorprenden las cartas que, al día siguiente, se 
hacen caer en los diarios para recordarle a Peña que su dolor es, como decía una 
viuda, “no ser de los Peña”. Lo mismo cada vez que en una conversación social 
alguien osa cuestionar a “los cuicos”. La segunda razón es más profunda: 
pareciera que la política nada puede hacer para revertir la concentración 
simbólica del poder. En este segundo aspecto radica lo dramático del asunto. El 
sistema político, que en lo sustancial es dirigido por la misma elite antes 
descrita, se declara incompetente para dar respuestas a las principales preguntas 
de nuestros tiempos. Si desde lo público no hay solución posible, entonces no 
hay razón para ventilar públicamente el diagnóstico. La desigualdad, así, pasa a 
ser un tema privado. 


A mayor abundancia, en 2013 visitó Chile James Robinson, autor del reconocido 
libro ¿Por qué fracasan los países? Este libro ha resultado ser sumamente 
influyente en la elite chilena durante este lustro. Se han organizado seminarios y 
conferencias para analizar dicho texto. En 2013, se invitó directamente a su autor 
para que diera su diagnóstico sobre nuestro país. 


“Llegando a 1918, alrededor del 50% de los políticos nacionales, de los 
legisladores en Chile, eran grandes terratenientes”. 


“(En 1958, Ibáñez) introdujo el voto secreto en las elecciones. Antes de esa 
reforma, mientras más inquilinos había en una comuna, más votos había para la 
derecha. Y después de estas reformas, esta relación desaparece”. 


“Hay que mirar las elites económicas. De esos gerentes, el 86% asistió a 
colegios privados, y la mitad de ellos a cuatro colegios... El 86% del gabinete 


del presidente Piñera fue a colegios privados y, de ellos, más de la mitad fue a 
los mismos cuatro colegios”. 


“Australia creó un Estado fuerte y pasó a ser la sociedad igualitaria más grande 
del mundo. Es una ilusión creer que, con la estructura social que tiene, Chile 
pueda ser como Australia””0, 


La tiranía de la desigualdad 


El abogado Axel Kaiser publicó en 2015 un provocador libro titulado La tiranía 
de la igualdad, donde despliega una ácida crítica en contra de lo que el autor 
denomina “políticas públicas igualitaristas””!, Este libro viene a ser un nuevo 
intento de Kaiser por posicionar en el debate público chileno las denominadas 
“ideas libertarianas”. Así se conoce a las posiciones intelectuales defendidas por 
determinados autores en Europa y en Estados Unidos que reclaman contra la 
expansión del aparato público y los derechos sociales. Esta es la agenda de la 
Fundación para el Progreso, iniciativa del empresario Nicolás Ibáñez Scott. 


Los “libertarianos”, en rigor, conocen dos versiones. Una proviene de Estados 
Unidos, particularmente de la costa este, específicamente en Chicago y 
alrededores. Allí se debe ubicar no solo la obra de Milton Friedman, sino 
también la del influyente filósofo Robert Nozick. En la política electoral, 
destacan el varias veces precandidato presidencial Ron Paul y su hijo Rand Paul, 
ambos conocidos por sus planteamientos libertarianos. La otra escuela 
“libertariana” proviene del pensamiento europeo, denominado “austrolibertario”, 
inspirado en lecturas de dos filósofos en particular: Von Hayek y Von Mises. El 
libro de Kaiser combina ambas tendencias, dando paso a una crónica con 
remembranzas de la obra escrita por Robert Nozick en 1974 llamada Anarquía, 
Estado y utopía. En ese texto, Nozick enjuiciaba a otro citado filósofo, el 
profesor de Harvard John Rawls, a raíz de su célebre Teoría de la justicia, 
publicado en 1971. 


El libro de Rawls coincidió con la generación de Vietnam, la agudización de la 
guerra fría contra el Kremlin y el inicio de la globalización. Su relevancia teórica 
y política, entonces, tuvo motores de galope que propiciaron el contexto para 
abrir espacio a un liberalismo igualitarista, un liberalismo inspirado en principios 
de justicia distributivos y en políticas sociales que beneficien estructuralmente a 
quienes menos tienen. En específico, Rawls proponía el llamado “principio de la 
diferencia”, esto es, un principio según el cual se deben escoger y promover las 
políticas públicas que, comparativamente, mejor dejan a los menos favorecidos. 
Para cierta derecha norteamericana —y también para cierta izquierda— las ideas 
de Rawls fueron un eje desde donde posicionarse en el mapa político de finales 
de siglo. 


El libro de Nozick, entonces, es una reacción a ese liberalismo igualitarista de 
Rawls. Nozick despliega allí a una crítica “libertaria”, de la cual saldría un 
programa de acción tendiente a un Estado “mínimo” y enfocado en proveer 
reglas (tampoco muchas) que den un marco de acción donde los sujetos puedan 
desarrollarse “libremente”. El libertarianismo, en la versión de Nozick, es una 
defensa a brazo partido de la no intervención estatal, siendo la retórica de los 
talentos y los dones el antídoto contra todo rastro de utopía estatista. El ejemplo 
favorito de Nozick, para dar una muestra de talentos innatos y la imposibilidad 
de igualarlos, era Wilt Chamberlain, famoso basquetbolista de los años sesenta. 
Aquí hay una sincronía interesante, pues, curiosamente, el ejemplo favorito de 
Axel Kaiser para argumentar contra la filosofía igualitarista es Alexis Sánchez. 


Esto es más que una coincidencia: es la muestra arquetípica sobre cómo razona 
Kaiser. Él piensa que, en el fondo, el deseo de conseguir mayores niveles de 
igualdad proviene de un ethos autoritario que socava los principios mismos de la 
libertad. Al igual que Nozick, Kaiser piensa que hay un marco limitado donde el 
Estado debe accionar, pues existen restricciones morales a su expansión. En este 
sentido, la expansión del Estado como fuerza igualadora conlleva también la 
ampliación del gasto público y de estructuras gubernamentales. Es aquí donde 
Kaiser sigue a Hayek y las políticas fiscales que se siguen de su disputa contra 
Keynes. En otras palabras, el pensamiento de Kaiser podría sintetizarse en dos 


máximas. Primero, el Estado no debe perseguir fines igualitaristas, ya que eso 
daña la libertad individual; segundo, el Estado no debe financiar políticas 
públicas igualitaristas, pues esto es insostenible. Para quien no siga sus dos 
máximas, Kaiser pronostica los peores infiernos: ineficiencia, crisis, corralitos, 
deudas, burócratas, miseria. 


En su mejor lectura, el libro de Kaiser es una provocación “libertariana”. Sin 
embargo, es útil analizar su argumento general en un sentido crítico. La gran 
preocupación de Kaiser es socavar los cimientos de cualquier filosofía 
igualitarista, sea esta el marxismo, la social-democracia o liberalismo 
igualitarista rawlsiano. Su objetivo es claro, pretende mostrar que todas ellas son 
doctrinas que dañan —cual más, cual menos— la libertad individual de los 
sujetos. ¿Qué sujetos? Kaiser no responde directamente, aunque sí menciona a 
aquellos “que mejor les ha ido”, “los que se han sacrificado” y expresiones 
similares, sin usar nunca términos como “elites”. De ahí que sea interesante 
criticar el punto de vista de Kaiser respecto a las elites y examinar cuál es la 
posición de estas en el organigrama filosófico de los libertarianos. 


Al tener como norte un Estado mínimo, los libertarianos restringen al máximo 
las funciones del aparato estatal. El Estado es solamente responsable de entregar 
mínimos sociales, mediante subsidios o transferencias directas. Quienes sí 
pueden concurrir al mercado, entonces, se estratifican según el precio que pagan 
y el bien al que acceden por ese precio. Por ejemplo, en materia educacional, el 
Estado provee un mínimo en liceos públicos y, fuera de eso, cada familia paga lo 
que puede en el mercado. Quien puede pagar en el mercado por un determinado 
bien tiene la experiencia de una “libertad” en el sentido de que accede al bien 
que elige por un precio que paga voluntariamente. Quien sí puede pagar por un 
bien en el mercado no necesitaría, entonces, de ninguna “ayuda” estatal. De esta 
forma, el Estado mínimo se enfocaría en los más pobres, aquellos que no pueden 
acceder a nada en el mercado de un determinado bien. En el otro polo, la 
estratificación entregará un depurado que configurará a un determinado sujeto 
social como el privilegiado en la distribución del determinado bien. En el caso 
de la educación, el sistema chileno de estratificación generó un polo de 
acumulación de capital social en determinados establecimientos particulares 
pagados de Santiago. 


¿Cómo podría justificarse una reforma del sistema educacional particular 
pagado? ¿Cómo asumir el problema de la concentración del capital social? ¿Qué 
es aquello común que podría hacernos renunciar a ciertas libertades? Kaiser 
piensa que no tiene sentido incluir a las elites en políticas públicas universales. 
Sería expropiatorio restringir la libertad de acumulación de capital social en el 
sistema educacional, piensa el autor. Los liberales rawlsianos, en tanto, dirían 
que gastar en las elites es injusto, en tanto esto no mejoraría necesariamente la 
posición de aquellos menos aventajados. Es aquí donde aparece un problema 
común entre los rawlsianos y los libertarianos, cual es que ambos optan por 
desconocer el problema de que sus políticas sociales generan incentivos a las 
elites para construir aparatos institucionales paralelos a los públicos que se 
constituyen como entes culturales hegemónicos. 


Pensar políticas públicas sin estratificación implica renunciar al dogma que 
Kaiser y otros libertarianos repiten sin cesar. Pensar políticas públicas de índole 
igualitaria implica entender que las elites deben ser parte de los sistemas 
públicos, aun a costa de restringir su libertad. En la práctica, esto implica tener 
sistemas de salud como el de Inglaterra, donde los ricos y los pobres concurren 
por igual a los servicios de sanidad pública. En materia educacional, esto 
implicaría revivir una tradición liberal igualitarista chilena que entendía la 
educación pública, justamente, como el espacio donde se construía la república. 
Y esto es un punto clave, pues, en su mejor lectura, la filosofía política de Kaiser 
es una filosofía antirrepublicana, que ve en lo público mera metafísica, sofistería, 
trucos comunicacionales de las izquierdas borrachas de épica revolucionaria. 
Con todo, la pregunta por las elites, para ser justos, tampoco aparece claramente 
en Rawls. El liberalismo, en general, ha obviado el problema institucional que 
significa tener elites privilegiadas en la distribución de determinados bienes. Sea 
por vías públicas o privadas, las elites ya no conocen de esas fronteras; la 
configuración institucional termina por sostener y alimentar políticas públicas 
que no enfocan a la elite, sino a los pobres. Así, por ejemplo, la filosofía política 
rawlsiana pretende disminuir la pobreza y no acortar la desigualdad. 


Para discutir con el libertarianismo de Kaiser, el liberalismo debe ser capaz de 


leer y rescatar el principio republicano de la filosofía política ilustrada. Esto 
implica que la construcción de ciertos bienes públicos, de ciertos espacios 
públicos, contribuye a la creación de un ethos, un cierto carácter republicano. 
Renunciar a esa dimensión de la vida política implica un cercenamiento 
filosófico de una de las raíces mismas del proyecto ilustrado. Así lo entendían 
los liberales del siglo XIX y algunos del siglo XX que veían en el ideal 
republicano una razón para la igualdad. No se trata hoy —ni se trataba entonces 
— de que los hombres sean iguales en todo, sino que sean iguales en algo. Es 
algo que los hace comunes y parte de una vida en común con la cual pueden ser 
rebeldes, revolucionarios o férreos defensores. La república implica un 
reconocimiento de ese espacio común por el cual vale la pena sacrificar 
libertades absolutas y contingentes. Ese compromiso no se basta, meramente, 
con el pacto hobbesiano para construir el Leviatán. Uno de los primeros aspectos 
donde se materializa esa república es, precisamente, en los espacios públicos, en 
lo que es de todos: en las ciudades. 


Santiago, capital del agotamiento 


Un nuevo fantasma recorre la ciudad. Se deja oír en cada esquina, se lee en las 
redes sociales, se analiza en los matinales. En Santiago se vive una 
sintomatología digna de ser estudiada en detalle. La capital acumula flujos de 
energía nerviosa, canalizada por individuos sobrepasados en la administración de 
su propia existencia. Los horarios, las cartas Gantt, las planificaciones, los 
documentos, los emails, las compras, las vacaciones, las tensiones, los avisos de 
bomba, todo parece desembocar en lo mismo. Los santiaguinos viven a ritmo 
rápido, vertiginoso, dominados por la prisa y la velocidad. La contracara del 
fenómeno es el agotamiento, la astenia; esto es, la fatiga crónica y el eventual 
colapso anímico del sujeto. El ciclo se repite una y otra vez y cada cual lo vive 
como una experiencia única, pero no es más que la estandarización de un estrés 
colectivo nunca visto en el valle central chileno. 


El fenómeno parece ser global. Así lo ha argumentado el filósofo coreano- 
alemán Byung-Chul Han, el nuevo best seller de las librerías europeas. En su 


excelente La sociedad del cansancio, el autor propone una lectura actualizada de 
las patologías modernas. “Toda época tiene sus enfermedades emblemáticas”, 
sostiene el coreano, enlazando así la antigua “época bacterial”, la subsecuente 
“época viral” y la nueva “época neuronal”. Este paso se resume, según Han, en 
el salto desde los antibióticos a los antidepresivos, desde los ungiientos a las 
drogas del rendimiento, desde los curanderos a las farmacias. Al mismo tiempo, 
la sociedad del cansancio genera patrones de “superrendimiento”, 
“supercomunicación” y “superproducción” que generan eventualmente un 
colapso del Yo, en lo que bautiza como “infartos psíquicos”. Poco sabe Byung- 
Chul Han sobre Chile, pero su tesis resulta tener escalofriantes pruebas en 
Santiago. 


Era 1978 cuando Florcita Motuda cantaba una canción que hoy resulta profética. 
“Ya no tengo ganas de llegar a la oficina, de plancharme la camisa, correr todo 
muy deprisa, solo quiero descansar”. Hoy, casi cuarenta años después, hay datos 
que permiten entender la dimensión de la profecía contenida en “Pobrecito 
mortal”. Un estudio reciente sostiene que uno de cada tres chilenos se siente 
“muy estresado”, y la Dirección del Trabajo, consciente de la epidemia del 
agotamiento, ya ha redactado un manual contra el estrés laboral. Pobrecito 
mortal de Santiago de Chile, si quieres tener menos estrés descubrirás que 
aburrido estarás, por la tarde. Incluso más, el día 5 de agosto se dio a conocer un 
estudio de la Superintendencia de Salud donde se aprecia que las enfermedades 
mentales y del comportamiento suman el 18,7% del total de licencias médicas 
presentadas durante 2013. A esto se debe sumar el 15,8% de licencias 
presentadas por enfermedades del sistema osteomuscular, que presenta 
patologías asociadas al estrés y la somatización de estados mentales. Del mismo 
estudio brota un dato interesante: las tres enfermedades que lideran el ranking de 
licencias médicas en Chile son depresión, lumbago y trastorno de ansiedad, 
todas vinculadas al estrés y al agotamiento como prólogo sintomático de un 
cuadro mayor. 


¿Qué fue primero? ¿El agotamiento o la improductividad? ¿Estamos cansados 
porque no producimos o no producimos porque estamos cansados? Algo ocurre 
en nuestra forma de vida colectiva que se manifiesta a nivel individual como 
estrés y agotamiento, una dualidad que funciona también como norma de estatus 


social. Ahora el tiempo libre y el ocio parecen una cosa medieval. En 1982, el 
médico estadounidense Larry Dossey describió la llamada “enfermedad del 
tiempo”, la creencia obsesiva de que el tiempo se aleja, que se debe pedalear 
cada vez más rápido para alcanzarlo. Ahí aparece la raíz de la sintomatología 
santiaguina: estamos todos muy apurados. Un lema tácito nos mueve como 
sonámbulos: si no estás agotado, no lo estás haciendo bien. 


El culto al agotamiento también se observa en la educación. Nuestro sistema 
escolar se basa en agotar a los niños con preguntas y respuestas, con pruebas 
estandarizadas y mediciones. En las universidades el asunto se replica y se 
complica aún más. Son verdaderas temporadas de pruebas, solemnes, exámenes, 
acompañados de bebidas energéticas para no caer rendido, pastillas de 
laboratorio para concentrarse y un antiácido para soportar el cóctel. Esto durante 
semanas y semanas que concluyen —era que no— con un gran “megacarrete” 
para pasar todo el estrés y agotarse tomando con los compañeros agotados. Los 
estudiantes en Chile, particularmente en carreras como Derecho, Ingeniería y 
Medicina, son bombardeados con evaluaciones que los agotan antes que puedan 
aprender algo. La velocidad implica también que los estudiantes quieran 
prontamente pasar a ser profesores. Ya en segundo año se hacen de una, dos, 
tres, hasta cuatro “ayudantías” para empezar a enseñar delante de otros. Todo 
debe ser veloz, meteórico, impactante. La publicidad alimenta el proceso 
ofreciéndonos ser “multitasking” y a las niñas se les enseña desde temprano a ser 
una “multimujer”. 


En resumen: si no las haces todas, no sirves. Si no estás agotado, algo estás 
haciendo mal. 


El culto al agotamiento también lo vemos en la política. El expresidente Piñera 
intentó construir su relato en base a la fórmula matemática del 24/7; esto es, que 
los funcionarios del Estado debían estar pendientes de su trabajo durante las 
veinticuatro horas del día, los siete días de la semana. Esa era la nueva forma de 
gobernar que Piñera había imaginado: un gobierno agotado. Hoy vemos 
candidatos presidenciales, dirigentes de partidos, diputados, senadores, ministros 


que pasan por las cámaras de la televisión con visibles ojeras. Todos quieren 
dejar en claro que están “haciendo la pega”, que están “recorriendo Chile”, y 
siempre “trabajando intensamente” por “sacar adelante” todo eso que “el país 
necesita”. Desde afuera, para el ciudadano estresado la política solo es fuente de 
más estrés y más agotamiento. Es que ahora el ciudadano agotado debe tomar 
postura e informarse sobre un sinfín de temas, desde la renta atribuida hasta los 
colegios subvencionados. Según otro reciente estudio, el 69% de los peatones en 
Santiago cruzan con luz roja o en la mitad de la calle. La respuesta a este 
comportamiento colectivo es obvia: es que están muy apurados. 


En su excelente ensayo Filosofía del tedio (2005) el filósofo Lars Svendsen 
realiza una brillante reconstrucción histórica del aburrimiento. Viajando desde la 
melancolía medieval al taedium vitae del Romanticismo, Svendsen permite 
releer citas de hombres lúcidos como Pascal, Schopenhauer, Nietzsche, 
Heidegger, Cioran, Beckett y Pessoa. En todos ellos, Svendsen encuentra ideas 
potentes que permiten entender al tedio como un asunto colectivo, no meramente 
personal. El tedio es una percepción del tiempo apresurada, un desear que los 
acontecimientos se precipiten más rápido. Si la lentitud es aburrida, la velocidad 
es entretenida; ergo, viva la velocidad. Así, el tedio suele ser la ecuación de la 
lentitud, pero esa ecuación es perversa. El aburrimiento es un dispositivo clave 
de la velocidad, es su síndrome de abstinencia. 


Una lectura aguda de Svendsen en combinación con el coreano Han permite ver 
que la sociedad contemporánea agota y aburre a los sujetos, al mismo tiempo 
que les ofrece progreso material y adrenalina. En Santiago hay una floreciente 
industria del entretenimiento, largas filas en los cines, bares repletos, 
supermercados atestados de consumidores apurados. En la capital del 
agotamiento nos aburrimos y nos divertimos a gran velocidad, pasando de 
obligación en obligación, de compromiso en compromiso. Incluso la institución 
social del “almuerzo” dejó de ser una instancia para alimentarse y respirar; ahora 
es una oportunidad más para cerrar negocios, para dar instrucciones, para recibir 
órdenes. En la capital del agotamiento ya no se almuerza, se engullen alimentos 
mientras se habla y se escucha, mientras se elucubra y se calcula. Y es que en 
Santiago el agotamiento es, fundamentalmente, un símbolo de estatus. Es un 
carnet de madurez; para ser valioso hay que estar cansado, con un horario 


compacto y lleno de compromisos. Es una forma sutil de decir “mi tiempo vale, 
respétame”. 


El patrón se repite incluso en los feriados y en las festividades. Las navidades, 
los cumpleaños, el día de la madre, del padre y del niño. Todo se resume a 
comprar regalos, visitar, navegar entre la masa apurada que camina por los 
centros comerciales. En los barrios residenciales de la elite se observan estrechas 
veredas y amplios senderos de asfalto para los automóviles. El peatón ha sido 
relegado a un segundo plano, por su lentitud y falta de aceleración. La misma 
lógica se reproduce en los condominios que imitan los barrios de la elite y luego 
en las regiones y en sus provincias. La velocidad se exporta desde Santiago a su 
periferia, con ello el estrés urbano llega a toda la población. Es la teoría del 
chorreo del agotamiento. Hay quienes temen que en Chile ocurra un colapso 
institucional fruto de la crisis de legitimidad; hay otros que le temen a una crisis 
económica que termine con el superciclo de las materias primas. Sin embargo, 
pareciera ser más temible la posibilidad de un colapso síquico colectivo, fruto 
del agotamiento y el estrés. La tesis de Han es esa: los colapsos síquicos son 
crecientemente colectivos, ocurren no solo a nivel individual, sino también 
organizacional. 


¿Hay salida? Esta pregunta la enfrentaron antes otros hombres y otras mujeres. 
Durante la segunda mitad del siglo XX, dos movimientos aparecieron como 
respuesta contracultural a los dogmas de la velocidad y la aceleración. El 
primero surgió en la ciudad de Nueva York, específicamente en el barrio del 
Greenwich Village, hoy convertido en foco de atracción para celebridades e 
inmobiliarias. Este movimiento neoyorkino se denominó beatnik, etiqueta que 
también engloba a sus coetáneos de San Francisco en el distrito de Haight- 
Ashbury. La combinación de la costa este y la costa oeste dio origen en los 
sesenta al movimiento hippie. Los hippies llegaron muy lejos en su pretensión de 
cambiar el patrón de la velocidad moderna, en una búsqueda mística por el 
reencuentro. 


La subcultura hippie fue eventualmente derrotada y consumida, pero mostró un 


camino ante la voracidad de la Guerra Fría. El segundo movimiento que 
cuestionó la velocidad fueron los punks. La cultura subyacente a la música de 
Sex Pistols, The Clash, Ramones y otros es el profundo escepticismo ante el 
devenir moderno y la velocidad institucionalizada. El movimiento punk influye 
en Latinoamérica durante los ochenta y particularmente en Chile, donde la 
resistencia a Pinochet tiene un fuerte componente punk antes que hippie. Los 
hippies y los punks tienen algo en común: ambos son reticentes a la cultura del 
agotamiento. Los hippies y los punks muestran un camino que el coreano Han, 
sin embargo, no recorre. El optimismo místico de los hippies y el escepticismo 
radical de los punks contrastan con el pesimismo de Han. Según su argumento, 
la sociedad del agotamiento no tiene cura y evolucionará hacia un nuevo estadio 
del rendimiento que poblará el planeta de sujetos depresivos, ansiosos e 
hipermedicados. La capital del agotamiento se hará global. 


Sin embargo, hace ya una década se promueve una cultura diferente, desde el 
llamado movimiento slow, que propone un cambio radical en la forma de 
relacionarse con el tiempo y su velocidad. Este movimiento es, por decirlo así, el 
hijo hípster de los hippies y los punks. La idea es frenar el ritmo, atajar nuestras 
aspiraciones por hacerlo todo, rechazar el multitasking, educar a los niños en la 
virtud de la paciencia y la contemplación antes que el rendimiento y las pruebas 
estandarizadas. Levantar nuevos lemas tales como que no hay nada 
irremplazable en la velocidad, no hay gran gracia en el agotamiento, estar 
estresado no es sinónimo de ser productivo. 


El movimiento slow sueña con ciudades lentas, donde el urbanismo esté a 
disposición de vidas menos frenéticas. El movimiento slow imagina nuevas 
costumbres alimenticias, donde nos demos el tiempo necesario para comer y 
digerir. El movimiento slow llama a luchar por redefinir el tiempo y su uso. 
Reasignarle valor a la lentitud, a la pausa, a la calma. En Santiago, la capital del 
agotamiento, también han surgido focos de resistencia contra los dogmas de la 
velocidad y el agotamiento. Pequeños oasis de lentitud crecen en la periferia de 
la ciudad, y también en sus entrañas. 


La fronda municipal 


Una de las características más interesantes de esta época es el poder que tienen 
los municipios sobre la vida de las personas. Dado que los servicios de salud y 
de educación se encuentran municipalizados, sus respectivas “corporaciones” 
toman el rol de gran hermano local. Esto ha entregado enormes presupuestos a 
los municipios, a la vez que estos se han transformado en grandes “pozos 
negros” de la política chilena. 


Las prácticas frondistas no solo están vinculadas a los altos niveles 
institucionales. El cohecho y el fraude electoral son dos de las instituciones más 
antiguas de nuestra historia política. El siglo XIX completo estuvo marcado por 
el manejo de votos a través de pagos y recompensas. Las sucesivas reformas 
democráticas ampliaron el universo de votantes, aunque no sanearon el proceso 
global. Las reformas de 1874 y 1888 posibilitaron el sufragio masculino total, 
pero el manejo de los resultados electorales no mejoró hasta bien entrado el siglo 
XX. 


Manuel Rivas Vicuña, en su famoso ensayo Historia política y parlamentaria de 
Chile, relata la manera en que se percibía el régimen electoral en el cambio de 
siglo: 


Estaba completamente podrido. La elección no dependía de los electores, sino de 
la mayoría de las municipalidades que organizaba el poder electoral. La gran 
cuestión era obtener la mayoría en las juntas receptoras de sufragios y contar con 
un personal adecuado para cambiar el resultado de la elección, si no era 
favorable”?. 


Paralelo a esta ingeniería del fraude, el cohecho se legitimó como una práctica 
común y silvestre. Los registros eran responsabilidad de los alcaldes, así como la 


seguridad de los procedimientos y el resguardo de las garantías. La Ley de 
Comuna Autónoma otorgó estas facultades a fin de restringir el poder absolutista 
del Estado, pero inseminó un virus del cual la política chilena no pudo librarse 
hasta mitad del siglo XX. Lo que comenzó con prácticas esporádicas y privadas 
en pocos años derivó en un régimen global que vinculó estrechamente las 
elecciones con el dinero y las prebendas. La población también se acostumbró a 
ello, lo que redundó en una dinámica basada en la compra de votos y la 
gestación de un verdadero mercado electoral. 


Julio Heise y Alberto Edwards, dos intelectuales de miradas historiográficas 
opuestas, coinciden en que el cohecho surgió desde la organización comunal e 
invadió todas las elecciones de representantes. La respuesta del pueblo fue 
demandar cada vez más dinero a cambio de su sufragio. Heise lo ejemplifica: 
“La ignorancia hacía pensar a muchos que cuando no había cohecho los políticos 
se habían robado el dinero que el Gobierno mandaba para las elecciones”. 


La llamada “República Parlamentaria” tiene en su sombra histórica un conjunto 
de prácticas reprobables desde la comprensión democrática actual. Sin embargo, 
sirve para ejemplificar que la situación actual tiene una genealogía en procesos 
enquistados en el inconsciente electoral. Si bien las reformas de mitad de siglo 
permitieron entregar transparencia a las elecciones y frenaron el cohecho, este 
pervivió en otras formas y en otros mecanismos que se extendieron a lo largo del 
siglo hasta la dictadura. 


Una constante es que las comunas, dirigidas desde las municipalidades, se 
volvieron una caja pagadora de favores políticos y un instrumento de populismo 
y cohecho encubierto. El llamado “partido de los alcaldes”, que agrupaba ediles 
nombrados por Pinochet, tuvo entre sus prerrogativas el manejo de recursos 
estatales que eran repartidos a su criterio en las comunas que resistían al 
régimen. El populismo, además, asentado en una nueva forma de caciquismo, se 
instaló desde entonces como una cultura de cada municipio. A falta de 
programas políticos concretos, como aquellos que inundaban las calles en los 
sesenta y setenta, el alcalde se convirtió en un líder apolítico, preocupado de 


problemas diarios de los vecinos. El lavinismo de los noventa fue, solamente, el 
perfeccionamiento de un fenómeno cuyas raíces datan desde los orígenes 
mismos de la república. 


Ocurre que el municipio, como organización política básica, es caldo de cultivo 
para prácticas electorales cuestionables y dinámicas perversas. Los alcaldes son 
responsables únicamente ante ellos mismos, con grados de discrecionalidad 
impensables para cualquier otra autoridad del país. El rol de fiscalización de los 
concejales es, también, un mecanismo más a través del cual las instancias de 
participación son cooptadas por los intereses privados. Si a comienzos de siglo 
eran los grandes terratenientes quienes influían en el sufragio de sus 
dependientes, hoy son las inmobiliarias y otras empresas quienes influyen en los 
representantes a fin de secuestrar la voluntad de los vecinos. Y lo logran. 


La comuna, como primer nivel de representación política, está en crisis. Esa 
crisis se basa en que las corporaciones de salud y educación producen lumbago 
en el manejo municipal, pero, del mismo modo, las prácticas políticas locales se 
acercan cada vez más al cohecho y a la intervención electoral. Se vuelve 
imposible diferenciar al municipio del alcalde y viceversa. En las comunas 
periféricas se observan “regalos” que llegan en camiones para ser distribuidos en 
poblaciones y villas. Los vecinos se acercan para recibirlos y vuelven a sus casas 
como si nada, como si fuera completamente normal. 


El clientelismo, expresado como dinámica de toma y dame, está consagrado 
también en las comunas ricas. Los viajes al extranjero, los paseos a la playa y los 
clubes del adulto mayor son las fachadas visibles de procedimientos 
cuestionables en los cuales se comprometen recursos públicos para seducir 
votantes y fidelizarlos con miras a la próxima elección. Municipalidades que 
ganan premios a dos semanas de los sufragios, alcaldes que se jactan de su 
“buena llegada” con el poder central, los pavimentos recién inaugurados, las 
líneas del metro prometidas, las instalaciones por estrenar, y así por delante. 
Todo responde a una lógica de cooptación de los ciudadanos y de seducción de 
las confianzas a través de recursos fiscales. 


Todo este coctel se vuelve mortal si pensamos que el voto voluntario elitiza el 
sufragio. La combinación entre alcaldes-caciques y la falta de fiscalización 
producen una dinámica dañina para la democracia, en tanto los ciudadanos 
deben ser “acarreados” —literal o simbólicamente— a emitir su voto. Los 
municipios, de este modo, se convierten en máquinas pagadoras de favores. 
Sacar a un alcalde de su cargo se convierte en una tarea titánica por la asimetría 
de recursos para participar del juego y tener chances reales. 


Ciudades-dormitorio 


Una de las claves del Chile de esta época es el colapso urbano de la ciudad de 
Santiago. Se ha debido trasladar masas hacia su periferia y montar verdaderas 
“ciudades-dormitorio” a las cuales se accede mediante carreteras concesionadas. 


“Ciudad-dormitorio” es un concepto que se comenzó a escuchar con fuerza en 
Chile a partir de los años noventa, en medio del boom financiero e inmobiliario 
que significó la transición. Ante el crecimiento inorgánico de Santiago y la 
proliferación de campamentos, los Gobiernos de la Concertación decidieron 
trasladar grandes masas hacia ciudades como Maipú, Puente Alto, La Florida, 
San Bernardo, Melipilla, Paine, Buin, Isla de Maipo, Calera de Tango, Talagante 
o Peñaflor. El concepto “ciudad-dormitorio” proviene de Estados Unidos, donde 
en la década del cincuenta se popularizaron los “suburbios”. Estos fueron 
pensados como ciudadelas donde los trabajadores vivirían para desempeñarse en 
otro lugar, una ciudad más grande, una gran urbe, una metrópoli, hasta donde 
deberían llegar mediante transporte público o automóviles. El concepto se 
expandió entonces lentamente hacia el tercer mundo, llegando a Chile a 
mediados de los ochenta y volviéndose clave en los noventa. La promesa de una 
vida tranquila lejos de la gran ciudad, a la vez que conectada a ella por expeditas 
vías: el sueño que se le vendió a una densa porción de la clase media. 


Las ciudades como San Bernardo o Melipilla comparten elementos comunes 
respecto a la falta de planificación urbana que ha guiado su crecimiento. Sucede 
que el concepto “ciudad-dormitorio”, en Chile, ha sido usado como un gran 
paraguas donde hacer coincidir diversas concepciones de lo que es una ciudad. 
Desde los que eran pequeños pueblos, como la comuna de San Pedro, pequeñas 
localidades, como María Pinto o la creciente Curacaví, hasta ciudades 
conurbadas con la capital, que tienen más de 300.000 habitantes. De esta forma, 
la idea de las ciudades-dormitorio es multiuso y, además, contiene un profundo 
déficit urbano. Parecido a este concepto aparece la “ciudad-satélite” de Maipú. 
Ambas metáforas, los dormitorios y los satélites, suponen que existe un living o 
un planeta en torno al cual funcionan tanto el satélite como el dormitorio. 


El caso de San Bernardo es particularmente interesante, pues se encuentra 
conurbada con Santiago; es decir, sus límites geográficos con la metrópoli ya no 
se logran identificar. Muchos habitantes de San Bernardo se consideran 
santiaguinos pese a que, en estricto rigor, no lo son. San Bernardo hoy vive las 
consecuencias de un masivo aumento de población. Esta inmigración ha 
multiplicado las villas de viviendas sociales, que son fruto de campamentos 
trasladados desde Santiago. Además, los tiempos de viaje de San Bernardo hasta 
la Alameda aumentaron considerablemente, cuestión que obligó a la 
construcción del Metrotren. En cierto sentido, San Bernardo se ha vuelto un 
ícono del fenómeno de las ciudades-dormitorio, particularmente tras el incendio 
del relleno sanitario Santa Marta en 2015, que cubrió de un espeso y fétido humo 
a todo el sur de Santiago. Es interesante pensar que la mayoría de la basura de 
Santa Marta proviene del sector oriente de la capital y recorre largos kilómetros 
para ser depositada en el sur. Es así como la ubicación de la basura también 
genera desigualdad urbana. De esta manera, detrás de la etiqueta “Región 
Metropolitana” se encuentra una (des)planificación urbana que sirve, a Su vez, 
para disfrazar la desigualdad entre un sector geográfico y otro. El discurso del 
regionalismo hace especial sentido, paradójicamente, en la misma “Región 
Metropolitana”. 


Melipilla es otro caso de ciudad-dormitorio que hoy vive una explosión 
demográfica, ampliándose los márgenes del territorio urbano mediante el nuevo 
plano regulador. Según el proyecto aprobado de espaldas a la ciudadanía, se 


duplicó el territorio urbano en Melipilla, lo que implica una nueva alza en la 
cantidad de habitantes que serán trasladados desde Santiago. Esto genera una 
transformación de la ciudad, proceso que no ha podido ir de la mano con este 
explosivo aumento, que ha vuelto intransitable el centro, ha propagado la 
delincuencia y ha generado miles de jóvenes que no trabajan ni estudian, pues no 
hay dónde hacerlo. A eso debemos sumarle que se ha prometido durante décadas 
el Metrotren a Melipilla, lo que también involucra a ciudades como Talagante o 
Peñaflor, las cuales viven crisis parecidas. Los accesos a estas ciudades se 
encuentran comúnmente saturados; incluso la Autopista del Sol, otrora una 
expedita vía, hoy parece una gran avenida que comunica con Santiago. Los 
lugares patrimoniales de esta zona, como Pomaire, se encuentran invadidos de 
productos chinos que han dejado sin trabajo a los trabajadores de la greda. Hacia 
el sur, la comuna de San Pedro tiene un preocupante problema de sequía 
producto de los pozos profundos de la industria porcina. 


Por si fuera poco, esta zona está dividida en dos máquinas electorales: una 
controlada por la UDI y otra controlada por el senador Girardi del PPD. Si bien 
existen alcaldes y diputados de otros partidos, se sabe que estas dos 
organizaciones políticas son las que más pesan al sur de Santiago. El senador 
Girardi cuenta con una densa capa de dirigentes que lo acompañan hace más de 
una década y que son la base de su poder territorial, lo que le permite ser no solo 
la primera mayoría en la zona, sino también el senador más influyente del ala 
progresista de la Nueva Mayoría. 


Del otro lado, la UDI cuenta con una larga historia de dirigentes electos por la 
zona de Santiago Sur. Sin ir más lejos, Jaime Guzmán fue electo senador en 
1989 por esta zona; luego ganó ese escaño Jovino Novoa, que entonces era 
secundado por fuertes diputados, como Juan Antonio Coloma en Melipilla y 
Pablo Longueira en San Bernardo. Posteriormente, esas organizaciones locales 
fueron conducidas por Gonzalo Uriarte y José Antonio Kast, volviéndose ambos 
piezas claves en las nuevas generaciones posteriores a los “coroneles” del 
partido. 


Sanhattan 


Al otro lado de la Región Metropolitana, en el sector oriente de Santiago, se 
levanta el barrio financiero de la capital. 


Una palmera. 


En estricto rigor, no es una palmera. 


Es un ejemplar de palma chilena, especie nativa de la zona central, que habita en 
la esquina de las calles Isidora Goyenechea y El Bosque. El punto neurálgico de 
Sanhattan, el sector ejecutivo de Santiago de Chile, el hogar de la elite 
empresarial de la nación. La palmera sirve de gatillo para entender un libro, una 
novela. Su autor, Ricardo Wurgaft, nació en Lima en 1972. Su padre es un 
funcionario internacional que trabajaba en la sede peruana del Pacto Andino, una 
organización de cooperación latinoamericana. Su madre es una abogada que 
siguió a su marido en cada misión diplomática. En una de esas misiones nació 
Ricardo, en dependencias del consulado chileno en Perú. Volvieron a Chile a 
mediados de los ochenta. 


Al terminar el colegio, no estudió literatura ni finanzas, sino que ingresó a 
Agronomía en la Universidad Católica. En abril de 1991, cuando estaba en 
segundo año, envió su primer cuento a Zona de Contacto de El Mercurio, una 
“vanguardia literaria” conducida por Alberto Fuguet. A la semana siguiente lo 
publicaron. Fue el comienzo de una historia que duraría un lustro. Años después, 
cuando terminaba la década, su cuento “Cuando vinieron los sarracenos” fue 
publicado en una antología de autores jóvenes llamada Cuentos con walkman. El 
editor del volumen fue el mismo Fuguet; para muchos, el ícono de la generación 
de escritores a la que pertenece Wurgaft. Su novela Mala onda fue la primera en 
retratar a los adolescentes de la elite de finales de los ochenta. Su protagonista, 


Matías Vicuña, encarna a la elite parida por la dictadura de Pinochet. Hay 
quienes leen Mala onda como una novela light y sin sustancia, pero a medida 
que pasa el tiempo sus imágenes parecen cada vez más significativas. No es 
descabellado pensar que el protagonista de Sanhattan sea una continuación de 
Vicuña, en versión Excel, noventera, globalizada y aspiracional. 


¿Qué es Sanhattan sino el hijo simbólico de la dictadura? 


La palmera se ubica frente el edificio Penta, propiedad de uno de los grupos 
económicos más poderosos del país. Sus dueños, Carlos Alberto Délano y Carlos 
Eugenio Lavín, son dos de los hombres más ricos del continente. Sus inversiones 
alcanzan todos los rubros, desde clínicas hasta universidades, pasando por minas 
de cobre y clubes de fútbol. El eje del grupo es el Banco Penta, desde donde 
monitorean todos sus negocios, a la vez que participan del mercado financiero y 
las operaciones bursátiles. Ricardo Wurgaft fue reclutado en 2002 para articular 
la organización y, rápidamente, se convirtió en un ejecutivo estrella de la 
compañía. Era su consagración, pero debió recorrer un largo camino para llegar 
allí. Fue como entrar en hipnosis, como perderse en la masa humana que viste 
trajes y faldas, corbatas con diseño y medias con encaje, zapatos de suela 
delgada y taco alto. Fueron once años como operador financiero. Cuando lo 
despidieron, decidió narrar su historia en una novela. La bautizó con el nombre 
del barrio que fue su hábitat. Para la portada eligió una fotografía simbólica: la 
palmera, el ejemplar de palma chilena, que asoma sus ramas en el cielo de 
Santiago. 


La novela reconoce que hubo un momento en que también quiso ser millonario, 
exitoso, atractivo, eficaz, elegante, todo eso que en Sanhattan se quiere ser. El 
protagonista de la novela carga con esa experiencia a cuestas, con la perplejidad 
de reconocer que ha perseguido el absurdo. Como un lagarto que mira desde una 
piedra distante, Wurgaft redacta el diagnóstico para toda la biosfera. Este es uno 
de los párrafos mejor pensados sobre el Chile de los ochenta y los noventa: 


Una década antes, Chile no había sido más que un sombrío regimiento militar. 
La transición, lenta, tortuosa, vacilante, tocaba su fin. No todos lo comprendían 
en ese momento, pero el país se preparaba entonces para el desenfreno, para el 
desparpajo de sus clases dominantes, para el triunfo del capital sin culpas, del 
dinero, del arribismo, de una ostentación nunca antes vista, de los nuevos ricos 
riquísimos, de las élites y sus ghettos en suburbios, colegios y universidades 
precordilleranas. De un nuevo idioma, de un nuevo orden más desigual, más 
injusto, más fragmentado, pero más fastuoso, más internacional, más moderno, 
de una avanzada plutocrática ya irrefrenable.”* 


Un día de junio de 2006, cambiaron al gerente por otro gerente. Y ese gerente le 
dio sobre azul a Roberto Wurgaft porque no congeniaban. Desde entonces, vino 
otra búsqueda. Una “deshipnotización”. En su año sabático, que fue lo único que 
pudo financiarse con sus ahorros, escribió una novela sobre un maestro espiritual 
que habita en Santiago de Chile. Un día un discípulo le ruega que le revele el 
camino de la verdad. El maestro espiritual lo manda a trabajar diez años en el 
mundo financiero. Cuando el discípulo regresa, diez años después, el maestro 
espiritual no lo reconoce. Recién entonces el discípulo comprende la lección. 
Toda búsqueda es absurda. Una prosa veloz, a ratos desbocada, retrata un 
ecosistema sin enjuiciarlo ni caer en la moralina. Hay cierta pornografía en 
Wurgaft, aunque esa pornografía también puede haber sido la inspiración, el 
detonante: ¿cuánto de pornográfico hay en toda historia que representa el 
milagro chileno? 


Un país sin erótica 


Para quien se ausenta de Chile durante el tiempo suficiente, el regreso permite 
observar el país con otros ojos, menos adiestrados por la rutina. Al bajar del 
avión, la publicidad recibe con furiosa intensidad. No es cualquier publicidad. 
Son los senos de una voluptuosa mujer, a todas luces producto de un software de 
edición mezclado con pocos gramos de realidad. Quien recorra la ciudad capital 
encontrará afiches, avisos, propaganda de toda índole, cuya característica 
fundamental es el uso de imágenes de evidente connotación sexual para la 


promoción de alcoholes, celulares, bebidas, casas, departamentos, televisores, 
sillones, automóviles e incluso universidades. 


Allí están los abdómenes perfectos, los glúteos tersos y las piernas eternas, los 
six-packs de hombres musculosos, las narices y los ojos de modelos que, en 
realidad, no existen. Es un fenómeno mundial el que las grandes agencias de 
publicidad utilicen la manipulación digital del cuerpo humano, sin embargo, en 
Santiago esto toca bordes obsesivos sin comparación. ¿De dónde sacamos los 
chilenos, mezcla de araucanos y españoles, esta obsesión con la belleza irreal? 


Quizás la explicación radique en que los medios de comunicación y las webs 
chilenas están recargados de contenidos similares. En las pantallas de todos los 
formatos se repite la escena. En los matinales, a temprana hora de la mañana, se 
observan desfiles de ropa interior femenina y masculina. Ya a tempranas horas se 
adivina la estrategia, que se repetirá todo el día en diversos envases. Al caer la 
noche, se propagan los late shows con mujeres en poca ropa hablando de temas 
subidos de tono. Todo esto era impensable hace diez o quince años. En las 
revistas se vende con las mismas estrategias, en las teleseries se repiten los 
guiones. En Chile se observa el uso del sexo y de lo sexual como táctica de 
fidelización de los usuarios, como señuelo de atracción para consumidores. 
También como pauta de prensa cuando no hay otra cosa que publicar, todo vale 
en búsqueda de los clics. 


Durante los recientes veranos, la opinión pública ha debatido sobre las rutinas de 
humor en el Festival de Viña del Mar. El humor es un objeto de estudio de larga 
data. Ya desde Aristófanes, pasando por emperadores romanos, hasta los bufones 
de las cortes medievales. Allí están los testimonios antropológicos de la tensión 
entre el humor y el poder. En el siglo XX, el doctor Freud consagró al 
psicoanálisis como la principal herramienta para entender el humor. En su 
famoso ensayo El chiste y su relación con el inconsciente, Freud propuso una 
teoría donde el humor representa un poderoso mecanismo de relación entre los 
niveles de la consciencia. 


Los tres niveles que describe Freud son el “ello”, esos deseos profundos e 
innegables que habitan en nosotros; el “superyó”, la represión y la 
racionalización de esos deseos; y el “yo”, el resultado de esa tensión entre deseo 
y represión. En el humor, según Freud, estos tres niveles entran en diálogo, pues 
el superyó aparece como fuerza benevolente que permite que el yo ría o se burle 
de ciertos temas que se vinculan con el ello. Los chistes xenófobos, machistas u 
homofóbicos son maneras en que nuestros deseos reprimidos encuentran una 
salida benevolente, aunque no por ello menos xenofóbica, machista ni 
homofóbica. 


Llama la atención entonces que el foco de la discusión chilena sobre el humor se 
centre en el humor político, como si esta fuera la novedad o la gran catarsis. Sin 
embargo, se pasa por alto que el centro de gravedad de las rutinas humorísticas 
del Festival de Viña del Mar estaba no en la política, sino en lo sexual. Incluso 
en las rutinas más rupturistas de la secuencia, en todas hubo una sobrecarga 
sexual que podría resumirse en el siguiente grito: “Sin censura, sin censura”. Es 
lo que gritaba el monstruo desesperado, es lo que se repite en los estelares de 
televisión, también en los late shows y en algunos matinales. Es un proceso largo 
que viene incubándose hace años. “Sin censura”, repetimos todos en el carrete, 
“sin censura”. 


¿Qué quiere decir sin censura? En este caso lo que quiere es decir es “más 
explícito, más explícito”. De ahí que el humor “sin censura” se trate básicamente 
de sobrepasar los límites de lo explícito para hablar directamente del pene, la 
vagina o el ano. Es muy sintomático que en un país donde no existe la educación 
sexual, en un país donde en los colegios no se pueden usar esas palabras, en ese 
mismo país todos gritemos “sin censura” para que se hagan chistes explícitos, 
cada vez más explícitos. Solo en un país hipersexualizado puede ser razonable 
defender el acoso callejero, siendo esta una muestra de laboratorio sobre cuán 
hipersexualizadas están nuestras relaciones humanas. Es cuestionable si acaso 
esta tendencia lleva consigo también una mejora en la salud sexual de los 
chilenos; en otras palabras, quizás estamos caminando hacia ser una sociedad sin 
erótica real. 


El humor sería un tema secundario en un país ordenado. Si se ha transformado 
en un tema central es porque el orden está en disputa y los significantes 
culturales están en disputa como hace mucho no ocurría. Del mismo modo, hay 
una explosión sexual, a ratos pornográfica, visible a toda hora y en todas partes. 
En algún momento la sociedad chilena se volvió explícita, cada vez más 
explícita, y lo que hasta hace poco habitaba en la dimensión de los deseos 
reprimidos hoy desborda la escena en forma brutal. Esta obsesión colectiva, esta 
“irrealización” de la sexualidad, proviene probablemente del peso de la dictadura 
sobre la moral sexual de los chilenos. Eso, combinado con la estrategia del 
Vaticano de Juan Pablo Il, generó cierto nivel de hipocresía cultural muy 
arraigada en las elites transicionales. Nos cuesta hablar de políticas públicas 
sobre sexualidad; ni hablar de educación sexual, al mismo tiempo que cantamos 
sin censura sin parar. 


Lo que está detrás del erotismo como forma de vida colectiva es que el “otro” no 
es necesariamente un otro sexual, ni un otro para ser conquistado como pareja 
sexual. Es esto lo que sorprende de la publicidad y de la televisión chilena: el 
otro es siempre un otro sexual. Esto se relaciona también con la innegable 
penetración de la pornografía. A este respecto, el filósofo coreano-alemán Byung 
Chul-Han escribió un best seller llamado La agonía del eros, donde argumenta 
que la influencia de la pornografía debe rastrearse a nivel biopolítico como una 
tecnología del saber sexual que está transformando la sexualidad y, por ende, las 
sociedades”., 


Según Han, el erotismo hoy se encuentra bajo fuego amigo, pues serían las 
mismas pulsiones humanas las que estarían sometiendo a la idea del otro para la 
mera satisfacción del yo. El coreano analiza, por ejemplo, la vigencia y alcance 
de la novela Cincuenta sombras de Grey, donde se expondría el concepto de la 
“cruel tortura”. 


Esta novela es hoy la puerta de entrada popular a los dominios del BDSM que se 
expanden en Chile y también en el mundo. El filósofo coreano discute si acaso 
estos “juegos sexuales” son un despertar del eros o si, al revés, son un 


sometimiento a dos principios generales: el rendimiento y el poder. Una fórmula 
que repite repensar el antiguo axioma de que todo en el mundo trata sobre sexo, 
salvo el sexo mismo, que trata sobre el poder. La noción de “rendimiento” juega 
ahí un papel central en tanto en esta noción el otro debe “servir para algo”. En 
los límites del plano sexual posmoderno se ubican las nociones “redes” y 
“contactos”. En Chile, por ejemplo, nuestra concepción de las redes estuvo 
durante mucho tiempo vinculada al concepto de “pitutos”, es decir, una persona 
que conocía a otra persona que podía hacerle el favor de colocarla en un trabajo 
o darle algún privilegio. Poco a poco el pituto pasó a ser un “contacto”; más 
bien, en plural, “contactos” que proporcionan a los sujetos las “redes” a través de 
las cuales funcionar. 


Vivimos en Chile en una sociedad pornográfica, que con tanto porno olvidó el 
erotismo y lo sometió a la dictadura del consumo. La belleza ya no es humana, 
sino “poshumana”, mezcla de programas de edición y de personas. Según la tesis 
de Han, estas formas de sociedades-porno erosionan la noción del “otro”, pues 
ya no pueden sustraerlo del consumo. 


El otro, así, se vuelve un objeto de consumo más, en forma de cuerpo tonificado, 
de rostro simétrico, de pelo hidratado, de abdomen plano y glúteos redondos. Ya 
nada se coloca fuera de la dimensión del mercado; por ende, el otro es también 
un instrumento para inducir la compra, para entrar en un sitio, para participar de 
algo. Es así como el “otro” deja de tener un espesor humano y pasa a ser una 
herramienta de publicidad o bien un vehículo para canalizar técnicas de 
marketing. ¿Será que en Chile estamos matando a Eros con la hipersexualización 
de los contenidos? 


Un país puede estar sobreerotizado, aunque esto bien podría conducir a una lenta 
agonía de lo erótico. Este tipo de preguntas son interesantes, pues muestran que 
la transición chilena no tuvo un momento de liberación de la censura que impuso 
la dictadura; ese momento recién vino en las fotografías de Tunick, cuando miles 
de chilenos corrieron en pelota por las calles de Santiago. Allí sí hubo una 
muestra erótica de lo humano en cuanto tal y no como un resultado digital de 


Photoshop. Lo interesante de Tunick es que fueron cuerpos sin Photoshop; sin 
embargo, desde entonces solo vemos Photoshop sin cuerpos (reales). 


La contracara de este deseo “irreal” es la depresión. La mujer, el hombre, el 
trabajador, el emprendedor, la estudiante y el adolescente observan esa irrealidad 
con impotencia. Según el informe anual de la Organización Mundial de la Salud 
(OMS), en 2017 más de un millón de chilenos sufrieron de ansiedad y 850.000 
padecieron depresión. La Encuesta Nacional de Salud, realizada en 2010, 
entregaba otro dato preocupante: un 17% de la población chilena mayor de 
quince años reconocía síntomas de un cuadro depresivo. 


En el caso de las mujeres, la proporción subía hasta 25%, es decir, una de cada 
cuatro chilenas tenía síntomas depresivos. Estos son niveles altos a nivel 
mundial, comparables con la realidad de sociedades escandinavas conocidas por 
sus altos estándares de vida y, a la vez, sus altos niveles de depresión y suicidio. 


Y al mismo tiempo que la sociedad chilena parece obsesionada con el sexo, 
resulta imposible la conversación pública sobre las enfermedades de transmisión 
sexual. En 2017, esto hizo explosión mediática dado el aumento de las 
enfermedades como el Sida. Según el estudio Ending Aids 2017, dependiente de 
la ONU, Chile es el país de Latinoamérica en que más han aumentado el número 
de nuevas infecciones entre 2010 y 2016. Con un 34% de incremento, nuestro 
país se ubica muy por sobre el segundo lugar que ocupa Guatemala con un 23% 
de nuevos casos, seguido de Costa Rica con un 16%. 


Epilogo: 


El caso de Chile 


“He vacilado mucho antes de escribir este epílogo a mis estudios sobre nuestra 
fronda aristocrática, porque temo ser arrastrado fuera de los límites de la historia 
pura. No me propongo, sin embargo, sacar de los hechos que he venido 
recordando, conclusiones ideológicas ni menos de actualidad política, sino 
simplemente corolarios de analogía histórica”. 


Alberto Edwards, La fronda aristocrática. 


“El caso de Chile” es el título del último segmento de La fronda aristocrática. En 
ese parágrafo, Edwards ofrece un análisis sobre el devenir de Chile. La fronda, 
según el autor, era una resistencia elitaria ante la autoridad de los presidentes. La 
fronda actual es presidencialista, en cambio, y ha visto en los presidentes 
verdaderos mesías venidos a cambiar el mundo como acto de magia. Todo el 
siglo XX tiene la huella del presidencialismo, a partir del retorno de Alessandri 
desde Italia hasta el discurso final de Allende en La Moneda. Desde el “nunca 
más” de Patricio Aylwin, hasta el “gobierno ciudadano” de Michelle Bachelet. 


En esta época que hemos relatado, el país vive signado por el malestar hacia las 
elites. La política y la empresa lo copan todo, sus lógicas y componendas se 
filtran por los diarios, y la masa se distancia cada día más de sus representantes. 
La violencia social hace gárgaras, se reproducen focos de conflictos locales y 
también el endeudamiento. El final del sistema binominal supuso un respiro para 
el modelo político, intoxicado por la falta de competencia, aunque esta reforma 
no alcanzó para cambiar el semblante del régimen. 


Tampoco contribuyó la reforma que estableció el voto voluntario. El sufragio se 
volvió aún más elitista, concentrando la participación en las zonas de mayor 
nivel socioeconómico. Así, la burbuja semántica de las elites se ha vuelto cada 
vez más gruesa y menos receptiva, cada vez menos republicana y cada vez más 
privada. Es en ese escenario donde el clima de fronda aparece con toda su 
fuerza. La elite —y, más claramente, un pequeño grupo dentro de ella— se 
encuentra de frente al devenir de los tiempos. La democratización de los medios 
de comunicación, así como el ascenso de las clases medias, pone en cuestión el 
rol de conducción de las elites sobre los destinos del país. Sus privilegios 
parecen hoy atávicos ante la modernización tardía que ha vivido el país. 


Hoy, las elites se encuentran tensionadas al menos en tres aspectos. En primer 
lugar, aparece la tensión renovada entre capital y trabajo. Así, el poder de los 
grupos financieros, los bancos y las AFP es cuestionado como signo del 
cuestionamiento de la relación entre capital y trabajo. En segundo lugar, hay una 
tensión entre la moral de las elites y la moral de la ciudadanía. Temas como el 
aborto, el divorcio o el matrimonio homosexual marcan una distancia notoria 
entre la elite dirigente y el resto del país. En tercer lugar, emerge en Chile una 
inédita tendencia, un salto adelante en las enfermedades que afectan a los 
habitantes. Si durante el siglo XX los historiadores se ocuparon de la viruela, la 
peste y el cólera, en el futuro deberán documentar la depresión, el estrés y las 
crisis de pánico, que son las nuevas epidemias que se extienden en este siglo. 
Estas enfermedades enfrentan a la elite a una verdad incómoda, referente a la 
relación entre el modelo económico y la psiquis de las personas. 


La crisis política que ha vivido Chile durante la segunda década del siglo XXI, 
así como la transformación cultural de sus elites, es clave para entender la época. 
Ciertamente, Chile parece caminar senderos similares a los transitados un siglo 
atrás. Vuelve a aparecer el signo del caudillismo, la ruptura entre las elites y la 
ciudadanía, al mismo tiempo que la sensación de cambio global que se 
reproduce en el ambiente. 
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